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PRÓLOGO

Es para mí todo un honor y un placer presentar este volumen 
escrito por la profesora e investigadora del Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, la Dra. Sandra Gómora-Juárez. Además de ello, es una gran 
amiga, por lo que no estoy seguro de merecer el honor que me 
brinda. Sin embargo, como trataré de mostrar en estas líneas, al 
tratarse de un gran libro, su lectura y ulterior redacción de estas 
pocas páginas han sido una deliciosa tarea. Pero vayamos con el 
libro.

Si está interesado o interesada en el funcionamiento del sistema 
de precedentes en México en la actualidad, debe leer este libro, 
bien escrito y cuyas páginas se recorren fácilmente. Si, por el con-
trario, no tiene ningún interés en cómo funcionan los precedentes 
en México, debería tenerlo y, por ende, también debería leer este 
libro. Las razones son varias, algunas de carácter general y otras 
relativas al caso mexicano.

La primera de ellas, de carácter general, es que no se ha pres-
tado suficiente atención al papel de los precedentes —entendidos 
por la autora como decisiones que sirven como modelo para para 
decisiones futuras— en los ordenamientos jurídicos de civil law. 
En efecto, para la mayoría de los operadores jurídicos el término 
“precedente” hace surgir algún tipo de reacción alérgica cuando 
va en la misma oración que la expresión “civil law”. Una de las 
muchas virtudes de este libro es dejar claro que no solo es po-
sible que haya sistemas de precedentes en ordenamientos de la 
tradición jurídica continental (europea y latinoamericana), sino 
que están positivizadas incluso a nivel constitucional. Y enten-
der el funcionamiento de los precedentes actualmente es un paso 
imprescindible para comprender cómo funcionan los modernos 
ordenamientos jurídicos, sean de civil law o de common law.

Libro completo en https://tinyurl.com/bdfjb2d6
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.9786075879956e.2026
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La segunda razón, también de carácter general, es que este 
libro presenta de manera muy eficiente, los principales ejes con-
ceptuales de la práctica actual del precedente. Sin perderse en ejer-
cicios escolásticos fútiles, la autora presenta los puntos clave para 
entender qué son los precedentes, las rationes decidendi o cómo se 
obtienen estas últimas. Además, el trabajo, en su parte más teórica 
contenida especialmente en el capítulo primero, se enmarca dentro 
de una teoría del razonamiento práctico que subraya la pregunta 
fundamental que orienta a todo operador jurídico: ¿qué se debe 
hacer? Sin eludir los problemas teóricos que surgen a la hora de 
estudiar el papel de las decisiones judiciales pasadas para la resolu-
ción de los casos futuros, presenta de manera muy clara las diferen-
tes posiciones con una excelente selección bibliográfica.

La tercera razón, referida al ordenamiento jurídico mexicano, 
es que su sistema de precedentes es uno de los más elaborados y 
articulados del ámbito del civil law. Esto no es un simple canto al 
estudio de los sistemas más complicados, sino que el nivel de arti-
culación del ordenamiento jurídico mexicano responde a las dife-
rentes dificultades que puede afrontar un sistema de precedentes. 
Problemas tales como la presencia de jurisprudencia (o rationes de-
cidendi) incompatibles, la necesidad de cambio de precedentes o la 
instauración de mecanismos para la identificación autoritativa de 
las rationes decidendi, todos ellos han sido abordados en el ordena-
miento jurídico mexicano. Si está dispuesto o dispuesta a dejar de 
lado sus posibles prejuicios jurídico-culturales, podrá observar que 
el ordenamiento jurídico mexicano ha probado a dar respuestas 
innovadoras a problemas que están presentes —quieran verse o 
no— en la inmensa mayoría de ordenamientos de civil law. El valor 
de este libro para pensar los problemas propios de otros ordena-
mientos en relación con los precedentes está fuera de discusión.

En cuarto lugar, se debería leer este libro también porque Mé-
xico ha visto llegar una serie de reformas a nivel de organización 
—pero, sobre todo, de selección de los miembros— de su Poder 
Judicial que han venido a poner en cuestión algunos de los funda-
mentos de cómo hemos entendido tradicionalmente la jurisdicción. 
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Las reformas son más de las que parecen y su impacto todavía hoy 
es difícil de determinar: desde la ya mencionada elección popular 
de todas las personas que ocupan los órganos jurisdiccionales, hasta 
la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial (también elegido 
por voto popular) con competencias para encausar de oficio la ac-
tividad de quienes ocupan cargos jurisdiccionales y cuyas decisio-
nes no son recurribles, pasando por la instauración del criterio de 
interpretación literal como obligatorio a nivel constitucional. La 
autora presenta la forma en la que las diferentes capas o estratos de 
reformas han ido configurando el sistema de precedentes hasta el 
día de hoy y su impacto en el constitucionalismo de los derechos.

Este último aspecto es de subrayar: los capítulos segundo y ter-
cero emplean un método de análisis que no se ve frecuentemente y 
que tiene un especial mérito. Me refiero a que la autora es capaz de 
emplear tanto el método analítico más tradicional de la teoría ju-
rídica, con una aproximación de carácter histórico jurídico, siendo 
así capaz de dar una explicación más completa de lo que ha acon-
tecido, y lo que está aconteciendo, en relación con los precedentes 
judiciales en México. Partiendo del papel de la jurisprudencia en el 
periodo romano preclásico, la autora es capaz de engarzar la expli-
cación de sus orígenes con el nacimiento de la jurisprudencia (y de 
los precedentes) en el ordenamiento jurídico mexicano. La explica-
ción de las sucesivas reformas en los siglos XIX y XX dan muestra 
de que, lejos de ser una invención del legislador del siglo XXI, la 
instauración formal de un sistema de precedentes en la Suprema 
Corte de la Justicia de la Nación de México es algo perfectamente 
coherente con su historia institucional.

No se trata, de ningún modo, de un relato acrítico. La autora 
presenta tesis críticas y, en tal sentido, controvertidas, sobre el im-
pacto que tienen —y que podrían tener— las reformas constitu-
cionales acometidas, especialmente durante el año 2024. Aunque 
éstas no parecen tener una incidencia directa en el sistema de pre-
cedentes mexicanos, la autora enmarca estos últimos como par-
te del proceso de constitucionalización del ordenamiento jurídico 
mexicano. Mediante este proceso, iniciados a partir de la decisión 
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Radilla Pacheco y la casi simultánea reforma de 2021 que introdu-
jo el control difuso de convencionalidad, los Derechos Humanos 
pasan a jugar un papel determinante en el ordenamiento jurídico 
mexicano. Una comprensión funcional del sistema de precedentes 
sirve para entender como aquél es una pieza clave para la protec-
ción de los Derechos Humanos y la reconversión de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en un tribunal constitucional.

Vayamos brevemente a alguno de los puntos más controverti-
dos de este volumen, algunos de carácter teórico y otros de carácter 
práctico. Entre aquellos de carácter teórico merece la pena discutir 
que, como sostiene la autora, la introducción del control difuso de 
convencionalidad, así como la protección de los Derechos Huma-
nos previstos en tratados internacionales ratificados por México, 
requieran un cambio de mentalidad de los operadores jurídicos. 
En este contexto, añade, la positivización de un requerimiento de 
interpretación literal es inconsistente con la promoción de los De-
rechos Humanos. Queda para la discusión si una concepción for-
malista de la interpretación y la decisión no sería más eficiente para 
los Derechos Humanos de las minorías y de los más débiles.

Vayamos con alguna cuestión práctica. Antes de ello, es nece-
sario advertir que es fácil pronunciarse sobre los problemas jurídi-
cos de otros ordenamientos al buen refugio de 9 mil kilómetros de 
distancia, y más aún cuando no se trata del ordenamiento jurídico 
en el que uno se ha formado. El riesgo de situarse al principio de 
la curva de Dunning-Kruger resulta altísimo. Con todo, la pers-
pectiva ajena, o moderadamente ajena, tal vez pueda servir para 
completar un cuadro que a veces parece asumir tintes muy oscuros. 

El hecho de que todos los miembros del Poder Judicial fede-
ral, pero también de las entidades federativas (con el consiguiente 
problema en el nivel del federalismo judicial), hayan sido elegidos 
en una votación popular compleja y con un no muy alto grado de 
participación, no es precisamente reconfortante. Tampoco que se 
haya creado un Tribunal de Disciplina Judicial de elección popular, 
aunque en algunos ordenamientos haya órganos que asumen fun-
ciones similares, da para estar muy tranquilo. Sin embargo, aunque 
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hay democracias de mejor y peor calidad, no creo que una elec-
ción a la que fueron llamados a participar cien millones de perso-
nas pueda ser calificada de no-democrática, aunque haya habido 
problemas, que los ha habido y no pocos. La elección directa de 
los jueces es una apuesta institucional muy arriesgada, pero pare-
ce que —como ya dijera Mill— la mejor manera de fortalecer la 
democracia es practicándola. Cuáles sean los resultados de este 
experimento es pronto para evaluarlo.

Álvaro Núñez Vaquero 
Murcia, 8 de junio de 2025
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INTRODUCCIÓN

Este libro es producto del trabajo de investigación realizado gracias 
al Programa de Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación 
Tecnológica, PAPIIT IN302422 “La autoridad del precedente ju-
dicial. Debates teóricos y problemas prácticos” que me fue concedi-
do por la Universidad Nacional Autónoma de México, a través del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas.

Se trata de un producto que se ubica en la intersección de los 
tres ejes que guiaron los trabajos de investigación: el eje de teoría 
del derecho, el de ciencia del derecho y, en buena medida, también 
en el eje de enseñanza del derecho. Cada uno de los capítulos 
integra elementos que constituyen los insumos para aprender de la 
jurisprudencia y el precedente a nivel teórico, pero con especial én-
fasis en su diseño institucional actual, tomando en consideración las 
transformaciones y evolución que han experimentado en México.

Adicionalmente, este libro concentra una serie de textos y re-
flexiones que han venido tomando forma a lo largo de varios años, 
gracias a la labor realizada en la que ha sido mi principal línea 
de investigación, la cual se ha podido nutrir de las interacciones, 
comentarios, discusiones e intercambios con diferentes personas 
académicas, estudiantes e integrantes de órganos jurisdiccionales 
con quienes he tenido la oportunidad de presentar las ideas preli-
minares que conforman la base de este libro.

El trabajo realizado en esta obra persigue tres objetivos princi-
pales. El primero, proporcionar una explicación acerca del derecho 
y en concreto del precedente como un elemento que forma parte 
del entramado jurídico normativo de los sistemas jurídicos contem-
poráneos, con una connotación específica y que puede explicarse 
en el marco más amplio del razonamiento práctico. En ese sentido, 

Libro completo en https://tinyurl.com/bdfjb2d6
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.9786075879956e.2026
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la explicación busca ubicar esta práctica en el contexto teórico del 
razonamiento práctico como el punto de partida (y llegada) de la 
toma de decisiones judiciales, algunas de las cuales están llamadas 
a servir como precedentes.

El segundo objetivo es la identificación de algunas definiciones 
competitivas sobre precedente judicial que permitan encuadrar la 
práctica jurídica en México. En ese sentido, se da cuenta del servi-
cio que la teoría brinda al derecho positivo mexicano, al proporcio-
nar herramientas analíticas que permitan explicar y comprender 
mejor nuestra propia práctica del precedente. Dicha práctica, sin 
embargo, tiene un origen y ha tenido un desarrollo histórico-
normativo que le ha dado la forma que hoy tiene y que ha llevado 
a adoptar la categoría de “jurisprudencia por precedente” no sin 
dificultades. La trayectoria de las instituciones es importante para 
comprender sus transformaciones y su evolución temporal.

El tercer objetivo es plantear una explicación plausible acer-
ca del desarrollo de la noción de precedente en algunos sistemas 
jurídicos del Civil Law, con especial enfoque en el sistema jurídi-
co mexicano, la cual está conectada con el contexto constitucional 
más amplio en el que se ha desarrollado. Esta explicación revela 
diferentes tensiones que prevalecen en el trasfondo de la incorpora-
ción de precedentes en los sistemas jurídicos del Civil Law. 

Sin tener pretensión de exhaustividad, este trabajo busca ofre-
cer un marco conceptual a partir del cual puedan comprenderse las 
transformaciones experimentadas por la jurisprudencia mexicana 
y la expresión que los diversos elementos y técnicas del precedente 
podrían tener en nuestro ordenamiento jurídico, de cara a la mi-
sión de contribuir a la formación jurídica en la materia. 

El alcance original de este libro estaba limitado a la reforma 
constitucional y legal de 2021, sin embargo, de manera superve-
niente aconteció la reforma judicial de 2024 incorporando cambios 
profundos y novedosos que recién comienzan a analizarse respecto 
del diseño e integración de los órganos del Poder Judicial de la Fe-
deración y, seguidamente, de los órganos judiciales de las entidades 
federativas. 
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Dado el alcance original, los objetivos y la temporalidad, tanto 
del proyecto de investigación en el cual se inserta este libro, como 
de la reforma constitucional en materia judicial publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2024, la 
contribución de esta obra respecto de las profundas implicaciones 
que dicha reforma puede tener para el Poder Judicial y el prece-
dente, en particular, es más bien modesto. Al respecto se esbozan 
algunas de las implicaciones más evidentes, de manera anticipada 
a su implementación, que podrá observarse y evaluarse a partir de 
la renovación de los órganos jurisdiccionales, después de la jornada 
electoral para elegir —por voto popular— a los integrantes del Po-
der Judicial de la Federación y poderes judiciales locales, celebrada 
el domingo 1 de junio 2025.

El contenido del libro se articula de la siguiente manera. El ca-
pítulo primero aborda el precedente judicial desde una perspectiva 
teórica, enmarcándolo en el contexto más amplio del razonamien-
to práctico jurídico. Se explora la evolución histórica del prece-
dente desde sus orígenes en el Common Law inglés; se analizan sus 
elementos constitutivos (como la ratio decidendi, obiter dicta y decisum), 
y se examinan las técnicas para su transformación (distinguishing y 
overruling). El capítulo enfatiza cómo el precedente surge como una 
manifestación del razonamiento práctico judicial, donde los tribu-
nales deben interpretar y argumentar para resolver casos concre-
tos, especialmente cuando las normas existentes resultan insuficien-
tes o indeterminadas. En esa línea el precedente se revela como 
una institución que busca equilibrar la necesidad de estabilidad y 
coherencia en el sistema jurídico con la capacidad de adaptación 
y cambio, al destacar su papel en la creación de razones autoritati-
vas para la toma de decisiones judiciales futuras.

En el capítulo segundo se traza una línea de evolución histórica 
de la jurisprudencia en México, desde sus orígenes en el derecho 
romano hasta las reformas constitucionales más recientes de 2024. 
A lo largo de su desarrollo, la jurisprudencia transitó por momen-
tos clave en el contexto jurídico mexicano, como su incorporación 
en la Ley de Amparo de 1882 y las sucesivas reformas que la han 
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configurado. Hay, sin embargo, un especial énfasis en las transfor-
maciones fundamentales ocurridas durante el siglo XXI, particu-
larmente las reformas constitucionales de 2011, 2013 y 2021, que 
introdujeron cambios significativos en el sistema de precedentes, 
así como la controversial reforma de 2024 que modifica sustan-
cialmente la estructura del Poder Judicial y el sistema de elección 
de jueces, que impacta directamente la forma de crear y aplicar la 
jurisprudencia en México.

La transición de la jurisprudencia al precedente en el sistema 
jurídico mexicano se analiza en el capítulo tercero, particularmente 
a partir de la reforma judicial de 2021. El abordaje se hace desde 
dos perspectivas principales: la primera, revisitando los aspectos 
conceptuales y prácticos de la incorporación del precedente al sis-
tema jurídico mexicano, para luego explicar su compatibilidad con 
el sistema de jurisprudencia existente y las implicaciones de este 
cambio. La segunda perspectiva contextualiza la reforma dentro 
de la trayectoria constitucional ampliada de la jurisprudencia, que 
incluye las reformas de 1994, 2011 y 2021, argumentando que el 
tránsito hacia el sistema de precedentes es una consecuencia nece-
saria del constitucionalismo de derechos humanos adoptado por 
México. 

En este capítulo se sostiene que esta transformación no es un 
mero cambio procesal, sino que representa una evolución funda-
mental en la forma de entender la función jurisdiccional y su papel 
en la protección de los derechos humanos, aunque enfrenta desa-
fíos importantes debido a la persistencia de concepciones jurídicas 
formalistas y la superposición de instituciones provenientes de dife-
rentes momentos constitucionales.

Finalmente, el análisis planteado cierra con un epílogo que, a 
manera de reflexiones conclusivas, recupera los puntos clave que 
guiaron el estudio. Como un ejercicio prospectivo, se plantean al-
gunos puntos centrales que ocuparán la agenda de investigación 
en torno a la jurisprudencia y el precedente en México en los años 
por venir. Entre esos temas se encuentran la asimilación de los redi-
seños institucionales incorporados al sistema de jurisprudencia de 
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2021, la polémica reforma judicial de 2024 y su efecto en el propio 
sistema, los temas de federalismo judicial en la materia, así como la 
inacabada transformación de la educación jurídica para el consti-
tucionalismo de derechos humanos. 

En suma, este libro constituye una guía interna  para el usuario 
del sistema jurídico mexicano respecto de la jurisprudencia y el 
precedente, integrando elementos de teoría, historia y dogmática 
jurídica que, en un esfuerzo analítico, permitan comprender el es-
tado de cosas actual en el análisis de estas instituciones jurídicas en 
México. El resultado puede sintetizarse como las respuestas a las 
preguntas: ¿de dónde venimos?, ¿en dónde estamos? y ¿hacia dón-
de vamos? en materia de jurisprudencia y precedente en México.
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Capítulo primero 

RAZONAMIENTO PRÁCTICO Y CONFIGURACIÓN 
DEL PRECEDENTE JUDICIAL

I. Razonamiento práctico y normatividad  
del derecho

La discusión del concepto de precedente es un tema de larga data, 
pero su delimitación y comprensión ha mostrado las dificultades 
que presenta generar una teoría uniforme acerca de su definición, 
elementos, articulación y práctica.1 Mi propósito no es resolver es-
tos debates centenarios, sino uno más humilde consistente en ubi-
car la discusión en torno al precedente judicial en el marco más 
amplio del razonamiento práctico. 

El objetivo de este capítulo es proporcionar una explicación 
acerca del derecho como un elemento que forma parte del entra-
mado normativo, que tiene una connotación específica y que pue-
de explicarse en el marco más amplio del razonamiento práctico. 
En ese sentido, la explicación busca ubicar esta práctica en el con-
texto teórico del razonamiento práctico como punto de partida (y 
llegada) de la toma de decisiones judiciales, algunas de las cuales 
están llamadas a servir como precedentes. Será necesario, identifi-
car algunas definiciones competitivas sobre precedente judicial que 
permiten encuadrar la práctica jurídica en México.

En la filosofía del derecho se hace una distinción entre el ra-
zonamiento teórico y el razonamiento práctico; el teórico se dirige 

1		  Horty, John F., “Rules and Reasons in the Theory of  Precedent”, Legal 
Theory, núm. 17, 2011, pp. 1-33.

Libro completo en https://tinyurl.com/bdfjb2d6
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.9786075879956e.2026
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a resolver situaciones que son teóricas (en algún sentido) más que 
prácticas, esto es, situaciones vinculadas con la explicación de eventos 
que ocurrieron en el pasado, o la predicción de eventos que podrán 
ocurrir en el futuro.2 En contraste, el  práctico tiene que ver con las 
alternativas que se presentan al agente para decidir cómo proceder 
o actuar en una situación determinada. En este caso, el punto de 
partida es la pregunta normativa “¿qué se debe hacer?”, para lo 
cual, el agente considera y evalúa las razones que se tienen para 
actuar, esto es, las razones a favor y en contra de diferentes cursos 
de acción. 

Entonces, el razonamiento práctico se refiere a la capacidad 
humana general para resolver a través de la reflexión, lo que ha 
de hacerse en cada caso. Según Wallace, 3 el razonamiento es 
“práctico” (en contraposición al razonamiento teórico) en dos 
posibles sentidos: 1) por su objeto, en tanto está relacionado con 
la acción, o 2) por el problema a resolver o sus consecuencias 
debido a que el razonamiento en torno a la acción conduce a las 
personas a actuar. 

La acción está en el centro de la reflexión acerca del razona-
miento práctico. De acuerdo con Raz,4 el prototipo de pregunta 
normativa “¿qué se debe hacer?” puede expresarse desde:

•	 La variación en tiempo: “¿qué debía hacerse?”; 
•	 La modalidad: “¿qué le estaba permitido/obligado a ha-

cer?”; 
•	 El agente relevante: “¿qué debe hacer el tribunal?”, o 
•	 Las circunstancias relevantes: “¿qué debe hacerse si las con-

diciones son tal y cual?”.

2		  Wallace, R. Jay, “Practical Reason”, en Zalta, Edward N., The Stanford 
Encyclopedia of  Philosophy, Spring 2020, Stanford University, disponible en: https://
plato.stanford.edu/archives/spr2020/entries/practical-reason/.

3		  Idem.
4		  Raz, Joseph, “Normativity: The Place of  Reasoning”, Philosophical Issues, 

vol. 25, 2015, pp. 144-164.
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La discusión acerca de lo que ha de hacerse en el derecho se ha 
agrupado bajo la etiqueta de “normatividad en el derecho”. Varios 
autores en la filosofía del derecho contemporánea coinciden en la 
idea de que el conocimiento y razonamiento prácticos proporcionan  
los insumos para entender las características centrales del derecho: 
normatividad y autoridad.5

La normatividad entonces es una forma de denominar a los 
problemas derivados de la autoridad del derecho y su capacidad 
para darnos razones para la acción. Esta identificación afronta el 
cuestionamiento si bajo esta nueva etiqueta, en realidad, lo que se 
hace es discutir viejos temas teóricos relacionados con la obligación 
moral de obedecer al derecho.6

En todo caso, parece que la posibilidad de que las personas se 
conduzcan siguiendo reglas, presenta buenas razones para estudiar 
el fenómeno de seguir reglas de derecho como ejemplo de razona-
miento práctico. Esta actividad se entiende mejor como intencional 
y no solo receptiva de razones; busca construir una justificación 
ante cualquier conclusión a la que arribemos sobre alguna cuestión 
específica. Como proceso activo de búsqueda y evaluación de razo-
nes para justificar la conclusión de hacer o no hacer algo.7

Entonces, el carácter normativo del derecho deriva de su carác-
ter autoritativo y su capacidad de dar razones para la acción. Esta 
lectura normativa del derecho viene de la tradición comenzada por 
Herbert Hart junto con el punto de vista interno, que separa y dis-
tingue al derecho del esquema de coerción a gran escala.

Esto se ilustra con el ejemplo del asaltante que exige al em-
pleado del banco que le entregue el dinero o dispara en caso de que 
no lo hiciere. Si bien es cierto que el ejemplo muestra una orden  
—que emplea el modo imperativo del lenguaje— respaldada por una  
 

5		  Rodríguez Blanco, Verónica, Law and Authority under the Guise of  the Good, 
Oxford, Hart Publishing, 2014, p. 3.

6		  Schauer, Frederick, “Precedent”, Stanford Law Review, vol. 39, núm. 3, 
1987, pp. 571-605. 

7		  Raz, Joseph, “Normativity: The Place of  Reasoning…”, cit.
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amenaza, también es cierto que el ejemplo no muestra varias de las 
características distintivas del derecho.8

Una de las principales características que distinguen al derecho 
de un asaltante común, es que mandar está principalmente asocia-
do al ejercicio de autoridad y no solo al miedo a enfrentar ciertas 
consecuencias frente al desacato. Una segunda característica está 
relacionada con el punto de vista interno, que es la perspectiva que 
mantiene una persona del grupo que acepta las reglas y las emplea 
como criterio de conducta, con lo que contribuye a su manteni-
miento. En ese sentido, al comportarse conforme a las reglas del 
sistema, justifica su propio comportamiento y juzga las desviacio-
nes ajenas con base en las reglas.9

El punto de vista interno muestra que el derecho y sus normas 
pueden proporcionarnos razones para actuar de cierta manera, y 
nos permite justificar nuestras acciones como un parámetro para 
evaluar el comportamiento. El que sea posible evaluar esas razones 
que ofrece el derecho, en cada caso, le distingue de la simple impo-
sición bajo amenaza. 

II. El precedente judicial

Aunque ha crecido el número de leyes que reglamentan amplias 
áreas del derecho, lo cierto es que el derecho inglés —síntesis de 
los diversos procedimientos del Common Law y de la Equity10— con-

8		  Hart, H. L. A., El concepto de derecho, trad. de Genaro Rubén Carrió, Bue-
nos Aires, Abeledo Perrot, 1961, pp. 24-26.

9		  Ibidem, pp. 108-113. 
10		  La etiqueta de Common Law se emplea para referirse a la parte no legislada 

del derecho inglés, específicamente al contenido de las decisiones judiciales por 
oposición a las leyes del Parlamento u otra legislación subordinada. La Equity 
surgió como un recurso para pedir justicia al rey, que luego fue administrado por 
la Corte de la Cancillería basándose en los principios de conciencia y justicia de 
los primeros cancilleres, quienes fueron en su mayoría eclesiásticos. La Equity 
subsistió como una jurisdicción paralela a los tribunales del Common Law hasta 
1875. Hood Phillips, O. y Hudson, A. H., A First Book of  English Law, 7th edition, 
London, Sweet & Maxwell, 1977, pp. 6 y 7; Jolowicz, J. A., Derecho inglés, trad. 
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tinúa siendo esencialmente un derecho jurisprudencial (Case Law). 
Las reglas jurídicas surgen a nivel del caso concreto y los juristas en 
la práctica adoptan y asimilan las reglas de derecho formuladas por 
un legislador en la medida en la que han sido retomadas y reafir-
madas por las cortes.11

1. El origen del precedente

En origen y hasta el año 1000 d.C. coexistieron en el territo-
rio —hoy conocido como Reino Unido— diversas leyes, tanto de 
tribus germánicas y romanas como de origen canónico, que regula-
ban algunas pocas relaciones sociales. Hacia 1066 con la conquista 
normanda comenzó a tomar forma una cierta unidad política y 
jurídica,12 con la estructura de justicia que consistía en que el rey 
enviaba a jueces itinerantes para que resolvieran las disputas en su 
nombre a lo largo del territorio. Cada cierto tiempo, el intercambio 
de experiencias comunes ayudó a crear un modelo unificado de 
justicia en el país que atendía a los usos y costumbres de los pue-
blos; al ser un derecho práctico aplicable a todo el territorio, se le 
conoció como Common Law.13

El Common Law se desarrolló sobre la base de las decisiones ju-
diciales, forjándose a través de los precedentes establecidos por las 
cortes inglesas. Este sistema le otorgó al precedente un protagonis-
mo inédito, elevándolo a un nivel de autoridad que sobrepasaba 

de A. R. Brewer Carías, y L. C. Leiva, Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 
1992, p. 21.

11		  David René, Los grandes sistemas jurídicos contemporáneos, trad. de Pedro Bravo 
Gala, Madrid, Aguilar ediciones, 1973. pp. 250 y 251.

12		  Losano, Mario G., Los grandes sistemas jurídicos, trad. de Alfonso Ruiz Mi-
guel, Madrid, Debate, 1982, p. 167. 

13		  García Belaunde, Domingo, “El precedente constitucional: extensión y lí-
mites”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Flores Pantoja, Rogelio, La Constitución y 
sus garantías. A 100 años de la Constitución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuen-
tro Ibroamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, Querétaro, 
Centro de Estudios Constitucionales de Querétaro, UNAM, 2017, p. 382.
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significativamente al reconocido a la jurisprudencia en los sistemas 
jurídicos continentales europeos.14

La doctrina del stare decisis —entendida como el respeto y ob-
servancia de las decisiones judiciales previas— constituye la pie-
dra angular del derecho jurisprudencial. Sin embargo, la evolución  
de este principio no siguió un camino lineal; de hecho, la citación de 
casos judiciales experimentó un auge notable a partir del siglo XVI, 
y en sus inicios tales referencias funcionaban más como inspiración 
analógica que como fuente vinculante de autoridad. En opinión de 
Hood, es difícil determinar cuándo la doctrina del precedente se 
convirtió  en su forma moderna, aunque los historiadores jurídicos 
estiman que fue entre la segunda mitad del siglo XVIII y mediados 
del XIX.15 

Posteriormente, desde 1832 hasta finales del siglo XX llegó la 
etapa de modernización del Common Law que se caracterizó por dos 
hechos paralelos: el crecimiento exponencial del derecho legislado 
junto con la organización y sistematización de los precedentes judi-
ciales que se tornó en una tarea fundamental del sistema jurídico.16 

Los factores que contribuyeron al desarrollo de la doctrina del 
precedente en su forma actual, relacionada con la mayor obliga-
toriedad en la aplicación de las reglas de derecho creadas por los 
tribunales fueron: 1) la organización de una jerarquía judicial más 
sistemática por las Judicature Acts; 2) el mejoramiento de la calidad 
de las compilaciones de jurisprudencia o Law Reports, y 3) la intro-
ducción de la imprenta.17

La materialización y establecimiento de stare decisis como doc-
trina imperativa surgió durante la primera mitad del siglo XIX. 

14		  Jaffe, Louis L., English and American Judges as Lawmakers, Inglaterra, Claren-
don Press, 1969, p. 1; David René, op. cit., p. 265.

15		  Hood, Phillips, O., op. cit., pp. 211-212; Geldart, W. Elements of  English 
Law, 7a. ed., Oxford, Oxford University Press. 1966, pp. 5 y 6. 

16		  Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, Madrid, Mar-
cial Pons, 2022, p. 36.

17		  Geldart, op. cit., pp. 5 y 6; Cross, Rupert, Precedent in English Law, 3a. ed., 
Inglaterra, Clarendon Press, 1977, p. 22; David René op. cit., p. 265. 
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Este proceso transformador impuso gradualmente a los jueces la 
obligación ineludible de adherirse a las reglas establecidas por sus 
antecesores en el cargo. Suele mencionarse el caso de Beamish vs. 
Beamish (1861), en el que —el ya desaparecido órgano jurisdic-
cional que, tras las reformas de 2005 que instituyeron un Tribunal 
Supremo para toda Gran Bretaña, fue sustituido por la Suprema 
Corte del Reino Unido— la Cámara de los Lores declaró estar 
completamente vinculada por sus propios precedentes.18 La tras-
cendencia de esta declaración marca un punto de inflexión his-
tórico con repercusiones duales en el sistema jurídico británico. 
Por un lado, representa la primera codificación formal del poder 
vinculante del precedente, elevando su estatus de una práctica con-
suetudinaria y herramienta interpretativa altamente persuasiva, a 
una norma jurídica imperativa. Por otro lado, la autodeclaración 
de la Cámara de los Lores sobre su sujeción a sus propios prece-
dentes estableció un efecto cascada en la jerarquía judicial: si el 
máximo tribunal se declaraba atado a sus decisiones previas, im-
plícitamente establecía una obligación aún más rigurosa para los 
tribunales inferiores. Hasta ese momento, los tribunales de primera 
instancia consideraban que tenían algún margen de decisión para 
seguir o no precedentes y aunque la Cámara de los Lores carecía 
de un supervisor que verificara su adherencia al auto-precedente, 
sí ostentaba la facultad de fiscalizar y garantizar que los tribunales 
subordinados acataran escrupulosamente sus decisiones previas.19

Con todo, debe tenerse en cuenta la advertencia del profesor 
Julius Stone quien invitaba a cuestionarse: ¿cómo es que el proceso 
de cambio permanente del derecho consuetudinario se puede re-
conciliar con el principio de autoridad y la regla del stare decisis?20 
Parece que desde el interior del propio sistema se reconocen las 
contradicciones que puede presentar la alternancia permanente 

18		  Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, cit., pp. 37 y 
38.

19		  Ibidem, p. 38.
20		  Stone, Julius, “The Ratio of  the Ratio Decidendi”, The Modern Law Review, 

vol. 22, núm. 6, noviembre de 1959, p. 597.
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entre cautela y valor judicial, entre permanencia y cambio, como 
nociones contradictorias que aparecen en el núcleo de la práctica 
de los precedentes en el tiempo y en el espacio.

2. La doctrina del precedente

De acuerdo con René David, fue después de la primera mitad 
del siglo XIX cuando la regla del precedente se estableció con rigor 
y se impuso a los jueces la obligatoriedad de observar las reglas de de-
recho creadas por sus antecesores. Pero la doctrina se compone de 
dos elementos principales, según la entiende la comunidad jurídica 
del Common Law, siguiendo a Grant Lamond:21

La primera y más elemental parte de la doctrina es que las decisiones 
de las cortes superiores crean derecho. La segunda parte adicional de 
la doctrina es que las cortes están vinculadas por las cortes superiores 
en la jerarquía judicial y también (en un grado más limitado) por sus 
propias decisiones previas. 

En ese sentido, la doctrina del precedente implica la conside-
ración de la jerarquía judicial, de la creación del derecho por parte 
de las cortes superiores y de la vinculatoriedad de dichas decisiones. 
En el contexto del Common Law, cuando se toma una decisión en el 
marco de un caso concreto, dicha decisión se agrega al cuerpo de 
derecho vigente. Aunque la decisión específica fue tomada para las 
características concretas del caso particular que se decidió, ésta se 
basa en algún criterio o principio jurídico —parte de la decisión co-
nocida como ratio decidendi— que puede extraerse y aplicarse a otros 
casos semejantes. La práctica judicial muestra una firme tendencia 
de las personas juzgadoras a seguir decisiones previas propias (au-
toprecedente) o de otras pares.22

21		  Lamond, Grant, “The Doctrine of  Precedent and the Rule of  Recogni-
tion”, Philosophical Foundations of  Precedent, Oxford, Nueva York, Oxford Universi-
ty Press, 2023, p. 21.

22		  Hood Phillips, O., op. cit., p. 192.
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La literatura hace referencia a las decisiones judiciales que 
constituyen precedentes obligatorios, principalmente cuando la 
razón, criterio o principio en la que se basa la decisión debe se-
guirse en casos similares. En ese sentido, suele afirmarse que se 
trata de un precedente vinculante, pero esto solo quiere transmitir 
la idea de que la ratio decidendi o las rationes decidendi contenidas en la 
resolución judicial serán vinculantes para otros órganos judiciales 
posteriores siempre que afronten un asunto similar al que dicha 
ratio sea aplicable.23

La decisión con calidad de precedente es vinculante individual-
mente, sin necesidad de que exista una práctica reiterada, esto es, 
una decisión individual (creadora de derecho) puede constituir un 
precedente que ha de seguirse. Asimismo, dicho precedente puede 
clasificarse como fuente de derecho dependiente o independiente; 
el precedente dependiente es aquél que “depende” de alguna otra 
fuente del derecho, por ejemplo, el que ofrece una interpretación 
acerca de alguna norma de origen legislativo e indica su efecto jurí-
dico; por otra parte, el precedente independiente se refiere a aquel 
que no depende de otras fuentes del derecho y la tarea creadora 
ocurre y se construye a partir de las decisiones sobre los asuntos que 
se resuelven (Case Law).24 

En el contexto de aplicación de la doctrina del precedente, las 
personas juzgadoras se preguntan cómo se resolvieron en el pasa-
do, los casos semejantes a los que ahora están bajo su conocimiento. 
Usualmente, hay un conjunto de sentencias que constituyen el nú-
cleo orientador de la decisión acerca del problema que se estudia, 
así, la decisión presente se agregaría a dicho núcleo, continuando la 
línea decisoria jurisprudencial. Solamente en el supuesto de que 
la decisión precedente no se adecuara al caso actual, la persona 

23		  Ibidem, pp. 193 y 194; Jolowicz, J. A., op. cit., p. 63.
24		  No obstante, Lamond recuerda que en las etapas tempranas de la configu-

ración del Common Law, solo la doctrina jurisprudencial repetida en un conjunto 
de varios casos se consideraba como doctrina establecida, lo cual muestra algún 
parecido con algunos sistemas jurídicos del Civil Law que asignan valor a una 
serie de casos más que a una decisión individual. Lamond, op. cit., pp. 22 y 23.



16 SANDRA GÓMORA-JUÁREZ

juzgadora25 decidirá echando mano de otros recursos interpretati-
vos y argumentativos para generar la respuesta que se busca, la cual 
constituirá un precedente original.26

Asimismo, en la doctrina del precedente se atribuye una gran 
importancia a los hechos, en la medida en  que  permiten a la jueza 
encuadrar o identificar si el caso actual es semejante en algún gra-
do importante al caso precedente. Adicionalmente, son los hechos 
los que posibilitan sustraerse de la aplicación del precedente, en 
virtud de que inevitablemente van a diferir de un caso a otro y no 
existen dos casos idénticos. En este marco de reflexión se presentan 
las técnicas del distinguishing y el overruling, que permiten la adapta-
ción y evolución de los precedentes.27

En el marco de la doctrina, se han desarrollado diferentes dis-
tinciones en cuanto al precedente, una de ellas es la referente a los 
“precedentes declaratorios”: los que reiteran una decisión existen-
te, y los “precedentes originales”: las resoluciones que crean nuevo 
derecho. Como puede verse, la distinción se refiere a una situación 
de aplicación de derecho y a otra de creación de derecho en sede 
judicial; no obstante, algunos autores coinciden en que ningún pre-
cedente es completamente declarativo ni completamente original.28 

III. El concepto de precedente

1. Algunas definiciones

En el debate contemporáneo desde la teoría del derecho, hay una 
prolífica discusión acerca de la mejor manera de conceptualizar el 
precedente. En ese sentido, Chiassoni advierte que hay, al menos, 
tres grandes clasificaciones posibles del concepto de precedente en 
las que podríamos ubicar a diversos autores según se destaque el  

25		 En adelante me referiré a la persona jueza o juzgadora de manera indistinta.
26		  Losano, Mario G., op. cit., p. 177.
27		  David René, op. cit., p. 267.
28		  Geldart, W., op. cit., p. 12; Hood Phillips, O., op. cit., p. 210.
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carácter del precedente como sentencia, como ratio decidendi o como 
un conjunto de varios elementos combinados.29

Al respecto, Núñez ha propuesto que los diversos esfuerzos de 
definición podrían clasificarse en definiciones maximales, inter-
medias o minimales que mostrarían una inadecuación explicativa 
por exceso, por insuficiencia para distinguir sus elementos o por 
defecto, y que no permiten caracterizar de manera suficiente al 
precedente.30

Habida cuenta de la multiplicidad de opciones definitorias y 
clasificatorias de los elementos que componen el precedente, proce-
deremos con la cautela de advertir que el precedente ha sido objeto 
de importantes debates teóricos de los que no me ocuparé en esta 
ocasión.31 En cambio, en esta sección, nos basta con elegir una 
definición suficientemente contenedora que nos permita extraer de 
ella los elementos que componen el precedente cuando se lo des-
compone en sus partes. 

De acuerdo con MacCormick y Summers,32 los precedentes 
son decisiones previas que funcionan como modelos para decisio-
nes posteriores. Los precedentes autoritativos son decisiones pre-

29		  Chiassoni, Pierluigi, “La filosofía del precedente: análisis conceptual y re-
construcción racional”, en Bernal Pulido, Carlos y Bustamante,Thomas da Rosa 
de (eds.), Fundamentos filosóficos de la teoría del precedente judicial, trad. de Rodrigo 
Camarena González, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2015, pp. 
24 y 25.

30		  Para una profundización en los argumentos que respaldan la clasificación, 
véase Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, cit., pp. 76-83.

31		  Gómora-Juárez, Sandra, “El precedente judicial. Aspectos de la refor-
ma de 2021 en clave conceptual”, en Carbonell, Miguel (coord.), El precedente 
judicial, México, Centro de Estudios Carbonell, 2022; Núñez Vaquero, Álvaro, 
Precedentes: una aproximación analítica, cit.; Ratti Mendaña, Florencia S., “¿A qué 
nos referimos cuando hablamos de precedente?”, Prudentia Iuris, vol. 89, núm. 
149, p. 202; Ortiz, Pulido, Fabio, Jueces y reglas. La autoridad del del precedente judicial, 
Universidad de la Sabana, Bogotá, 2018; Gómez Martínez, Diego León, El sen-
tido del “precedente judicial obligatorio”, Lima, Palestra, 2022, entre otros.

32		  MacCormick, Neil, “Interpretation and Justification”, en MacCormick, 
Neil y Summers, Robert (eds.), Interpreting Statutes, Nueva York, Ashgate Publis-
hing, 1991, p. 2.
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vias que (por alguna razón) deben usarse como modelos que rigen 
para decisiones posteriores. En ese sentido, el reconocimiento de 
un precedente autoritativo tiene un doble efecto: 1) hacia el pasa-
do, en la medida en la que la decisión bajo estudio debe guiarse 
por lo que fue decidido en el pasado, y 2) hacia el futuro, dado 
que la existencia de la práctica de asignar autoridad a las de-
cisiones pasadas significa que los casos nuevos han de decidirse 
guiados por los casos previos. 

Para Chiassoni, el precedente es “La norma general aplicada 
por un juez para resolver un caso. Es una razón (la razón normativa) 
que justifica la decisión. Al mismo tiempo, es una premisa (la pre-
misa normativa) del razonamiento cuya conclusión es el mandato 
judicial o el decisum. Finalmente, si vemos cualquier sentencia como 
una muestra de razonamiento con una estructura lógica, entonces 
la norma general aplicada por el juez puede ser considerada como 
un paso lógico necesario (el paso normativo necesario) en dicho 
razonamiento”.33

En otros espacios, he definido el precedente como: la regla pres-
criptiva de origen jurisdiccional con calidad autoritativa o, al menos, 
vinculante; que tiene la pretensión de regular, mediante el ejemplo, 
la conducta futura de sus destinatarios. Esta decisión jurisdiccional 
surge necesariamente, como producto de la interpretación novedosa 
que hace un juez de posición jerárquicamente superior del derecho 
positivo vigente de un sistema jurídico, en contextos acotados por 
reglas jurídicas aplicables y hechos particulares. Además, sirve como 
un eslabón que, a través de la coherencia, armoniza el pasado jurídi-
co existente con el futuro novedoso del derecho.34 

Núñez lo define como “las decisiones de carácter jurisdiccional 
dotadas de relevancia para otros casos, provenientes de algún ór-
gano, creado o reconocido por algún ordenamiento jurídico, que  

33		 Chiassoni, Pierluigi, op. cit., p. 22.
34		  Nótese que, al referirme al precedente como regla prescriptiva, estoy asu-

miendo la noción de precedente-ratio en términos de Chiassoni, o el precedente 
en sentido estricto, en términos de Gascón. Gómora-Juárez, Sandra, Un análisis 
conceptual del precedente judicial, México, UNAM, 2018, p. 35.
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decide la calificación normativa de casos genéricos o individuales, 
y que contiene una norma general (ratio decidendi)”.35

Advertimos, entonces, que “precedente” es un concepto po-
lisémico y se ha empleado de diferentes maneras en la doctrina. 
Los diferentes intentos por delimitar y delinear los contornos del 
vocablo precedente ponen el énfasis en su dimensión argumenta-
tiva, o en su dimensión descriptiva, o bien en los usos más comu-
nes que ha tenido en la doctrina, por lo que conviene identificar 
cada una de estas definiciones como propuestas que pueden en-
marcarse de esta manera. Para efectos de este libro emplearemos 
la definición de Marina Gascón36 que distingue tres sentidos del 
precedente. 

1. En sentido amplísimo, a un caso judicial previo que vincula a 
otros tribunales, 
a. Cuando la cuestión a resolver es esencialmente la misma.
b. Cuando el caso posterior trata de hechos análogos a los 

hechos del caso previo.
2.  En sentido amplio, a la decisión judicial que resolvió el caso, no 

el caso en sí mismo sino la decisión contenida en la sentencia.
3. En sentido estricto, se refiere al criterio jurídico, principio o 

fundamento que justifica una decisión que es utilizado como 
un modelo para resolver casos futuros.

En cada uno de los sentidos propuestos por Gascón, se destaca 
una forma de entenderlo, sea como un caso, como una sentencia 
o como el criterio jurídico que justifica la decisión. No obstante, 
en cualquiera de los sentidos se atribuye un carácter autoritativo a 
aquello que llamamos precedente, es decir, ocupa un lugar impor-
tante en el proceso deliberativo para la toma de decisiones. 

35		  Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, cit., p. 99. 
36		  Gascón Abellán, Marina, “Motivación de las sentencias y jurispruden-

cia. ¿Cumple nuestra jurisprudencia su función?”, en Gascón Abellán, Marina 
y Núñez Vaquero, Álvaro (coords.), La construcción del precedente en el Civil Law, 
Barcelona, Atelier, 2020.
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El sentido amplísimo señala que el precedente es un caso, que se 
refiere a todas las consideraciones y posicionamientos de los ór-
ganos jurisdiccionales en cualquier momento de un proceso judi-
cial; en esta propuesta, no se separan los diferentes elementos que 
integran un caso, pudiendo incluir la controversia que se plantea 
para resolución, los hechos, las partes, las autoridades, la decisión 
judicial o el razonamiento.37 De ahí que se hable de un sentido 
amplísimo.

En una mayor delimitación, el sentido amplio propone centrarnos 
en la decisión judicial que resolvió el caso, removiendo todos los de-
más elementos que en el sentido amplísimo podrían considerarse. 
En este caso, la decisión judicial puede ser una sentencia, esto es, 
un documento que contiene la solución concreta a la que arribó la 
jueza en el caso concreto que, a su vez, puede contener elementos 
estructurales como el preámbulo, los resultandos, los consideran-
dos, los puntos resolutivos y el pie de sentencia.38

El sentido amplio se refiere con más precisión a la sentencia, 
entendida como la resolución judicial que pone fin al fondo del 
asunto que fue sometido a la consideración de la autoridad juris-
diccional.39 Todos los elementos estructurales que componen la 
sentencia, permiten comprender y reunir los elementos necesarios 
para arribar a la decisión que resuelve la cuestión controvertida, 
pero entre esos elementos, solamente una sección es susceptible de 
servir como criterio de decisión aplicable a casos futuros.

Esto nos lleva al sentido estricto, de acuerdo con Marina Gascón. 
El precedente en sentido estricto, se refiere precisamente a los crite-
rios jurídicos interpretativos, criterios o fundamentos que justifican 
la decisión y que servirán para la toma de decisiones futuras del 
tribunal que lo emitió y de otros tribunales semejantes o inferiores. 

37		  Murray, Michael D. y DeSanctis, Christy Hallam, The Life of  a Case, State 
and Federal Court Systems, and Jurisdiction, enero 15, 2015, disponible en: https://
papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2550246.

38		  Marroquín Zavaleta, Jaime Manuel, Técnica para la elaboración de una senten-
cia de amparo directo, 15a. ed., México, Porrúa, 2005, pp. 20, 57 y 224. 

39		  Ibidem, p. 41.
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El sentido estricto acota la definición únicamente a lo que la teoría del 
precedente ha llamado ratio decidendi.

Los tres sentidos revisados están en uso en la doctrina jurídica 
contemporánea y dan cuenta de las tres principales formas en las 
que encontraremos la definición de precedente. En lo que sigue, 
nos atendremos al sentido amplio del precedente, entendido como 
sentencia, desde el cual podemos derivar sus elementos e identifi-
car otros conceptos afines que componen también el concepto de 
precedente.

Ahora bien, la creación de precedentes en el contexto judicial 
tiene una explicación, y es que el mito según el cual, las personas 
juezas podían encontrar todas las respuestas en las disposiciones 
jurídicas se ha ido desvaneciendo en los sistemas jurídicos del Civil 
Law. Al respecto, y precisamente porque en la práctica este mito se 
ha desvanecido, tomamos conciencia de la importancia de la ar-
gumentación jurídica y advertimos que son las juezas las que real-
mente argumentan sus decisiones.40 

El contexto en el que surgen los precedentes es el del litigio y la 
controversia que se somete a conocimiento de la autoridad jurisdic-
cional a fin de obtener una respuesta al problema que se plantea, es 
decir, su creación está ligada a la solicitud de impartición de justicia 
de una persona u otras entidades, con base en el ordenamiento 
jurídico vigente.

De la función principal de los órganos jurisdiccionales, se de-
riva una consecuencia indirecta que es la creación de precedentes 
judiciales  pues, como resultado de su función principal, es posible 
que el criterio interpretativo adoptado con motivo de la solución 
del caso resuelto adquiera carácter autoritativo y sirva para la solu-
ción de posteriores casos análogos.

40		  Gascón Abellán, Marina, La técnica del precedente y la argumentación racional, 
Madrid, Tecnos, 1993, p. 10.
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2. Elementos del precedente

De la identificación del caso, avanzamos a concentrarnos en 
la decisión judicial y propiamente, en la sentencia autoritativa a la 
que le atribuimos el carácter de precedente. Esta distinción nos lle-
vó a identificar que la sentencia precedente contiene en su estructu-
ra, un determinado contenido material que expresa el criterio que 
consideramos vinculante para las aplicaciones futuras. 

En ese sentido, es ilustrativo identificar que dentro de las sen-
tencias precedentes —que pueden ser vinculantes o no, según cada 
ordenamiento jurídico— se pueden identificar elementos adicionales 
que la teoría ha denominado como: ratio decidendi, obiter dictum, decisum 
o rationale pero también se habla del cambio de los precedentes, el 
cual se expresa a través de algunas técnicas de aplicación o inaplica-
ción del precedente, conocidas como distinguishing y overruling. 

Hablaremos un poco más acerca de estos conceptos para dar 
forma completa a las categorías que pueden ayudarnos a entender 
las entrañas de la institución jurídica que ya forma parte del orde-
namiento jurídico mexicano y del que hemos de dar cuenta. La 
ratio decidendi o holding del precedente como elemento integrante del 
mismo, se refiere al criterio, principio o regla interpretativa de la 
decisión que justifica la solución alcanzada. Propiamente dicho, es 
la ratio o las rationes decidendi las que constituyen el aspecto vinculante 
del precedente, al proporcionar el criterio sin el cual no se habría 
alcanzado la solución del caso.

Como se ha visto, no es toda la sentencia la que interesa para 
efecto de emplearla en casos futuros, no son los puntos resolutivos, 
ni los resultandos los que guiarán las decisiones futuras, aunque 
aporten luz del contexto y problema a resolver, sino primordial-
mente el criterio que se generó (que es la respuesta) para resolver 
el caso concreto.41 

41		  Magaloni Kerpel, Ana Laura, Derecho constitucional en movimiento. El prece-
dente judicial norteamericano, México, SCJN, Centro de Estudios Constitucionales, 
2021, p. 152.
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De acuerdo con el profesor John Chipman Grey, “es preciso 
advertir que en el Common Law, no todas las opiniones que expresa 
un juez constituyen un precedente judicial. Para que una opinión 
tenga el peso de un precedente, deben concurrir dos cosas: en pri-
mer lugar, debe ser una opinión emitida por un juez, y en segundo 
lugar, debe tratarse de una opinión cuya formación es necesaria 
para la formación de un caso particular; en otras palabras, no debe 
ser obiter dictum”.42 

Hay dos enfoques para la correcta definición de ratio decidendi, 
de acuerdo con el profesor Montrose, esto es, la denominada teo-
ría clásica y la propuesta del profesor Goodhart. Por una parte, la 
teoría clásica sostiene que la ratio decidendi es el principio de derecho 
que un juez consideró necesario para la decisión, en tanto que la 
propuesta de Goodhart la define como la suma de los hechos mate-
riales de un caso más la decisión que se tomó sobre ellos.43 

Se trata entonces del criterio, regla o principio específico con-
tenido en la sentencia que pone fin al conflicto y cuya formación 
era necesaria para decidir, la que tiene carácter de ratio decidendi. 
Ese criterio, regla o principio específico, puede estar expresamente 
formulado o estar implícito en los considerandos de la sentencia, 
aunque en el ordenamiento jurídico mexicano, con la práctica de 
“elaboración de tesis” se presume que la ratio debería encontrarse 
contenida explícitamente.44

Dada la importancia de la ratio decidendi para el precedente, re-
sulta un tanto desconcertante no tener alguna especie de consen-

42		  Goodhart, Arthur L., “Determining the Ratio Decidendi of  a Case”, Yale 
Law Journal, vol. 40,  núm. 2, 1930, p. 161. 

43		  Simpson, A. W. B., “The Ratio Decidendi of  a Case”, The Modern Law Re-
view, vol. 20, núm. 4, 1957, pp. 413 y 414.

44		  Esto presenta una dificultad específica acerca de si la regla de recono-
cimiento del sistema jurídico mexicano permite al aplicador identificar por sí 
mismo la ratio decidendi de una sentencia o si las posibilidades de identificación 
se agotan en las tesis que elaboran los órganos competentes del Poder Judicial 
de la Federación. Camarena González, Rodrigo, “Tesis o razones”, en Gómora-
Juárez, Sandra y Núñez Vaquero, Álvaro (coords.), El precedente a debate: perspectivas 
teóricas y horizontes críticos, en prensa.



24 SANDRA GÓMORA-JUÁREZ

so respecto de la forma de entender la ratio decidendi. Al respecto, 
Pierluigi Chiassoni hace referencia a la verdad incómoda de que 
“Después de investigaciones centenarias, juristas y teóricos del de-
recho siguen buscando el concepto adecuado de ratio decidendi”.45 A 
semejanza de lo que sucede con el concepto de precedente, los ele-
mentos y nociones centrales que se emplean en su análisis también 
presentan una cierta indeterminación. 

Baste decir que Chiassoni identifica, al menos once formas dis-
tintas de caracterizar la ratio decidendi, todas las cuales presentan 
algún grado de indeterminación. Algunas de esas caracterizaciones 
la definen como: 1) el elemento en la sentencia que representa la 
premisa necesaria, la proposición lógicamente necesaria para de-
cidir el caso; 2) el principio jurídico, en una sentencia, que es sufi-
ciente para decidir el caso; 3) la norma para los hechos del caso que 
el juez expresa o implícitamente consideró necesaria para resolver el 
caso; 4) la norma para los hechos relevantes del caso que, de acuer-
do con el juez posterior Jp, el juez anterior Ja que decidió el caso, 
creyó establecer y/o seguir.46

Todas las caracterizaciones previas atienden a algún aspecto 
relevante de la ratio, por lo cual, pueden agruparse según su natu-
raleza; la manera de enunciación; por la intención de la jueza que 
estableció y/o aplicó (“siguió”) la ratio decidendi para resolver el caso; 
según su relevancia objetiva para la decisión del caso; o según su 
estatus sistémico.47

Para Michele Taruffo, un elemento importante a considerar 
es el estilo de las sentencias que contienen las rationes decidendi. 
Dado que las decisiones que son precedentes se basan en la ratio 
decidendi,48 entonces la forma en la que se estructuran las decisio-
nes tiene gran importancia en cuanto a la fuerza y contenido de 

45		  Chiassoni, Pierluigi, op. cit., p. 31.
46		  Ibidem, pp. 31 y 32.
47		  Ibidem, p. 33.
48		  Taruffo, Michelle, “Institutional Factors Influencing Precedents”, en 

MacCormick, Neil y Summers, Robert (eds.), Interpreting Precedents, Nueva York, 
Routlegde, 2016. 
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los precedentes, así como en la forma en la que serán usadas en el  
futuro. 

Así, se refiere a dos estilos de decisión ideales aunque opuestos: 
a) El modelo legalista, deductivo y magisterial, en el que la deci-
sión concreta del asunto se presenta como el resultado necesario de 
un conjunto de argumentos jurídicos y lógicos que frecuentemente 
tienen la forma de un silogismo deductivo. En oposición a este mo-
delo, estaría b) El modelo sustantivo, discursivo y personalizado, en 
el que la decisión se sustenta en varios argumentos competitivos, 
incluyendo los juicios de valor de la jueza, todo lo cual se expresa 
en una forma discursiva.

La reflexión de Taruffo se encuentra en consonancia con la 
esclarecedora clasificación de Chiassoni sobre la ratio decidendi se-
gún su naturaleza, de la que se desprenden dos concepciones: 1) 
La concepción argumentativa explica las rationes decidendi como los 
razonamientos, premisas, pasos lógicos necesarios, líneas argumen-
tativas necesarias o suficientes de un precedente-sentencia, y 2) La 
concepción normativa se refiere a las rationes decidendi como normas, 
reglas, principios, criterios jurídicos. Chiassoni advierte que ambas 
concepciones, tanto la argumentativa como la normativa, están en 
total sintonía, sin embargo, las concepciones normativas son más 
determinadas, por lo que analíticamente son más comprensibles.49

Al respecto, arriba a la definición que combina la concepción 
argumentativa y normativa de la ratio decidendi: 

La norma general aplicada por un juez para resolver un caso es una 
razón (la razón normativa) que justifica la decisión. Al mismo tiempo, 
es una premisa (la premisa normativa) del razonamiento cuya conclu-
sión es el mandato judicial o el decisum. Finalmente, si vemos cualquier 
sentencia como una muestra de razonamiento con una estructura ló-
gica, entonces la norma general aplicada por el juez puede ser consi-
derada como un paso lógico necesario (el paso normativo necesario) 
en dicho razonamiento.50

49		  Chiassoni, Pierluigi, op. cit., pp. 33 y 34.
50		  Ibidem, p. 34.
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Ahora bien, para estar en posibilidades de emplear la ratio de 
una decisión en otra diversa, deberíamos poder identificarla, no 
obstante, las formas y procedimientos acerca de cómo ha de deter-
minarse la ratio decidendi siguen siendo controvertidas. No hay una 
forma única para identificarla, pero ha habido algunas propuestas 
de métodos para identificar la ratio decidendi o las rationes decidendi, en 
el supuesto de que hubiera más de una, contenida en las sentencias. 

La más conocida de dichas propuestas es la del profesor 
Goodhart,51 cuyo método podría concretarse en tres etapas. La 
primera fase consiste en identificar los hechos materiales, es de-
cir, aquellos que la jueza consideró necesarios para su decisión; la 
segunda fase consiste en identificar la decisión de la jueza acerca 
de los hechos materiales, en ese sentido, la decisión más los hechos 
materiales constituiría la ratio decidendi del caso; finalmente, la ter-
cera fase consistiría en formular la ratio decidendi del caso como un 
principio general, de modo que pueda aplicarse a otros casos con 
hechos similares.

En el procedimiento de Goodhart52 para determinar la ratio de-
cidendi de un caso, es preciso distinguir entre los hechos materiales e 
inmateriales del caso. Goodhart considera de primera importancia 
la identificación de los hechos materiales, ya que, en su propuesta, 
es a partir de la distinción de esos hechos, que se puede identificar 
la ratio decidendi. Así, un hecho es material si fue tomado en cuenta 
por la jueza para decidir el asunto, de lo contrario, es inmaterial y 
no es relevante para la identificación de la ratio. 

Algunos de los criterios para identificar los hechos materiales 
son: 1) Los hechos particulares sobre personas, tiempo, lugar, tipo 
o cantidad son inmateriales; 2) Cuando no hay una opinión o no 
expresa los hechos, entonces todos los hechos deben tratarse como 
hechos materiales; 3) Cuando hay una opinión sobre los hechos, 

51		  Goodhart, Arthur L., op. cit., pp. 167-184. Goodhart considera de primera 
importancia la identificación de los hechos materiales, ya que, en su propuesta, 
es a partir de la identificación de esos hechos, que se puede identificar la ratio 
decidendi.

52		 Ibidem, pp. 174-182.
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entonces deben tratarse como materiales sin poder controvertirlos 
con los registros; 4) Si la decisión omite referirse a un hecho, enton-
ces, es inmaterial; 5) Los hechos tratados expresamente en la deci-
sión como inmateriales, son inmateriales; 6) Los hechos tratados 
implícitamente como inmateriales por la jueza, deben considerarse 
inmateriales; 7) Los hechos tratados expresamente como materiales 
por la jueza, deben considerarse materiales; 8) Si la decisión no 
distingue entre hechos materiales e inmateriales, entonces deben 
tratarse como materiales.53

Como vimos, otro de los elementos del precedente es el obiter 
dictum (en singular) u obiter dicta (en plural). A semejanza de otros 
elementos del precedente, el dictum presenta importantes dificulta-
des para definirlo y también para identificarlo. La doctrina expresa 
la dificultad que implica distinguirlo de la ratio decidendi, sobre todo, 
si se tiene en cuenta que la perspectiva que se tenga en torno a 
los hechos y su papel en el razonamiento puede generar diferentes 
formas de entenderlo.54

Autores como Stone son críticos en relación con la idea de que 
puede haber una única ratio decidendi correcta y objetiva, posicio-
nándose más bien por la perspectiva según la cual la distinción en-
tre ratio y dicta es subjetiva y depende totalmente de la interpreta-
ción de la persona lectora; lo que una jueza considera esencial para 
su decisión (por lo tanto ratio) podría ser visto por otra jueza como 
incidental (por lo tanto dicta). En esta dificultad para determinar la 
dicta, se enfatiza la complejidad y subjetividad de la distinción entre 
ratio decidendi y obiter dicta.55

Usualmente, el obiter dictum se suele definir en sentido negativo, 
por oposición a la ratio decidendi, así todo lo que no es ratio es dictum. 
Pero también se explica como los razonamientos periféricos conteni-
dos en la resolución que no necesariamente han de seguirse. Podría 
decirse que se trata de las consideraciones jurídicas que elabora el 

53		  Idem.
54		  Simpson, A. W. B., “The Ratio Decidendi of  a Case”, op. cit., pp. 413-415; 

Stone, Julius, op. cit., p. 601.
55		  Ibidem, p. 614.
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tribunal, que no son necesarias para respaldar la decisión alcanza-
da, por lo cual se estima que esas consideraciones solo tienen fuerza 
persuasiva.56

Para Goodhart, los obiter dicta son las observaciones hechas por 
un juez, que son relevantes para el caso, pero no son esenciales para 
la decisión. Así, puede haber dicta que se relacionan con los hechos 
no probados, esto es, cuando se hace algún pronunciamiento hipoté-
tico acerca de cómo se habría decidido el caso si los hechos hubieran 
sido diferentes; o bien, cuando se hace alguna declaración sobre al-
gún punto de derecho que no es necesario para la decisión.57 

El ejemplo más común es cuando se plantea cómo se resolvería 
un caso hipotético de presentarse algún rasgo ausente, o cuando se 
sugiere cómo se resolvería alguna cuestión conexa al litigio pero que 
no es objeto de reflexión en ese momento. Incluso cuando dentro 
de la resolución se elaboran reflexiones “a mayor abundamiento” se 
hace referencia a consideraciones adicionales que puedan reforzar 
el argumento principal, pero el punto de análisis ya fue establecido 
y abordado, por lo que se podría prescindir de los mismos.58

Con todo, ha de tenerse en cuenta que la distinción entre ratio 
decidendi y obiter dictum está asociada a la identificación de la parte 
de la sentencia que se considera vinculante para otros tribunales y 
que, por lo tanto, ha de seguirse (ratio), mientras que otra parte de 
la sentencia no es vinculante sino solo persuasiva (dictum).

Uno de los elementos del precedente que guarda cercana re-
lación con los revisados previamente, es el decisum que se refiere 
a la decisión concreta del caso; se trata del resultado final a favor 
o en contra de alguna de las partes que se distingue de la ratio 
decidendi, en que ésta última es el principio legal abstracto y sub-
yacente a la decisión alcanzada. Por ejemplo, el decisum puede es-
tipular que el demandante gana el caso basándose en dos rationes  
 

56		   Marshall, Geoffrey, “What is a Binding Precedent?”, en MacCormick, Neil y 
Summers, Robert (eds.), Interpreting Precedents, Nueva York, Routlegde, 2016, p. 515.

57		  Goodhart, Arthur L., op. cit., pp. 180-182.
58		  Ratti, “Dimensiones del precedente judicial…”, cit., p. 83.
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diversas; por lo tanto, solo las rationes decidendi pueden emplearse 
en casos futuros.59

Un elemento más, aunque no menos importante es el rationale o 
justificación del precedente. Se refiere a los razonamientos jurídicos 
o las razones que se aportaron para motivar y justificar el criterio o ra-
tio decidendi adoptada. Estas razones permiten entender por qué el 
tribunal decidió en uno u otro sentido, así como identificar qué hechos 
se consideraron materiales o inmateriales (en términos de Goodhart) 
y finalmente, anticipar la dirección que puede tomar la evolución de 
la doctrina jurisdiccional.60

Se identifican también como las razones extra-normativas que 
se hacen valer en la sentencia y marcan el rumbo que va tomando 
el derecho en un momento histórico determinado. Cuando el tri-
bunal posterior comprende las razones que sustentan la sentencia 
con valor de precedente podrá valorar las diferencias y similitudes 
entre el precedente y el asunto nuevo que resuelve. Así el rationale 
del precedente es central para identificar las similitudes que existen 
entre dos asuntos distintos.61 

3. Sobre la transformación del precedente

En los desarrollos teóricos en torno al precedente se suele alu-
dir a las formas en las cuales una jueza puede apartarse de él, esto 
es, cuándo el sistema jurídico autoriza la “no aplicación” de un pre-
cedente que, de otra manera, sería aplicable al caso presente. En 
este contexto, cobra especial importancia aquella observación que 
hacía el profesor Stone en relación con la característica del Common 
Law para reconciliar el proceso de cambio permanente del derecho 
con el principio de autoridad y la regla del stare decisis.62

59		  Goodhart, Arthur L., op. cit., pp. 161 y 162.
60		  Magaloni Kerpel, Ana Laura, Derecho constitucional…, cit., p. 153.
61		  Ibidem, p. 180.
62		  Stone, Julius, op. cit., p. 597.
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Precisamente, el precedente judicial como institución jurídica, 
lleva implícito la posibilidad de operar como herramienta o meca-
nismo de cambio y actualización. Mykkeltvedt63 explica cómo los 
elementos principales del precedente se usan como mecanismos para 
justificar los cambios y la transformación de los precedentes. En ese 
sentido, los elementos como ratio decidendi y obiter dictum se utilizan 
para justificar los cambios de precedente, dado que es posible adop-
tar un obiter dictum de un caso anterior como la ratio decidendi de un 
caso posterior, expandiendo así el alcance del precedente original.

Partiendo de la idea de que la sujeción a los precedentes no 
es absoluta, es pertinente preguntarse cuánta variación entre dos 
hechos es admisible para la aplicación o no aplicación de un pre-
cedente, sin perder de vista que —al mismo tiempo— si se admite 
cualquier variación, entonces la idea de que los precedentes cons-
triñen es solo ilusoria.64

Recordemos que una de las razones principales detrás de seguir 
precedentes se encuentra en asegurar una consistencia general en 
las normas que regulan determinada actividad, tal que los usuarios 
del sistema puedan tomar decisiones y construir sus proyectos a 
futuro, conociendo de antemano los presupuestos jurídicos y deci-
sorios sobre los que descansa su actuar. Por lo tanto, en un sistema 
racional de precedentes es fundamental la provisión de si y cuando 
es admisible apartarse de los precedentes y las vías para hacerlo, sin 
vulnerar el propio sistema.65  

Al abordar una de las diversas dimensiones a partir de las cua-
les estudiar al precedente. Dentro de la dimensión de variación o 

63		  Refiriéndose de manera particular a la jurisdicción de la Corte Suprema 
de Estados Unidos. Mykkeltvedt, Roald, “Ratio Decidendi or Obiter Dicta?: The 
Supreme Court and Modes of  Precedent Transformation”, Georgia Law Review, 
vol. 15, 1981, p. 311.

64		  Schauer, Frederick, “Precedent”, Stanford Law Review, 1987, p. 591.
65		  Summers, Robert S. y Eng, Svein, “Departures from Precedent”, en Mac 

Cormick, Neil y Summers, Robert (eds.), Interpreting Precedents, Nueva York, Rout-
legde, 2016, p. 520.
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cambio, Ratti66 se refiere a los aspectos que han de considerarse para 
que el cambio tenga lugar: 1) Las circunstancias particulares que ha-
bilitan el abandono o cambio; 2) Los tribunales específicos que pue-
den realizarlo; 3) Los procedimientos o requisitos para que ocurra,  
y 4) Los efectos de dicho cambio en el sistema.

En esa línea, pueden identificarse tres formas principales de 
transformación67 de los precedentes: 

1.	Distinguir el precedente: la jueza puede argumentar que un 
caso anterior no es aplicable al caso actual debido a diferen-
cias fácticas relevantes, lo que permite evitar la aplicación de 
la ratio decidendi del precedente.

2.	Limitar el precedente: la jueza restringe el alcance de la ratio 
decidendi de un precedente, argumentando que solo se aplica 
a un conjunto más estrecho de circunstancias que las origi-
nalmente contempladas.

3.	Ampliar el precedente: la jueza amplía el alcance de la ratio 
decidendi de un precedente, aplicándola a un conjunto mayor 
de circunstancias.

Dentro de las formas de transformación del precedente se iden-
tifica al distinguishing o la técnica de distinguir el caso actual de aquél 
del precedente. Esto sucede al advertir que el caso que se resuelve 
tiene ciertas características que lo hacen sustancialmente diferente 
del precedente y, por lo tanto, no puede aplicarse la misma ratio 
decidendi.68 Es importante advertir, no solo que los hechos que se 

66		  Ratti Mendaña, Florencia Soledad, “Dimensiones del precedente judicial: 
una metodología de estudio de la doctrina del precedente”, Revista Perspectivas de 
las Ciencias Económicas y Jurídicas, 2021, p. 98.

67		  Mykkeltvedt, Roald, op. cit., pp. 311-340.
68		  Para una revisión detallada acerca de cómo ocurre el cambio en los pre-

cedentes constitucionales en el ordenamiento jurídico mexicano, véase Martínez 
Verástegui, “El cambio del precedente en la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación”, en Bernal Pulido, Carlos, Camarena González, Rodrigo y Martínez 
Verástegui, Alejandra (coords.), El precedente en la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, México, SCJN, 2018, pp. 143-180.
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distinguen son aquellos considerados como hechos materiales (en 
términos de Goodhart) o relevantes para la decisión, sino también 
que la distinción debe justificarse de manera robusta.69

Siguiendo a Perrone, Ratti define al distinguishing como “la téc-
nica por la cual un precedente no se aplica en virtud de una disimi-
litud fáctica relevante entre él y el caso análogo posterior que debe 
ser resuelto”.70 Este intercambio se entiende como un proceso de 
diálogo entre tribunales inferiores y el superior que emite el pre-
cedente por el cual se da una permanente construcción y recons-
trucción de la ratio decidendi. El resultado de esta maniobra es el no 
seguimiento del precedente de manera autorizada; esto significa 
que cada ordenamiento jurídico regulará la forma en la cual puede 
realizarse.

Puesto en otros términos, distinguir consiste en ofrecer razones 
de por qué la ratio decidendi de un precedente autoritativo no debe 
seguirse en un caso posterior. Esta técnica es entonces una manio-
bra que puede emplearse, aunque partimos del supuesto de que los 
precedentes autoritativos han de seguirse,71 de ahí que sea necesa-
rio contar con una técnica autorizada para el “no seguimiento”, 
esto es el distinguishing.

Al distinguir, lo que la jueza hace es mostrar las diferencias que 
existen entre los hechos del precedente y caso actual, con el fin de 
mostrar la inaplicabilidad de la ratio.72 La distinción externa se refiere 
a la inaplicación de la ratio del precedente al caso actual, debido a que 
los hechos materiales son diversos; en este ejercicio, la ratio decidendi 
queda inalterada. La distinción interna busca mostrar la inadecuación 
de la ratio del precedente al caso actual, por lo que, al ofrecer una 

69		  Ibidem, p. 157.
70		  Ratti Mendaña, Florencia S., “Dimensiones del precedente judicial…”, 

op. cit., p. 83.
71		  Guest, A. G. (ed.), Oxford Essays in Jurisprudence, Oxford, Clarendon Press, 

1961, p. 98.
72		  Ramos Sobarzo, Arturo, “Bases para una teoría del precedente judicial”, 

en Carbonell, Miguel (coord.), El precedente judicial, Centro Carbonell, México, 
2022, pp. 70-72.
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nueva lectura de los hechos relevantes está reinterpretando la ratio 
decidendi del precedente.73

Por otra parte, está la técnica del overruling que puede traducirse 
como la técnica de desautorizar, abrograr, revocar o anular un pre-
cedente autoritativo, esto es, se trata de una técnica empleada en 
disputas reguladas por los precedentes. Puede emplearse en dos es-
cenarios: cuando se desautoriza la ratio del precedente emitido por 
un tribunal de menor jerarquía, o bien, cuando el tribunal desauto-
riza un precedente propio o de algún par de la misma jerarquía.74

A diferencia del distinguishing, el overrulling se considera una téc-
nica más restringida; que se usa con moderación en las jurisdiccio- 
nes del Common Law. Es entonces válido preguntarse ¿qué condi-
ciones han de concurrir para que un tribunal esté en posibilidad de 
emplear la técnica del overrulling? Algunas condiciones apuntan a la 
optimización de la ratio decidendi del precedente, la inadecuación del 
precedente a las nuevas circunstancias generales, o la modificación 
de las disposiciones normativas que dieron lugar al precedente.

En ese sentido, la técnica de anular o abrogar el precedente im-
plica desautorizar una ratio decidendi contenida en el precedente y que 
aplicaría al caso que se decide, pero también supone la emisión de 
una nueva ratio decidendi que resuelva de mejor manera la cuestión 
que se decide. De esta manera, la nueva ratio constituiría un nuevo 
precedente autoritativo que tornaría —de manera explícita o im-
plícita— obsoleto el precedente anterior sobre la misma cuestión.75

Dado que esta técnica implica romper con el sentido de una 
línea de decisiones precedentes, se trata de un ejercicio mucho más 
restringido entre los tribunales. Hay poco espacio para considerar 
que una línea de precedentes no responde a las necesidades y de-
mandas sociales, de  modo que se considere superada de manera 

73		  Duxbury, Neil, The Nature and Authority of  Precedent, Cambridge University 
Press, 2008, p. 113.

74		  Raz, Joseph, The authority of  law: Essays on law and morality, Oxford, 1979, 
p. 190.

75		  Bustamante, Thomas da Rosa de, Teoría del precedente judicial. La justificación 
y la aplicación de reglas jurisprudenciales, Lima, Ediciones Legales, 2016, pp. 397-400.
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abrupta, es más probable en cambio, que estas transformaciones 
ocurran  gradualmente y que los viejos precedentes vayan perdien-
do autoridad.76

IV. Los vínculos entre razonamiento práctico  
y precedente

Con el recorrido realizado hasta este momento, estamos en con-
diciones de reflexionar sobre las relaciones entre el razonamiento 
práctico que tiene lugar en sede judicial y el precedente. Nos intere-
sa centrarnos en la tarea de los órganos jurisdiccionales encargados 
de resolver controversias y mostrar el papel que la interpretación 
y la argumentación juegan en la producción de precedentes como 
parte del razonamiento.

La resolución de controversias en casos particulares es una ta-
rea reservada a los órganos jurisidiccionales de los sistemas jurí-
dicos contemporáneos. Para llevar a cabo dicho ejercicio, los tri-
bunales deben echar mano del arsenal jurídico, interpretativo y 
argumentativo del que disponen, a fin de proporcionar la respuesta 
más satisfactoria a la cuestión que se les presenta.

En éste, que comúnmente identificamos como un ejercicio de 
aplicación del derecho, se presentan una serie de dificultades que 
solo pueden sortearse a través de la interpretación que llevan a 
cabo las juezas.

Es claro que la forma de regular y ordenar las actividades que 
llevamos a cabo en la sociedad requiere de disposiciones jurídicas 
dirigidas a clases de personas, y que regulan de manera general 
tipos de comportamientos.77 Esta simple afirmación que parece 
incontrovertida parte de una serie de presunciones acerca del de-
recho que suelen darse por sentadas y, que sin embargo, presentan 
una serie de desafíos permanentes en la práctica del derecho.

76		  Magaloni Kerpel, Ana Laura, Derecho constitucional en movimiento…, cit., p. 294.
77		  Pulido Ortiz, Fabio, El derecho y sus normas. Estudios de teoría jurídica, Bogotá, 

Universidad de la Sabana, 2022, pp. 123-127. 
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1. Interpretación y argumentación

La aplicación del derecho presenta dificultades para las perso-
nas aplicadoras en sede judicial, mismas que están directamente 
conectadas con la consecuente necesidad de crear precedentes por 
lo que no es casual que, por una parte, esta tarea se asocie a una 
labor creativa o constructiva del derecho, relacionada con la asig-
nación de significados y, por otra, con su justificación, tareas de las 
que me ocuparé en esta sección. 

H. L. A. Hart advirtió tales presunciones y desafíos respecto de 
la legislación y el precedente, identificados como dos formas prin-
cipales de regulación de la conducta que implican la transmisión 
de pautas de conducta generales a través del lenguaje. Uno de esos 
desafíos es precisamente el límite inherente al lenguaje general y el 
grado de orientación que una regla puede darnos.78

Las discusiones jurídicas en relación con la orientación que las 
reglas jurídicas pueden ofrecer parecen haber asignado un grado 
de certeza casi absoluta a la legislación, al tiempo que se relacio-
naba la falta de certeza en los precedentes judiciales. No obstante, 
de acuerdo con Hart, tal distinción está equivocada en virtud de 
que prácticamente cualquier disposición que se construya a través 
del lenguaje natural presentará un límite inherente a la naturaleza del 
lenguaje.79

Esto significa que el derecho puede ofrecer una orientación y 
aplicarse a un gran número de situaciones de manera normal, pero 
siempre habrá casos en los que el derecho resulte indeterminado y 
mostrará una “textura abierta”. Esta posibilidad es latente, dado 
que las disposiciones jurídicas generales parten de casos paradig-
máticos (considerados como el núcleo de significado de la regla) 
que se toman como el modelo de regulación, sin embargo, siempre 
habrá una gran variedad de circunstancias y combinaciones que 
puedan presentarse en otros casos, que no fueron previstas en el 

78		  Hart, H. L. A., El concepto de derecho…, cit., pp. 155-157.
79		  Ibidem, p. 157.
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momento de su emisión (zona de penumbra) y que ocasionen falta 
de certeza.80

Es a partir de la irreductible textura abierta del lenguaje jurí-
dico que cobra sentido la necesidad que tienen los tribunales de 
llevar a cabo la interpretación del derecho. Podemos entender la 
interpretación81 como la atribución de significado de un texto nor-
mativo; en su acepción como “producto”, se trata de proposiciones 
que son correctas al establecer el significado correcto de su objeto, 
lo cual afecta o cambia el significado del objeto de interpretación. 
En ese sentido, la interpretación contrasta con la reproducción, en 
tanto que modifica la comprensión de las reglas.82

Al asignar un significado a alguna disposición normativa, 
estamos esclareciendo los fines que asignamos a determinadas 
actividades y hacemos una elección, es decir se elige el sentido 
y significado que se atribuyen a las disposiciones normativas. Al 
respecto, es posible que diferentes intérpretes arriben a interpre-
taciones diversas y competitivas acerca de la misma disposición 
normativa y cada una de ellas será admisible en la medida en la 
que puedan justificarse desde el ordenamiento jurídico en el cual 
se integran.

Como parte del razonamiento práctico en el derecho, esto es, 
el ámbito de aportar razones para la acción hay una necesidad per-
manente, así como una exigencia concreta a las juezas, no solo de 
interpretar el derecho cuando sea necesario hacerlo, sino de justifi-
car la interpretación elegida en cada caso.

80		  Bix, Brian, “H. L. A. Hart and the «Open Texture» of  Language”, Law 
and Philosophy, vol. 10, 1991, p. 54; Hart, H. L. A., El concepto de derecho…, cit., pp. 
159-161.

81		  Téngase en cuenta que la palabra “interpretación” es ambigua al tener más 
de una acepción, ya que puede referirse: al proceso-producto, en sentido abstracto-
concreto, al proceso de cognición o al de creación normativa, o bien a la inter-
pretación en sentido estricto vs. construcción jurídica. Guastini, Riccardo, “Interpre-
tación y construcción jurídica”, Isonomía, núm. 43, octubre de 2015, pp. 11-48. 

82		  MacCormick, Neil, Legal Reasoning…, cit, p. 196; Dickson, Julie, “Inter-
pretation and Coherence in Legal Reasoning”, Stanford Encyclopedia of  Philosophy, 
2010, disponible en: http://plato.stanford.edu/entries/legal-reas-interpret/.
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Así, las teorías de la argumentación buscan ofrecer la justifica-
ción racional del producto del razonamiento práctico que se pre-
senta en la función jurisdiccional. Cuando se hallan ante la zona de 
penumbra, las juezas habrán de ofrecer una interpretación que les 
permita aplicar el derecho al caso concreto; la interpretación que 
se ofrezca —es factible que establezca una ratio decidendi necesaria 
para la solución del caso— debe ir acompañada de una justifica-
ción sustentada en argumentos adecuados.83

2. De razonamiento práctico y precedentes

Al recuperar la idea con la que inició este capítulo, es preciso 
recordar que la creación de precedentes es una manifestación de ra
zonamiento práctico en el ámbito judicial. El ejercicio de aportar 
razones para una decisión concreta, es parte de las tareas fundamen-
tales de los tribunales que está en permanente tensión entre la posibi-
lidad de asignar mayor peso a la coherencia y estabilidad de los con-
tenidos normativos, o bien, buscar la progresividad y transformación 
de los mismos a través de sus decisiones con carácter de precedentes.

Los precedentes son la expresión constante de esta tensión. En 
el contexto específico de la integración de precedentes, el ejercicio 
interpretativo de los tribunales está acotado por las normas jurídi-
cas que están directamente relacionadas con los hechos planteados 
en el caso, esto es, el rango de decisión se acota a hechos y normas 
jurídicas específicas. El órgano decisor cuenta con normas jurídicas 
que tienen el carácter de razones excluyentes84 para actuar (esto es, 
para decidir), que son respuestas anticipadas pensadas para resol-
ver ciertos problemas, es decir los casos paradigmáticos contempla-
dos en las normas jurídicas existentes. 

83		 MacCormick, Neil, “Interpretation and Justification…”, op, cit., p. 511.
84		  Es una razón que tiene la fuerza para reemplazar a otras razones relevan-

tes (razones dependientes o de primer orden) y que, al mismo tiempo, reflejan 
el balance correcto de razones de primer orden. Raz, Joseph, Practical Reasoning, 
Oxford, 1978, p. 131.
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Como se ha visto, hay diversos factores que ocasionan la falta 
de respuestas claras en el derecho. Cuando esto sucede y ante la fal-
ta de razones excluyentes en el marco de una disputa judicial —en 
los casos parcialmente determinados o indeterminados— los tribu-
nales deben abrir un nuevo balance de razones a fin de generar la 
respuesta que se requiere.

El balance de razones del que se habla empleará razones de 
primer orden contextuales, es decir, normas jurídicas aplicables en 
el marco de una disputa judicial concreta que está parcialmente 
regulada por esas mismas reglas. Por lo tanto, dichas normas ju-
rídicas no pueden ser tratadas como razones de segundo orden o 
razones excluyentes dado que no ofrecen una respuesta específica 
que excluya la deliberación. 

Las razones de primer orden que se emplean en el nuevo balan-
ce son contextuales, dado que se desprenden de normas jurídicas 
que regulan parcialmente la disputa en cuestión, aunque no pro-
porcionen una solución. La deliberación del tribunal, considerando 
las normas jurídicas aplicables (razones de primer orden contex-
tuales) y los hechos del caso, con recurso a la interpretación, son los 
elementos que el tribunal empleará para generar una respuesta al 
caso concreto que no existía previamente.

Del nuevo balance de razones de primer orden contextuales 
surge un nuevo precedente, cuya ratio decidendi —como producto 
del ejercicio interpretativo realizado— proporcionará una solución 
al caso que será, en adelante, una razón excluyente para otros tri-
bunales. 

En el proceso de creación de precedentes se encuentra implí-
cito el ejercicio de apertura de un nuevo balance de razones que 
encontrará una respuesta adecuada oscilando entre la coherencia 
y la progresividad. Esta tarea recupera la tensión propia de los pre-
cedentes que requieren ofrecer estabilidad y consistencia, al tiempo 
que permiten el cambio y adaptabilidad de las normas jurídicas. La 
búsqueda constante de ese equilibrio es parte de su sentido.
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Capítulo segundo

UN RETRATO DE LA JURISPRUDENCIA MEXICANA

I. La configuración histórica de la jurisprudencia

En los capítulos previos se ha esbozado desde una particular pers-
pectiva de teoría jurídica, un retrato del razonamiento jurídico, 
como un ejercicio de razonamiento práctico que tiene lugar en el 
campo del derecho. En ese sentido, es particularmente interesante 
observar que en la evolución de la jurisprudencia como institución 
jurídica se ha transformado y ha adoptado nuevos rasgos.

La jurisprudencia en la tradición jurídica del Civil Law ha transi-
tado caminos distintos de aquellos que ha seguido el precedente en el 
Common Law; sus rasgos, sin embargo, dan cuenta de una constante 
que merece la pena destacar, que es su permanente vocación para 
responder o clarificar las dudas u oscuridades que los contenidos 
jurídico-normativos pudieran presentar y en eso, parece tener coin-
cidencias importantes con aquella institución.

Este capítulo busca darnos unas pinceladas de la evolución his-
tórica de la jurisprudencia en el Civil Law, siguiendo su desarrollo 
en el derecho romano para situarnos luego, en el tránsito que ha te-
nido en el ordenamiento jurídico mexicano a través de las distintas 
etapas desde sus antecedentes hasta su consolidación más contem-
poránea en su paso hacia la incorporación del precedente.

El vocablo jurisprudencia se compone de las voces latinas ius, 
iuris definida por los romanos como el arte de lo bueno y equitativo, 
derecho o de derecho y, prudentia,85 que significa sabiduría o cono-

85		  Rolando Tamayo explica cómo prudencia implica sabiduría pero también 
buen juicio y se atribuye a aquel individuo que conoce y sabe qué hacer; “la 

Libro completo en https://tinyurl.com/bdfjb2d6
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.9786075879956e.2026
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cimiento, saber algo de antemano o con conocimiento de causa;86 
esto es, la sabiduría o conocimiento del derecho, lo cual implica la 
posesión plena y  el dominio de sus conceptos y técnicas, para ser 
utilizadas con prudencia en la resolución de problemas.

1. Las épocas de la jurisprudencia en el derecho romano

La historia de la voz “jurisprudencia” en los sistemas legales 
de derecho civil se remonta a los inicios en la antigua Roma. A 
lo largo del tiempo, esta palabra ha experimentado una evolución 
significativa, pasando por diversas etapas87 y adquiriendo distintos 
significados. En este breve recorrido, exploraremos su trayectoria 
hasta llegar a su significado actual en el contexto del sistema legal 
de México.

En la Antigüedad,88 el derecho romano se fundamentó en las 
primeras estructuras de organización social, las cuales tenían una 
fuerte influencia religiosa. En ese contexto, la resolución de casos 
dependía de las revelaciones de sacerdotes o expertos.89 Según Flo-
ris Margadant, el derecho primitivo estaba estrechamente vincula-

prudencia construye la acción humana racional, la acción justificada... siguiendo 
los cálculos de la razón señala la mejor acción que un hombre puede seguir en 
la circunstancia”. Salmorán Rolando, Tamayo, “Jurisprudencia y formulación 
judicial del derecho (principium)”, Isonomía. Revista de Teoría y Filosofía del Derecho, 
México, núm. 21, octubre de 2004, pp. 198-200, disponible en: https://www.
scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-02182004000200007.

86		  Ibidem, p. 200. 
87		  Aunque el derecho romano abarca una amplia gama de periodos históricos, 

de acuerdo con los tratadistas, se pueden identificar cuatro etapas principales en el 
desarrollo de la jurisprudencia romana: la época antigua o arcaica, la época pre-
clásica o helenística, la época clásica y la época posclásica, D´Ors, Álvaro Derecho 
privado romano, 8a. ed., Pamplona, Ediciones Universidad de Navarra, 1991.

88		  Comprende la época arcaica del derecho romano, en la que está íntima-
mente ligado a la religión, periodo en el que su acceso era restringido hasta la 
divulgación de las fórmulas pontificales en 304 a.C.

89		  Francisci De, Pietro, “Síntesis histórica del derecho romano”, Revista de 
Derecho Privado, Madrid, 1954, pp. 202 y 203.
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do a lo religioso y lo divino, lo que llevó a que los primeros juristas 
fueran los sacerdotes del Estado, también conocidos como sacerdo-
tes públicos.90 Estos sacerdotes tenían la responsabilidad exclusiva 
de los asuntos jurídicos y de la formalidad tanto en los actos jurídi-
cos como en los religiosos.91

Los pontífices, entre los sacerdotes, fueron los primeros iurispru-
dentes92 dedicados a interpretar el derecho. La jurisprudencia roma-
na era el conjunto de opiniones, decisiones concretas, consejos e 
ideas expresadas por expertos en derecho que, con su conocimiento 
específico y su intuición de la justicia, resolvían los casos problemá-
ticos93 planteados.

Durante mucho tiempo, el colegio de los pontífices mantuvo 
el monopolio del derecho, ya que controlaba el calendario roma-
no y era el único conocedor de los días adecuados para actuar, 
así como de los rituales y fórmulas necesarias para cada negocio.94 
Aquellos que deseaban realizar un rito o negocio estaban obligados 
a consultar a los pontífices.95 Los miembros del colegio, personas 
de alto estatus social y posición económica, ejercían su cargo sin 
remuneración, ya que la jurisprudencia era vista como un ejerci-
cio intelectual que otorgaba reconocimiento y prestigio. La lectura, 
escritura, dominio y uso de fórmulas legales, así como toda la pro-
ducción jurídica de la época, se mantenían en secreto profesional96  

90		  Véase Floris Margadant, Guillermo, Derecho privado romano como introducción 
a la cultura jurídica contemporánea, México, 2a. ed., Esfinge, 1965, p. 54.

91		 D'Ors, Álvaro, Derecho privado romano, cit., p. 45; Kunkel, Wolfgang, Historia 
del derecho romano, trad. de  Juan Miquel, 9a. ed., Barcelona, 1999, p. 106.

92		  Tamayo y Salmorán, op. cit., p. 201, señala que el sustantivo iurisprudentia 
designa el oficio particular de conocer el derecho que implicó una dedicación vo-
cacional y continuada hacia el mismo, a cuyos practicantes se les conoció como 
iurisprudentes.

93		  Floris Margadant, Guillermo, op. cit., p. 54.
94		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, “La senda de la jurisprudencia romana”, 

México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie doctrina jurídica, núm. 
32, 2000, p. 41.

95		  Francisci De, op. cit., p. 204.
96		  Floris Margadant, Guillermo, op. cit., p. 54. Atribuye el fenómeno de la 

monopolización no solamente al hecho de que los sacerdotes disponían de estas 
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a través de los libri pontificales, accesibles solo para los miembros del 
Colegio.97

En aquella época, el derecho se encontraba principalmente en 
la ley de las XII Tablas, la primera gran ley escrita del derecho 
romano que recopilaba principios tradicionales y anteriores.98 Esta 
ley, elaborada a partir de hipótesis generales, requería interpreta-
ción para adaptarse a las necesidades de la vida jurídica, una tarea 
asignada al Colegio de Pontífices.99 

El fin de la época antigua y el inicio de la época preclásica 
(helenística) se caracterizó por un importante cambio en el derecho 
romano: la secularización de la función jurisprudencial, que pasó 
de ser religiosa y exclusiva a ser pública y laica. Los estudiosos coin-
ciden en que tres eventos contribuyeron a esta secularización100 ha-
cia el final de la época antigua, de los cuales, el más destacado fue 

fórmulas, sino también a que eran prácticamente, los únicos que sabían leer y 
escribir; La Jurisprudencia…, op. cit., p. 98.

97		  Kreller, Hans, Historia del derecho romano, trad. de Fernando Hinestrosa, 
Bogotá, Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia, 1966, p. 93.

98		  De acuerdo con Floris Margadant, op. cit., p. 74, se trató de la primera 
tentativa de ordenar el derecho. La primera gran ley escrita del derecho romano 
que rigió de manera general para todos los ciudadanos romanos: patricios y ple-
beyos, elaborada por diez magistrados (decenviros) quienes luego de estudiar el 
derecho griego, redactaron las normas básicas de derecho privado y público en 
X tablas, que posteriormente fueron añadidas y complementadas con otras dos 
tablas, codificación que en su totalidad fue conocida como Ley de las XII Tablas. 
El contenido de esta ley fue el siguiente: Tablas I y II, sobre la organización y el 
procedimiento judicial; Tabla III, acerca de los deudores insolventes; Tabla IV, 
sobre la patria potestad; Tabla V, tutela y curatela; Tabla VI, sobre la propiedad; 
Tabla VII, acerca de las servidumbres; Tabla VIII, derecho penal; Tabla IX, 
derecho público y relaciones con enemigos; Tabla X, derecho sagrado; Tabla XI 
y XII, complemento de las anteriores. Cfr. Morineau Iduarte, Martha  e Iglesias 
González, Román, Derecho romano, México, Harla, 1987, pp. 13 y 14.

99		  La interpretación que realizaban los pontífices versaba sobre el contenido 
y alcance de la ley de las XII Tablas. Morineau Iduarte, Martha op. cit., p. 16. 
Esta interpretación era la “función primordial de la jurisprudencia pontificia, 
a través de la cual los jurisprudentes leían el derecho y señalaban sus alcances”.
Tamayo y Salmorán, Rolando, op. cit., p. 204.

100		  Francisci De, op. cit., p. 204; Floris Margadant, Guillermo op. cit., nota 13, 
pp. 55 y 56; Morineau Iduarte, Martha, op. cit., p. 19.
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la publicación de las fórmulas jurídicas de los pontífices por Cneo 
Flavio en 304 a.C. Este hecho marcó un hito en la historia jurídica 
romana, al hacer accesibles tales fórmulas para los prudentes,101 lo 
cual permitió el surgimiento de jurisconsultos102 en Roma, quienes 
podían ofrecer opiniones, esquemas y asesoramiento sobre proce-
sos legales, aunque carecían de oficialidad. 

Un segundo evento crucial fue la inclusión del primer pontífice 
plebeyo en el colegio pontifical: Tiberio Coruncanio, quien comen-
zó a ofrecer consultas públicas sobre asuntos legales en el año 254 
a.C. Por último, el tercer evento que contribuyó a la secularización 
de la función jurisprudencial fue la publicación del primer trata-
do sistemático de derecho, conocido como Tripertita, en el año 204 
a.C., por parte de Sexto Elio Peto.

Es importante destacar que las consultas legales dirigidas a los 
prudentes romanos provenían tanto de individuos privados como 
de jueces, magistrados y organismos administrativos del derecho.103 
Dado que la jurisprudencia se convirtió en una actividad laica y pú-
blica, con el tiempo se produjo un exceso de responsas (opiniones 
legales), lo que generó una creciente desconfianza en la producción 
jurídica.

El exceso en la emisión de responsas marcó el final de la época 
preclásica y dio paso a la época clásica, que comenzó en el año 
27 a.C. con el ascenso de Augusto al poder.104 Durante la época 
clásica, la jurisprudencia105 alcanzó su apogeo al obtener reconoci-

101		  Eran juristas que no pertenecían al Colegio de los Pontífices y a quienes se 
les pedía consejo.

102		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, op. cit., p. 42.
103		  Kunkel, op. cit., p. 107.
104		  Es la referencia generalmente aceptada por los doctrinarios del derecho 

romano el inicio de la denominada “Época Clásica” con la llegada del gobierno 
de Augusto, sin embargo, no dejamos de mencionar que el profesor Álvaro D’ors 
señala en su obra Derecho Privado Romano que el periodo del derecho romano clá-
sico comprendió del año 130 a.C. al 230 d.C.

105		  Los jurisprudentes romanos tenían un enfoque particular para interpretar 
la realidad según la prudentia, distinguiendo entre lo justo y lo injusto sin adherir-
se estrictamente al contenido de la ley. Por lo tanto, en Roma, la jurisprudencia 
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miento oficial como la principal fuente en la creación del derecho 
romano, ya que tanto la práctica del pretor106 como las legislacio-
nes se basaban en las responsas emitidas por los juristas.

De acuerdo con Jorge Mario Magallón, el periodo clásico de la 
jurisprudencia romana recibe su nombre debido al máximo esplen-
dor alcanzado por los juristas de esa época, cuyas formulaciones y 
principios han sido reconocidos, respetados, honrados y observa-
dos a lo largo del tiempo y en diferentes lugares del mundo.107 

Durante ese periodo, buscando resolver el problema causado 
por la emisión descontrolada de responsas, el emperador Augusto 
otorgó autoridad a ciertos destacados juristas como Sabino, Javole-
no, Juliano, Cervidio Escévola y Modestino, para que solo ellos pu-
dieran emitir dictámenes en nombre del emperador, una facultad 
conocida como ius publice respondendi.108 Con esta medida, las partes 
solo podían presentar ante los tribunales dictámenes emitidos por 
los juristas autorizados, los cuales eran vinculantes para los jueces, 
limitando así los responsa y obligando a los jueces a preferir los dic-
támenes emitidos por los juristas designados por el emperador.109

En el periodo clásico de la jurisprudencia romana, los jueces 
rara vez se desviaban de los dictámenes emitidos por los juristas 
investidos con el ius publice respondendi, lo que evidencia la enorme 
influencia que ejercieron en el derecho de esa época. Este periodo 
se caracterizó por ser el más rico y esplendoroso de la jurispruden-
cia romana,110 tanto por las brillantes decisiones emitidas como por 
la mejora en la aplicación y la creación de nuevas instituciones.111

siempre implicaba la búsqueda de la justicia. La Jurisprudencia… cit., p. 97; Maga-
llón Ibarra, Jorge Mario, op. cit., p. 100.

106		 Magistrado romano que administraba justicia en Roma o en las pro-
vincias.

107		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, op. cit., p. 124.
108		  Kreller, Hans, op. cit., p. 95; Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproxi-

mación analítica, Madrid, Marcial Pons, 2022, p. 42. 
109		  Kunkel, op. cit., pp. 114 y 115.
110		  Ibidem, p. 116.
111		  Huber Olea, Francisco José, Diccionario de derecho romano, México, Porrúa, 

2000, p. 294.
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Posteriormente, el emperador Adriano determinó que la juris-
prudencia emitida por los juristas investidos con el ius publice respon-
dendi tuviera fuerza de ley, convirtiéndose así en una de las fuentes 
formales del derecho civil romano. Con el tiempo, la práctica de 
los rescriptos imperiales —respuestas a problemas jurídicos dudosos 
emitidas por el emperador mismo— ganó fuerza. Esta evolución 
deterioró la actividad dictaminadora de los juristas, ya que pasaron 
a asesorar a los consejeros imperiales,112 reduciendo su papel en la 
elaboración del derecho a una mera colaboración burocrática.113

Durante el periodo posclásico del derecho romano, se observó 
un declive en la importancia de la jurisprudencia.114 La instaura-
ción de la monarquía absoluta introdujo un derecho de origen le-
gislativo, lo que provocó un menor interés en los responsa emitidos 
por los iuris prudens, ya que dejaron de considerarse esenciales para 
la resolución de problemas legales.115

En el año 528 d.C., debido a la vasta extensión y las contradic-
ciones presentes en la jurisprudencia clásica, el emperador Justiniano 
inició una depuración general de la producción jurídica clásica. Esta 
tarea fue llevada a cabo por una comisión de 16 miembros, encar-
gada de compilar extractos de las mejores obras de 39 jurisconsultos 
que contaban con el ius publice respondendi. Este proyecto, conocido 
como el Digesto o Pandectas,116 se completó en el año 533 d.C.117

112		  Kunkel, op. cit., p. 139. El autor distingue a la práctica de los rescriptos 
imperiales y su expansión como una de las principales causas de la decadencia 
de la jurisprudencia clásica en las épocas posteriores.

113		  D’Ors, Álvaro, op. cit., p. 8.
114		  Se considera que comienza en el siglo III, del 230 d.C. al 530 d.C. Cfr. 

D’Ors, Álvaro, op. cit., p. 40.
115		  La jurisprudencia en México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Méxi-

co, 2a. ed., 2005, p. 104.
116		  El Digesto, compuesto por cincuenta libros, fue el documento que re-

copiló la definición romana de jurisprudencia según Ulpiano: “iurisprudentia est 
divinarum atque rerum notitia, iusti atque iniusti scientia”, que se traduce como “La 
jurisprudencia es el conocimiento de las cosas divinas y humanas, la ciencia de lo 
justo y lo injusto”. Rosales, op. cit., pp. 46 y 47.

117		  Bravo González, Agustín y Bialostosky, Sara, Compendio de Derecho Romano, 
8a. ed., México, Pax, 1976, p. 23.
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Al organizar el derecho de esta manera, establecer categorías 
jurídicas y definiciones de conceptos legales, la jurisprudencia ex-
perimentó una transformación para convertirse en “ciencia del de-
recho”. Los juristas dejaron de resolver problemas legales concretos 
(al perder el ius publice respondendi) para centrarse en la enseñanza.

2. La Edad Media de la jurisprudencia

La etapa medieval de la jurisprudencia es crucial para com-
prender la configuración originaria de la ciencia del derecho, ya 
que dio lugar a lo que algunos denominan la metodología jurídica 
medieval que —mediante el empleo de la gramática, la dialéctica 
y la lógica al servicio del derecho— produjo auténticas teorías ju-
rídicas.118

Las teorías referidas, tomaron la forma de glosas o comenta-
rios al derecho romano, esto es, ubicaban el texto romano para 
luego desarrollar los problemas que podían encontrar una solución 
en dicho texto, mismas que solían aparecer entre líneas o en los 
márgenes del original. La jurisprudencia consistía en diversos ca-
sos prácticos superpuestos a la casuística romana que no estaban 
ordenados.119 

De modo que, aunque en apariencia, el desarrollo de la juris-
prudencia se vio interrumpido durante la Edad Media, con la caída 
del Imperio Romano de Occidente, en realidad resurgió con los glo-
sadores, quienes se dedicaban a explicar literalmente o a comentar 
el Digesto, buscando paralelismos, citas dispersas, contradicciones y 
posibles reconciliaciones. Sin embargo, su labor fue superada por 
los comentaristas,120 que emitían teorías fundamentales, juicios o 
comentarios accesorios insertados en el Corpus Iuris Civilis,121 consi-

118		  Carpintero, Francisco, “En torno al método de los juristas medievales”, 
Anuario de historia del derecho español, Madrid, 1982, pp. 619-623.

119		  Ibidem, p. 623.
120		  Cruz Barney, Oscar, Historia del derecho en México, México, Oxford, 1999, p. 74.
121		  Compilación realizada por el emperador Basilio hacia fines del siglo IX, 

recibió el título de Corpus Iuris en 1538 y se integró de cuatro partes: el Digesto o 
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derando el sentido de las palabras para investigar el espíritu de las 
normas.122

De acuerdo con Rolando Tamayo, los juristas escolásticos crea-
ron la ciencia jurídica en el sentido contemporáneo, al ocuparse de 
explicar fenómenos de manera sistemática, mediante enunciados 
que se conformaran con principios generales, mismos que obte-
nían de una combinación de observaciones, hipótesis, verificación 
e incluso experimentación. Así, los juristas medievales de finales del 
siglo XI y de los siglos XII y XIII construyeron el sistema jurídico 
a través de la jurisprudencia.123

3. La jurisprudencia de la modernidad

Se considera que la noción más cercana a la nuestra sobre la ju-
risprudencia comenzó a desarrollarse en la Época Moderna (siglos 
XVI-XIX), con la Revolución Francesa, aunque se negaba al juez 
la creación judicial del derecho.124 Esta concepción fue influencia-
da por la codificación, el principio de división de poderes y el cons-
titucionalismo. El concepto de código, entendido como el conjunto 
de reglas escritas en una materia específica, surgió con el objetivo de 
ordenar las leyes y dotar al mundo jurídico de un carácter racional. 
Esto buscaba proporcionar certeza jurídica a los ciudadanos frente 
al abuso y la arbitrariedad de las autoridades en la aplicación del 
derecho.

Pandectas, las Instituciones, el Nuevo Código y las Novelas. Véase Bravo Gonzá-
lez, Agustín, op. cit., pp. 23-25. 

122		  Floris Margadant, Guillermo, op. cit., pp. 82 y 83.
123		  Tamayo y Salmorán, Rolando, Los publicistas medievales y la formación de la 

tradición política de Occidente. Estudio histórico sobre la recepción de la ciencia jurídica y su 
impacto en las ideas políticas, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2016, pp. 161-162.

124		  Martínez Verástegui, Alejandra (coord.), El precedente judicial en la tradición 
continental, Teoría y práctica del precedente judicial en Iberoamérica, México, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, Centro de Estudios Constitucionales, 2022, pp. 28-29.
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La breve nota histórica sobre la jurisprudencia da cuenta de 
que ésta, como ejercicio para identificar el significado de las leyes 
ha sido parte de nuestra tradición jurídica desde el derecho roma-
no. Su transformación para adquirir los rasgos más específicos que 
le asignamos hoy, tuvo lugar más recientemente cuando Kelsen se 
refirió a que 

…la norma superior, la ley o una norma de derecho consuetudinario, 
determinan, en mayor o menor medida, la creación y el contenido 
de la norma inferior constituida por la decisión judicial. Esta última 
norma pertenece junto con la otra, al mismo orden jurídico, pero solo 
en cuanto la primera corresponde a la segunda… La solución del pro-
blema de si una norma inferior corresponde a otra superior, supone la 
aplicación de esta última. 125

La idea general según la cual los jueces producen normas in-
dividuales a través de sus decisiones, en el marco de aplicación de 
enunciados normativos del ordenamiento a casos concretos.126 
Dentro de la noción moderna de jurisprudencia, se identifican cier-
tas características, como la tendencia de los órganos jurisdiccio-
nales de un sistema jurídico a uniformar la aplicación de normas 
jurídicas, la justificación de las decisiones, la existencia de reglas 
para el recurso a decisiones previas y una organización judicial. 

Así, la noción de jurisprudencia ha evolucionado desde sus orí-
genes en Roma debido a una serie de acontecimientos históricos. 
Pasó de ser considerada sabiduría a transformarse en ciencia del 
derecho, luego de ciencia del derecho a las sentencias judiciales y, 
finalmente, de las sentencias a la interpretación de la ley en su apli-
cación a casos específicos por parte de los órganos jurisdiccionales.

125		  Kelsen, Hans, Teoría general del derecho y del Estado, trad. de Eduardo García 
Máynez, México, Textos Universitarios, UNAM, 1988, p. 183.

126		  Véase La jurisprudencia…, cit., p. 117.
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II. La trayectoria de la jurisprudencia en México

En el ordenamiento jurídico mexicano hay una larga tradición de 
creación jurisprudencial con sus rasgos más característicos, cuya 
gestación comenzó, por lo menos, en el siglo XIX. 

La doctrina jurídica mexicana desarrolló un relativo consenso 
en cuanto a lo que debía entenderse por jurisprudencia y la defi-
nición aportada por Ignacio Burgoa es representativa del mismo:

…la jurisprudencia se traduce en las interpretaciones y conside-
raciones jurídicas integrativas uniformes que hace una autoridad 
judicial designada para tal efecto por la ley, respecto de uno o va-
rios puntos de derecho especiales y determinados que surgen en 
un cierto número de casos concretos semejantes que se presenten, 
en la inteligencia de que dichas consideraciones e interpretaciones 
son obligatorias para los inferiores jerárquicos de las mencionadas 
autoridades y que expresamente señale la ley.127 

Dicho consenso, asume que es alguna autoridad judicial facul-
tada por la ley, la que puede interpretar el derecho, de manera in-
tegrativa y respecto de puntos específicos que se presenten en casos 
semejantes que son obligatorios para los órganos inferiores en la 
jerarquía judicial. Ésta ha sido la concepción general que ha im-
pregnado el imaginario jurídico constitucional y que se fue gestan-
do hasta adquirir  cierta solidez en la segunda mitad del siglo XX.

1. La confección de la jurisprudencia durante el siglo XIX

El 31 de enero de 1824, el Acta Constitutiva de la Nación 
Mexicana marcó el fin definitivo del antiguo régimen y dio inicio a 
una nueva era política. Este documento constitucional estableció la 
religión católica como la única del Estado, consagró la división de 

127		  Burgoa Orihuela, Ignacio, El juicio de amparo, 40a. ed., México, Porrúa, 
2004, p. 823.
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poderes y depositó el poder ejecutivo en manos de un presidente 
y vicepresidente, mientras que el poder judicial recayó en la Corte 
Suprema de Justicia y los tribunales locales.128

Cabe destacar que el Acta Constitutiva incorporó dos princi-
pios fundamentales en materia de justicia: el primero, que garanti-
zaba a todos los habitantes de la federación mexicana el derecho a 
una pronta e imparcial administración de justicia; y el segundo, que 
establecía que los ciudadanos solo podían ser juzgados por leyes y 
tribunales preexistentes al acto juzgado, prohibiendo así los juicios 
especiales y las leyes retroactivas.129

La historia de la jurisprudencia en México se remonta a los 
orígenes mismos del Estado Mexicano independiente. La Cons-
titución de 1824, primera normativa fundamental del México 
independiente,130 sentó las bases para la estructuración del Poder 
Judicial de la Federación, estableciendo en su Título V la inte-
gración y atribuciones de este poder.131 Si bien la Constitución 
de 1824 representó un avance significativo en la consolidación de 
un sistema judicial a nivel constitucional, en la práctica la publi-
cación y difusión de las resoluciones judiciales enfrentaba serias 
limitaciones, ya que no existía aún un medio oficial de difusión, 
recurriendo los órganos jurisdiccionales a la publicación de sen-
tencias o fragmentos de ellas a través de medios informativos pri-
vados.132

128		  Lanz Duret, Miguel, Derecho constitucional mexicano y consideraciones sobre la 
realidad política de nuestro régimen, 2a. ed., México, 1933, p. 73. 

129		  Cruz Barney, Oscar, Historia del derecho en México, cit., nota 86, p. 10.
130		  Moreno, Daniel, Panorama del Derecho Mexicano; Síntesis del Derecho Constitu-

cional, México, UNAM, Instituto de Derecho Comparado, 1965, p. 12.
131		  Fix Zamudio, Héctor y Cossío Díaz, José Ramón, El Poder Judicial en el orde-

namiento mexicano, México, Fondo de Cultura Económica, 2003, pp. 113 y 114.
132		  Como ejemplo de estas publicaciones, podemos citar a La Gaceta de Mé-

gico y el Noticioso de 1820; el Cosmopolita y el Observador de la República de 1838. Al 
tratarse de medios privados de información, las publicaciones no eran exclusi-
vas para sentencias o leyes, sino que incluían además artículos con reflexiones e 
información diversa; no fue sino hasta 1850 que surgió el Semanario Judicial, 
publicación no oficial especializada en la difusión de temas jurisprudenciales. La 
jurisprudencia en México…, cit., pp. 34 y 35.
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Luego del periodo centralista (instaurado desde 1835), con la in-
tegración del Congreso constituyente en 1846, se dio un gran paso 
para la emisión del Acta de reformas constitucionales de 1847, que 
incorpora el juicio de amparo133 a nivel nacional; ese suceso consti-
tuye el inicio de esta institución jurídica procesal en nuestro país.134

La Constitución liberal de 1857 representó un hito trascendental 
en la evolución del juicio de amparo como mecanismo de control 
constitucional. Los artículos 101 y 102 de esta Constitución consa-
graron definitivamente al amparo como un medio para combatir 
actos de autoridad por la violación de garantías individuales o por la 
restricción de la soberanía de las entidades federativas. No obstante, 
la aplicación efectiva del amparo tuvo lugar hasta 1861, debido a los 
conflictos bélicos que afectaban al país y a la inexistencia de procedi-
mientos adecuados que permitieran su plena aplicación.135 

Fue en esta etapa cuando los propios juzgadores, en ausencia 
de un marco normativo adecuado, fueron sentando las bases pro-
cesales del juicio de amparo, definiendo aspectos esenciales de esta 
figura jurídica.136 Ello propició intensos debates en torno a la legi-
timidad del Poder Judicial para declarar la inconstitucionalidad de 
leyes emitidas por el Poder Legislativo, en su calidad de represen-
tante de la voluntad nacional. Finalmente, fue la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación la que conservó la facultad de velar por la 
observancia de los preceptos constitucionales.

La expedición, en noviembre de 1861, de la Ley Orgánica de 
los artículos 101 y 102 Constitucionales, esto es, la primera Ley 
de Amparo, representó un esfuerzo por subsanar las deficiencias 

133		  Recordemos que esta institución jurídica fue creación de Manuel Cres-
cencio Rejón y el amparo hizo su primera aparición en la Constitución Política 
del estado de Yucatán en 1841. Coaña Be, Luis David, El juicio de amparo, México, 
Tirant Lo Blanch, 2020, p. 33.

134		  Soberanes, Fernández, “El Acta de Reformas Constitucionales de 1847 
(también llamada Acta Constitutiva y de Reformas)”, Revista Mexicana de Historia 
del Derecho, México, vol. 28, p. 200.

135		  Acosta Romero, Miguel y Pérez Fonseca, Alfonso, Derecho jurisprudencial 
mexicano, México, Porrúa, 1998, p. 22. 

136		  Ibidem, pp. 22 y 23.
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que, de acuerdo con Ignacio Burgoa, eran inevitables dada la 
condición de primer ensayo de organización y reglamentación de 
una nueva institución.137 En esta ley se incorporaron también las pri-
meras reglas acerca de la publicación de las resoluciones de amparo 
en periódicos particulares, ya que no se tenía en ese momento ningu-
na publicación oficial.138

Años después, en 1868, Ignacio Mariscal, como ministro de 
Justicia presentó una iniciativa de Ley de Amparo que buscaba pa-
liar las imperfecciones procedimentales, atacar el problema de la 
creación de múltiples criterios interpretativos y definir los alcances 
del juicio de amparo.

La Ley de Amparo de 1869 incorporó algunos aspectos fun-
damentales: 1) el principio de definitividad; 2) la publicidad de las 
sentencias de amparo; 3) la improcedencia del amparo en contra 
de resoluciones judiciales, y 4) la regla según la cual, los criterios 
sostenidos en las sentencias serían obligatorios para otros órganos 
jurisdiccionales. La labor jurisdiccional generó la producción de 
diversos  criterios interpretativos como resultado de la interpre-
tación constitucional, lo cual mostró la necesidad de adoptar el 
mecanismo del precedente judicial —tomado del Common Law— 
según el cual las decisiones adoptadas por los tribunales de ma-
yor jerarquía son obligatorias para los demás órganos inferiores. 
Esta medida coadyuvó a evitar una interpretación divergente de 
la Constitución,139 propiciando la unificación de criterios bajo la 
tutela de la Suprema Corte como máxima intérprete constitu
cional.

En cuanto a la publicación de las sentencias, la Constitución de 
1857 ya había establecido la necesidad de su publicación a través 
de un periódico. Fue mediante el decreto del 8 de diciembre de  

137		  Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., p. 137.
138		  Rosales Guerrero, Emmanuel Guadalupe, Estudio sistemático de la jurispru-

dencia, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, p. 511.
139		  Cabrera Acevedo, Lucio, “La Jurisprudencia”, en Díaz Infante Aranda, 

Ernesto (comp.), La Suprema Corte de Justicia y el Pensamiento Jurídico, México, Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, 1985, pp. 238, 239, 241 y 242.
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1870 que el presidente Benito Juárez ordenó crear un periódico 
oficial con este propósito, el cual se denominó “Semanario Judicial 
de la Federación”. Este periódico se erigió desde entonces como 
el vehículo oficial para dar a conocer las sentencias definitivas de 
los tribunales federales a partir de 1867 y, como puede inferirse, su 
labor de difusión ha sido fundamental en el fortalecimiento de la 
jurisprudencia y la construcción del precedente.140

Los juristas Ignacio Mariscal e Ignacio L. Vallarta mantuvie-
ron posturas diferenciadas respecto a los fines que debía perseguir 
la publicación de las sentencias de amparo. Mientras Mariscal 
consideraba que éstas perseguían un doble propósito: resolver el 
caso concreto e interpretar el derecho público y constitucional, 
Vallarta estimaba que los objetivos indicados, se alcanzarían sola-
mente con la emisión de cinco sentencias consecutivas en el mis-
mo sentido.141

Fue con la Ley de Amparo de 1882 que, formalmente, apareció 
la jurisprudencia en el derecho positivo mexicano, al concederle 
obligatoriedad y establecer la debida fundamentación para las sen-
tencias de la Suprema Corte. Si bien es cierto que desde 1870 exis-
tió el Semanario Judicial de la Federación como medio de difusión 
de las resoluciones judiciales, también lo es que las sentencias publi-
cadas con anterioridad carecían aún de las características propias 
de la jurisprudencia.

Así pues, puede afirmarse que el nacimiento formal de la juris-
prudencia en México se produjo con la Ley de Amparo de 1882, 
aprobada por las cámaras de Diputados y Senadores en noviembre 
de ese año, la cual estableció de manera implícita la obligatoriedad 

140		  En opinión de Manuel González Oropeza, la difusión de jurisprudencia a 
través del Semanario Judicial despertó interés y generó publicaciones privadas es-
pecializadas, tales como El Derecho (1868-1897) y El Foro (1873-1891), por citar al-
gunas. González Oropeza, Manuel, La Jurisprudencia: su conocimiento y forma de repor-
tarla, México, Poder Judicial de la Federación, SCJN, 2006, p. 43. Guerrero Lara, 
Ezequiel y Guadarrama López, Enrique (comps.), La interpretación Constitucional de la 
Suprema Corte de Justicia (1917-1982), México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, Serie A Fuentes, Textos y Estudios Legislativos, 1984, núm. 54, t. I, p. 12.

141		  La jurisprudencia en México…, cit., p. 63.
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de la interpretación fijada por la Corte en cinco ejecutorias conse-
cutivas.142

No obstante, la jurisprudencia sería posteriormente derogada 
por el Código de Procedimientos Federales de 1898, para reaparecer 
en 1908 con el Código Federal de Procedimientos Civiles,143 el cual 
regulaba tanto los procedimientos civiles federales como el juicio de 
amparo. A partir de este Código, la jurisprudencia inició un proceso 
de consolidación y desarrollo, convirtiéndose en parte definitiva de 
nuestro sistema jurídico. El Código de 1908 incorporó a la jurispru-
dencia diversas características que, según la doctrina, han perdurado 
hasta nuestros días, como la responsabilidad de las partes de invocar-
la, los mecanismos de establecimiento y modificación, y la delimita-
ción de su ámbito de competencia, incluyendo la esfera federal.

Lucio Cabrera observó, al respecto, que “La parte considera-
tiva de una sentencia, reiterada en otras cinco resoluciones —por 
cierta mayoría— es lo que constituye la jurisprudencia, y como lo 
que la forma es el contenido del fallo o interpretación de las leyes, 
paulatinamente se advirtió que no sólo las sentencias de amparo 
podían crearla, sino también todas las que... versen sobre cuestio-
nes ajenas al juicio de amparo”.144

2. La confección de la jurisprudencia durante el siglo XX

Bajo la vigencia de la Constitución de 1917, fue expedida en 
1919 una nueva Ley de Amparo que extendió la obligatoriedad de 
la jurisprudencia a los tribunales de las entidades federativas. Pos-
teriormente, en 1928, se reformó la Constitución y se expidió una 
nueva Ley Orgánica que creó tres salas dentro de la Suprema Corte:  
 

142		  Cabrera, Lucio, op. cit., pp. 246 y 247.
143		  La jurisprudencia fue reestablecida principalmente con el propósito de 

normar el criterio de los jueces de Distrito en los juicios de amparo, así como 
crear y uniformar un criterio más estable que guiara a los Tribunales Federales. 
Cabrera, Lucio, op. cit., p. 232.

144		  Cabrera, Lucio, op. cit., p. 234.
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penal, administrativa y civil, cada una integrada por 5 ministros, 
para en 1934 adicionarse una cuarta sala laboral, ascendiendo así 
el Pleno de la Corte de 16 a 21 ministros.145

La jurisprudencia se incorpora por vez primera a la Consti-
tución, con las reformas constitucionales de del 19 de febrero de 
1951.146 Estas reformas se ocuparon de cuestiones relacionados con 
la contradicción de tesis y su resolución, así como de la regulación 
para crear, modificar y otorgar carácter obligatorio a la jurispru-
dencia.

Posteriormente, las reformas constitucionales en 1967147 le die-
ron a los Tribunales Colegiados de Circuito, facultades concurrentes 
con la Corte para conocer de asuntos de legalidad, estableciendo 
además la separación de competencias por materia, cuantía, grado 
y trascendencia. No obstante, la generación de jurisprudencia obli-
gatoria permaneció como facultad exclusiva de la Suprema Corte 
de Justicia, aunque su interpretación jurisprudencial abarcó tam-
bién leyes y reglamentos locales.148

Como resultado de la reforma constitucional, la Ley de Ampa-
ro fue reformada por el decreto publicado el 30 de abril de 1968. 
Entre los cambios importantes de esta reforma, se estableció de 
manera expresa que las sentencias de los Tribunales Colegiados 
podían integrar jurisprudencia obligatoria en materia de su com-
petencia, siempre que hubiera cinco ejecutorias ininterrumpidas 
y fueran aprobadas por unanimidad de votos. También se incluyó  
 

145		  La jurisprudencia…, cit., p. 47.
146		  Acosta, op. cit., p. 48.
147		  Decreto que reforma y adiciona los artículos 94, 98, 100, 1002, 104 frac-

ción I, 105 y 107 de la Constitución, publicado en el Diario Oficial de la Federación, 
Tomo CCLXXXIV, No. 45, el 25 de octubre de 1967, disponible en: https://
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_067_25oct67_ima.pdf.

148		  A partir de la reforma aludida, se facultó expresamente a la Suprema 
Corte para establecer jurisprudencia sobre leyes y reglamentos federales o locales 
además de la Constitución Política. Castro Zavaleta, Salvador, Práctica del juicio de 
amparo; doctrina, formularios y jurisprudencia, México, Cárdenas Editor y Distribui-
dor, 1971, pp. 40 y 58.
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a los tribunales militares, administrativos y laborales locales como 
órganos vinculados por la jurisprudencia.149 

En 1987 nuevamente se modificó la Ley de Amparo; las refor-
mas que entraron en vigor en 1988 concedieron a los Tribunales Co-
legiados de Circuito el control de la legalidad de manera plena, aun-
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación mantuvo la facultad 
de resolver contradicciones de tesis; con esta reforma, los artículos 
que regulaban a la jurisprudencia se encontraban del 192 a 197-B.

En el año 1994 se reformó la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y fue en esta reforma que se introdujeron 
varios cambios profundos que incidirían en la operación del máxi-
mo tribunal del país.150 La nueva integración de la Suprema Corte, 
se modificó a 11 ministros nuevamente cuyo cargo sería inamovi-
ble, con el objeto de fortalecer la deliberación de cara a generar 
interpretaciones coherentes; las controversias constitucionales y las 
acciones de inconstitucionalidad151 pasaron a la competencia ex-
clusiva de la Corte y, tuvo lugar la creación del Consejo de la Judi-
catura Federal con el propósito de entregarle la carga de las tareas 
administrativas del Poder Judicial de la Federación.

La Novena Época del Semanario Judicial de la Federación inició con 
la emisión del Acuerdo número 5/1995 del 13 de marzo de 1995, 
del Pleno de la Suprema Corte que estableció los criterios acerca de 

149		  Carmona Tinoco, Jorge Ulises, “La jurisprudencia obligatoria de los tri-
bunales del Poder Judicial de la Federación”, Boletín Mexicano de Derecho Compa-
rado, vol. 1, núm. 83, 1995. Recordemos que la Séptima Época del Semanario 
Judicial de la Federación abarcó del 1o. de enero de 1969 al 14 de enero de 1988.

150		  Astudillo Reyes, César Iván, El funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación como tribunal constitucional. El dilema de decidir sobre qué y cómo decidir, México, 
Tirant Lo Blanch, 2019, p. 26; Cabrera Acevedo, Lucio, op. cit., pp. 255-261.

151		  En consonancia, el artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las fracciones 
I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, contemplaba que las razones contenidas en los considerandos que funden 
los resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serían 
obligatorias para el resto de los órganos de la jerarquía judicial; esto es, se remitía 
de manera directa a las sentencias. Carmona Tinoco, Jorge Ulises, “La jurispru-
dencia obligatoria de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación”, Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, vol. 1, núm. 83, mayo-agosto de 1995, p. 542.
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la publicación de tesis jurisprudenciales, incluyendo las emitidas 
por el Pleno, las Salas de la Suprema Corte y los Tribunales Co-
legiados de Circuito, así como las ejecutorias de amparo y votos 
particulares necesarios para constituir o contrariar la jurispru-
dencia.152

Por su parte, la reforma de 1999 a la Ley de Amparo facultó 
a la Corte para emitir Acuerdos Generales a fin de decidir qué 
asuntos conocería y cuáles remitiría a los Tribunales Colegiados. 
De acuerdo con César Astudillo, esta reforma acercó un poco más 
a la Corte a su carácter de tribunal constitucional, al reformular la 
procedencia de la revisión del amparo indirecto, así como al forta-
lecer sus facultades normativas.153 

Dichas facultades normativas resultarían fundamentales para 
fortalecer la independencia judicial de la Suprema Corte y para re-
conducir los asuntos que no requirieran establecer algún criterio 
interpretativo importante o trascendente para el ordenamiento 
jurídico. De esta forma, el ejercicio de la autonomía de organiza-
ción, como de la potestad reglamentaria, competencial y además 
procesal de la Corte constituyó un paso importante para fortale-
cerla en su tránsito hacia su configuración definitiva como tribunal 
Constitucional.154

III. Las transformaciones de la jurisprudencia  
en el siglo XXI

Hacia el año 2000 se discutían las posibles reformas que se antici-
paban a la Ley de Amparo, que tomaban en cuenta algunas defi-
ciencias subsistentes, tales como la falta de claridad en el tratamien-
to de temas importantes y novedosos, por ejemplo, los relativos a la 
vaguedad en el tratamiento del cumplimiento e incumplimiento de 

152		  Gómora Colín, José Noé, Jurisprudencia en México, México, Porrúa, 2006, 
pp. 7 y 8.

153		  Astudillo Reyes, César Iván, op. cit., pp. 31 y 32. 
154		  Ibidem, pp. 38 y 39. 
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la sentencia de amparo y sus consecuencias, así como la falta de un 
mecanismo adecuado para invocar la inconstitucionalidad de una 
ley una vez que hubiera sido declarada por el órgano jurisdiccional 
competente.155

En general, las diferentes propuestas de reforma coincidían en 
la necesidad de modificar la fórmula Otero, mejorar la protección 
de las garantías individuales y adaptar el juicio de amparo a las 
necesidades actuales. En cuanto a la jurisprudencia,156 se proponía 
regularla de manera detallada, distinguiendo entre su creación por 
reiteración y por contradicción de criterios, así como reduciendo 
los votos y el número de resoluciones necesarias para su integra-
ción. Destacaron la importancia de la jurisprudencia para brindar 
coherencia en la interpretación y aplicación de la ley, asegurando 
la certeza jurídica y la protección de los derechos.157 

1. Las reformas constitucionales de 2011 y 2013

En México recibimos la siguiente gran reforma constitucional 
en 2011, que en la literatura se conoce como el “cambio de pa-
radigma constitucional” por constituir un punto de inflexión de 
gran relevancia y profundas consecuencias para el sistema jurídi-
co mexicano. Si bien esa reforma abarcó diversos artículos,158 nos 
centraremos en los que tienen impacto directo con el tema que 
investigamos.

155		  Martí Capitanachi, Luz del Carmen, “La Fórmula Otero”, Revista Letras 
Jurídicas, núm. 2, 2000, pp. 174 y 182.

156		  La jurisprudencia…, cit., p. 88.
157		  Referente a las propuestas de reforma a la Ley de Amparo, Reglamenta-

ria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, planteadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el 
Instituto Mexicano del Amparo, cfr. Ibidem, p. 178.

158		  Para un estudio detallado de los temas de la reforma constitucional de 
2011, véase Salazar Ugarte, Pedro (coord.), La reforma constitucional sobre derechos 
humanos. Una guía conceptual, México, Senado de la República, Instituto Belisario 
Domínguez, 2014. 
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El 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, la reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos. De manera disruptiva y trascendental, se modificó el artículo 
1o. constitucional para reemplazar la denominación de “garantías 
individuales” por “derechos humanos”159 que, junto con aquellos 
derechos origen internacional, se incorpora como elemento arti-
culador de la reforma. Otro aspecto relevante tiene que ver con la 
distinción que se hace en el título primero constitucional referente 
a los derechos humanos, como categoría distinta de las garantías a 
través de las cuales se protegen.

Producto de este cambio constitucional, el reformado artículo 
1o. señala que 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de 
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringir-
se ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.160 

Y en su segundo párrafo establece que las normas sobre dere-
chos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitu-
ción y los tratados internacionales, debiendo favorecer con la pro-
tección más amplia a las personas.

Las modificaciones efectuadas a este artículo introdujeron al 
ordenamiento jurídico un revolucionario diseño con consecuencias 
positivas para las personas gobernadas, además de una serie de 
nuevas responsabilidades para los órganos del Estado hacia el in-

159		  Carbonell, Miguel y Salazar, Pedro (coords.), La reforma constitucional de 
derechos humanos: un nuevo paradigma, México, 2011, pp. 7-12. 

160		 Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del 
Título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, disponible en: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5194486&fecha=10/06/2011#
gsc.tab=0. 
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terior del sistema jurídico mexicano,161 y también hacia el exterior 
con la asignación de valor constitucional a los derechos contenidos 
en los tratados internacionales. De ahí que se le atribuyera el cala-
do de cambio de paradigma162 constitucional, al aludir a la idea del 
cambio que experimentaba el ordenamiento respecto a la batería 
de conceptos, forma de comprenderlos, abordaje de problemas y 
consecuencias relacionadas.

En términos prácticos, los aspectos más trascendentales que se 
modificaron fueron el cambio de garantías individuales por dere-
chos humanos y sus garantías, que tiene implicaciones en la forma 
de entender la prerrogativa, al distinguirla del mecanismo para su 
defensa. Adicionalmente, los derechos humanos contenidos en los 
tratados internacionales (firmados y ratificados por México) adqui-
rieron el mismo rango que los contemplados en la Constitución 
(bloque de constitucionalidad-convencionalidad).163 Finalmente, se 
estableció la obligación de toda autoridad estatal de promoverlos, 
respetarlos y garantizarlos, bajo los principios pro persona e interpre-
tación conforme.

La obligación interpretativa para los tribunales se materializó 
con el control convencional difuso ex officio, que aunque surgió apa-
rentemente a partir de 2011, lo cierto es que ya se había comen-
zado su construcción interpretativa muchos años antes164 con la 

161		  En el siguiente capítulo ahondaré sobre estas consecuencias que tienen 
relación directa con la tarea interpretativa del Poder Judicial de la Federación en 
la creación de jurisprudencia y precedentes.

162		  En directa referencia al término “paradigma” usado por Kuhn, Thomas, 
La estructura de las revoluciones científicas, trad. de Agustín Contín, México, Fondo de 
Cultura Económica, 1971, p. 13.

163		  En términos interpretativos y de aplicación, esta multiplicación de posibi-
lidades de protección planteó en su momento un gran número de interrogantes y 
preocupaciones respecto de su adecuada implementación. Para una discusión al 
respecto, véase Herrera García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio 
de amparo mexicano”, Revista Derecho del Estado, núm. 34, enero-junio de 2015.

164		  Samaniego Santamaría, Luis Gerardo, “Control difuso de constituciona-
lidad-convencionalidad. Evolución jurisprudencial a cien años de la Constitu-
ción mexicana de 1917”, Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Flores Pantoja, Rogelio 
(eds.), La Constitución y sus garantías. A 100 años de la Constitución de Querétaro de 1917. 
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resolución de algunos casos por parte de diversos tribunales del país 
utilizando los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos (CIDH) o tomando como parámetro los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos.

No obstante, la adopción de criterios jurisprudenciales intera-
mericanos comenzó formalmente en México cuando la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación decidió abrir un expediente deno-
minado Varios 912/2010 a fin de dar cumplimiento a la sentencia 
condenatoria que la CIDH emitió condenando a México en el Caso 
Rosendo Radilla vs. México del año 2009. Este asunto abrió la discu-
sión acerca de las formas de recepción y aplicación de los derechos 
humanos de fuente convencional, el arreglo interno de las fuentes 
del derecho y las obligaciones concretas que se derivaban de la sen-
tencia condenatoria para el Poder Judicial. 

La enorme trascendencia de dicha sentencia junto con las re-
formas de 2011 conjugó un estado de cosas que trazaría el cami-
no para el diseño y desarrollo interpretativo y jurisprudencial del 
control de constitucionalidad-convencionalidad que tantas trans-
formaciones implícitas traería, por ejemplo, el papel mismo de las 
personas juezas en su función de administrar justicia. No es menor 
tampoco, el hecho de que el desarrollo y perfeccionamiento de es-
tos ajustes se posibilitara vía desarrollo jurisprudencial.

De la mano de la reforma en materia de derechos humanos de 
2011, vino aquella en materia de amparo, que tuvo lugar a nivel 
constitucional el 6 de junio de 2011 y a nivel legal con la publi-
cación de la nueva Ley de Amparo, el 2 de abril de 2013. Ambos 
cambios constitucionales, se complementaron para materializar lo 
que Herrera165 denominó el cambio del objeto de protección del 
juicio de amparo que había caracterizado al amparo mexicano des-
de su redacción en la Constitución de 1917.

Memoria del XI Encuentro Iberoamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho Proce-
sal Constitucional, México, Instituto de Estudios Constitucionales de Querétaro, 
2017, pp. 865-883.

165		  Herrera García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio de 
amparo mexicano”, cit., p. 155.
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Los artículos constitucionales reformados respecto del juicio de 
amparo fueron los artículos 94, 103, 104 y 107.166 En el artículo 94 
se incorporó a los Plenos de Circuito167 junto con la creación de ju-
risprudencia obligatoria por estos mismos órganos, su interrupción 
y sustitución, para cuya regulación se reenvía a la ley de la materia, 
que es precisamente, la Ley de Amparo. En el 103, se incluyó la 
protección contra normas general por actos u omisiones que violen 
derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en 
los tratados internacionales.

Por su parte, en el 104 se actualizó la competencia de los 
tribunales de la federación, mientras que en el 107 se estable-
cieron las bases renovadas del juicio de amparo con aspectos 
como el interés legítimo individual o colectivo, las reglas para 
la declaratoria general de inconstitucionalidad al superar la fór-
mula Otero, la modificación a las reglas del amparo directo, del 
cumplimiento de sentencias, sanciones para las autoridades que 
incumplieran, así como nuevos requisitos para la suspensión del 
acto reclamado.

Debido a la profundidad de los cambios y sobre todo, su im-
pacto en el ordenamiento jurídico, la doctrina considera que estas 
reformas constituyeron un cambio material de gran profundidad 
en la configuración y eficacia del juicio de amparo, en conexión 
directa con la protección de los derechos humanos. Al admitir 
que los derechos humanos de fuente internacional también son 

166		 Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dispo-
siciones de los artículos 94, 103, 104 y 107 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, disponible en: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5193266&fecha=06/06/2011#
gsc.tab=0.

167		  Debe tenerse en cuenta, que la incorporación de los Plenos de Circuito 
como órganos adicionales para la unificación de criterios jurisprudenciales ha 
sido considerada por algunas voces, como una solución parcial e insuficiente 
frente al problema persistente de la diversidad de criterios antagónicos sosteni-
dos por diferentes órganos jurisdiccionales del país. Alvarado Esquivel, Miguel 
de Jesús, “La jurisprudencia en la nueva Ley de Amparo”, Revista del Instituto de la 
Judicatura Federal, vol. 11.
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tutelables mediante el amparo —como mecanismo de control 
concentrado de la constitucionalidad— sino también mediante 
procesos ordinarios —como mecanismo de control difuso— se 
ensanchó de manera exorbitante el objeto de protección del juicio 
de amparo.168

La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación estable-
ció que la Suprema Corte podía establecer jurisprudencia por rei-
teración, contradicción y sustitución, cuando funcionara en pleno 
o en salas con una votación unánime o por mayoría. Por su par-
te, los Tribunales Colegiados podían integrar jurisprudencia por 
reiteración con una votación unánime, mientras que los Plenos 
de Circuito se crearon para fortalecer a la Suprema Corte como 
tribunal constitucional, al encargarse de la solución de contra-
dicciones que antes debía resolver la corte; al mismo tiempo, se 
buscaba la unificación de criterios, obligatorios para los órganos 
del circuito.169

De las reformas ocurridas al ordenamiento jurídico mexica-
no, es patente que aquellas de 1994 y 2011 fueron las de mayor 
trascendencia e impacto en cuanto a la conducción de la jurispru-
dencia a su forma más actual. Esto se debe a que comenzaron a 
trazar el camino para fortalecer la jurisprudencia y para asegu-
rar su aplicación uniforme en todo el país, pensemos por ejemplo, 
que la primera reforma posibilitó la emisión de jurisprudencia por 
parte de los tribunales colegiados a fin de otorgarles mayor peso y 
obligatoriedad en la resolución de casos similares, mientras que la 
segunda reforma amplió el catálogo de derechos objeto de dicha 
jurisprudencia junto con mecanismo para promover su aplicación 
uniforme.

168		  Herrera García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio de 
amparo mexicano”, cit., pp. 167 y 168.

169		  López Benítez, Lilia Mónica, “Sistemas de jurisprudencia en el juicio de 
amparo”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Herrera García, Alfonso (coords.), 
El juicio de amparo en el centenario de la Constitución mexicana de 1917. Pasado, presente y 
futuro, México, 2017, t. II, pp. 536 y 537.
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2. La reforma judicial de 2021 en materia de precedente judicial

El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, otro importante decreto de reforma170 a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, referida a la estructura y 
competencias del Poder Judicial de la Federación. En la reforma de 
referencia se abordan varios y diversos aspectos relacionados con 
la operación cotidiana del Poder Judicial,171 pero de manera con-
creta, me referiré a los aspectos relacionados con la jurisprudencia 
mexicana.

Entre los aspectos más  relevantes de la exposición de motivos 
que acompañó la reforma en el tema que nos ocupa, destacan la 
búsqueda del mejoramiento de la carrera judicial, apuntalar el 
papel de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal 
constitucional, al reforzar su capacidad de autogestión mediante 
la emisión de acuerdos generales. De manera muy  notable, se 
incorpora la modificación al sistema de jurisprudencia, incluyen-
do al precedente, con el fin de que la doctrina jurisprudencial 
del máximo tribunal enmarcara la labor del resto de los órganos 
jurisdiccionales del país.172

170		  Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativas al 
Poder Judicial de la Federación, disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0.

171		  Entre los cambios generales realizados por la reforma están: la capaci-
tación y profesionalización del personal; el reforzamiento de los mecanismos 
institucionales de combate a la corrupción; la consolidación de la carrera ju-
dicial; la legitimación de los órganos autónomos para promover controversias 
constitucionales; la declaratoria de inconstitucionalidad, el amparo directo en 
revisión, así como modificación de las facultades del Consejo de la Judicatura 
Federal. Para una revisión sobre la reforma general véase Caballero Juárez, José 
Antonio, La reforma judicial de 2021. ¿Hacia dónde va la justicia?, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2021; Gómez Marinero, Carlos Martín, “La reforma 
judicial de 2021 y la declaratoria general de inconstitucionalidad”, Derecho global. 
Estudios sobre derecho y justicia, vol. X, núm. 29, 2025.

172		  Proyecto de reformas con y para el Poder Judicial de la Federación, 
2020, disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/comunicacion_digital/ 
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Entre los cambios constitucionales fundamentales, encontra-
mos que la redacción del artículo 94, relativo al ejercicio del Po-
der Judicial de la Federación, incorpora ahora la jurisprudencia 
por precedente, la figura de los Plenos Regionales en sustitución 
de los antiguos Plenos de Circuito; se transforma a los Tribuna-
les Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación, 
se flexibiliza la declaratoria general de inconstitucionalidad y se 
reafirma la integración de 11 personas ministras que trabajan en 
sala y pleno. 

En los párrafos 11 y 12 del mismo artículo se incorpora la nove-
dad respecto de la regulación de la jurisprudencia, al señalar:

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que 
establezcan los Tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre 
la interpretación de la Constitución y normas generales, así como los 
requisitos para su interrupción.

Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sen-
tencias dictadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación por mayoría de ocho votos, y por las Salas, por mayoría de 
cuatro votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccio-
nales de la Federación y de las entidades federativas. (Decreto… cit.,  
art. 94, parr. 11-12)

Los párrafos de referencia marcan la incorporación de un nue-
vo sistema de creación de criterios interpretativos por precedentes, 
o como se denominó con la reforma “jurisprudencia por prece-
dente”. Este cambio resultó un cambio trascendente en términos 
normativos y prácticos, ya que veníamos de entender a la jurispru-
dencia —desde su origen formal con la Ley de Amparo de 1882— 
como la reiteración de cinco criterios ininterrumpidos y ninguno 
en contrario, habiendo interiorizado una forma de integrar juris-
prudencia con la definición misma.

2020-09/boletin_electronico_septiembre2020.html#:~:text=La%20iniciativa%20de%20
Reforma%20con,humana%2C%20m%C3%A1s%20eficiente%20y%20eficaz.
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Por su parte, la fracción XIII del artículo 107 constitucional 
articuló las formas y amplió los sujetos legitimados para denun-
ciar una contradicción de criterios en los juicios de amparo  del 
conocimiento de los diferentes órganos judiciales. Al ampliar los 
sujetos con posibilidad de denunciar las contradicciones, se esti-
ma que podría esperarse una optimización del seguimiento de las 
inevitables contradicciones que pueden surgir y, por lo tanto, una 
unificación más oportuna. Destaca el cambio de lenguaje respecto 
de los criterios, referidos directamente a la norma producto de la 
interpretación de los órganos jurisprudenciales y no, como se hacía 
previamente, a las tesis de jurisprudencia.

Para regular los diversos aspectos derivados de la implementa-
ción de esta reforma, el 7 de junio de 2021 se publicaron la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Ley de Carrera 
Judicial del Poder Judicial de la Federación. Respecto de la operativi-
dad y modificaciones al sistema de jurisprudencia, la Ley de Amparo 
dispuso la regulación secundaria respectiva del artículo 215 al 229.

En lo que hace a los sistemas de creación de jurisprudencia,173 
la reforma dispuso la integración de jurisprudencia por reiteración 
de criterios, por precedente y por contradicción de criterios, con los 
requisitos para su integración. De acuerdo con esto, la integración 
de jurisprudencia se configuró de la siguiente manera.

Jurisprudencia por precedente. Establecida a través de las razones que 
justifiquen las decisiones de las sentencias que dicte la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación funcionando en Pleno y Salas, con una 
votación de 8 y 4 votos, respectivamente constituyen precedentes 
obligatorios. Esta jurisprudencia es obligatoria para todas las autori-
dades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, 
de acuerdo con los artículos 222 y 223 de la Ley de Amparo.

Jurisprudencia por contradicción. Es aquella que resuelve los crite-
rios discrepantes sostenidos entre las Salas de la Corte, entre los 

173		  El sistema de jurisprudencia por sustitución se eliminó con la reforma de 
2021, por considerarse que tenía poca funcionalidad, al ser el caso más común 
que se integre un criterio a la luz de la resolución de un caso concreto y no por 
una solicitud.
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Plenos Regionales, entre éstos y algún Tribunal Colegiado de dis-
tinto circuito, o bien entre Colegiados de la misma región; en este 
sistema de integración, la votación es mayoría simple, de acuerdo 
con los artículos 225 a 227 de la Ley de Amparo. 

Jurisprudencia por reiteración. Aquella que se establece cuando 
un órgano reitera un mismo criterio en cinco sentencias no inte-
rrumpidas por otra en contrario. Este sistema de integración de 
jurisprudencia queda reservado para los Tribunales Colegiados 
de Circuito cuando sea votada por unanimidad, además se hace 
referencia expresa a la no obligatoriedad de las cuestiones de hecho 
o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión, esto 
es, al obiter dicta, según dispone el artículo 24 de la Ley de Amparo. 

Respecto de la interrupción de la jurisprudencia, la ley señala, en el 
artículo 228 y 229,  que los tribunales no estarán obligados a seguir 
su propia jurisprudencia pero deberán proporcionar argumentos su-
ficientes que justifiquen un cambio de criterio; sin embargo, también 
indica que los tribunales estarán vinculados por sus propias jurispru-
dencias, lo cual es impreciso y parece incluso contradictorio, ya que 
la ley no contiene una delimitación conceptual precisa de los alcan-
ces de cada una de esas obligaciones para las autoridades judiciales.

Además, el artículo 218 de la propia ley, dispone que cuando se 
reúnan los requisitos previamente señalados para la integración de 
jurisprudencia por alguno de los sistemas señalados, se elaborará 
una tesis que integre: los hechos relevantes, el criterio jurídico que 
resuelva el problema planteado y una síntesis de la justificación del 
tribunal que respalde la adopción del criterio. Esto es un cambio 
significativo en cuanto a la estructura de la tesis, que ha sido el 
mecanismo institucional empleado para la identificación de rationes 
decidendi en México desde la segunda mitad del siglo XX.

Ahora bien, cuando la Corte resuelve controversias constitu-
cionales y acciones de inconstitucionalidad,174 y se satisfacen los 

174		  Las controversias constitucionales son un medio de control constitucional 
que se ocupa de la defensa del régimen de competencias previsto en la Cons-
titución y que está destinado a resolver conflictos en los que se controvierten 
facultades, atribuciones y competencias entre órganos del Estado. Por su parte, 
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requisitos de ley, la parte considerativa de la sentencia que sirve de 
fundamento a los resolutivos adquiere obligatoriedad y, por ello, 
tiene carácter de jurisprudencia por precedentes, de conformidad 
con los artículos 43 y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 
I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Como puede advertirse, en el caso de estos me-
canismos de control de regularidad constitucional, actualmente no 
se generan tesis acerca del criterio sostenido, lo cual presenta un 
punto de contraste respecto de la jurisprudencia por precedente 
que se genera vía amparo.

Respecto de la materia electoral, la Sala Superior del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación tiene competencia 
para integrar jurisprudencia por reiteración, cuando en tres sen-
tencias no interrumpidas por otra en contrario, sostenga el mismo 
criterio de aplicación, interpretación o integración de una norma. 
Asimismo, se integra jurisprudencia mediante la contradicción de 
criterios que sostengan dos o más Salas Regionales o entre éstas y la 
Sala Superior. Las Salas Regionales cuando en cinco sentencias no 
interrumpidas por otra en contrario, sostengan el mismo criterio 
de aplicación, interpretación o integración de una norma y la Sala 
Superior lo ratifique.

El retrato que hasta ahora se ha esbozado, da cuenta del di-
seño de la jurisprudencia mexicana, desde sus orígenes formales 
en el siglo XIX hasta las últimas reformas que han dado un giro a 
ese diseño. Las condiciones que prevalecían en el Estado mexicano 
cuando se incorporó son profundamente distintas a las que hoy 
informan el sistema jurídico mexicano y, la trayectoria que ha se-
guido la jurisprudencia parece sugerir su tránsito hacia una forma 
más fluida de entenderla y aplicarla. 

las acciones de inconstitucionalidad  son el mecanismo que permite analizar la 
constitucionalidad de una norma jurídica en abstracto. Soto Flores, Armando 
Guadalupe (coord.), “La controversia constitucional y la acción de inconstitucio-
nalidad como medios de control de la Constitución”, Derecho procesal constitucional, 
México, Secretaría de Cultura-INEHRM-UNAM, 2016.
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3. La reforma constitucional al Poder Judicial de la Federación de 2024

El proceso de análisis, implementación y capacitación a que dio 
lugar la reforma de 2021 estaba en curso, cuando en 2024 irrum-
pió en el escenario legislativo una nueva reforma constitucional de 
gran calado para el Poder Judicial de la Federación en un ambiente 
de gran tensión entre los órganos del Estado. El 20 de febrero de 
2024,175 el presidente de la República envió 20 proyectos de decre-
to a la Cámara de Diputados en un paquete de reformas —pro-
puestas de manera simultánea— que planteó la modificación de 
cincuenta y tres artículos de la Constitución en diversas materias,176 
entre las que se encuentra la reforma judicial. 

Esto significa que no se habían terminado de asentar, asimi-
lar o analizar los efectos de la reforma judicial de 2021 cuando se 
propuso esta nueva reforma que reestructura de fondo, el diseño 
e integración del Poder Judicial de la Federación. Entre las princi-
pales razones expuestas177 para el impulso de esa reconfiguración 
normativa se refirieron las siguientes: la impunidad, la falta de jus-
ticia a las personas, falta de independencia, la falta de legitimidad 
democrática de la jurisdicción federal, problemas relacionados con 
la administración de justicia, críticas relacionadas con el sistema 
actual de designación de personas juezas y magistradas, así como 
procesos opacos y alejados de la ciudanía. 

Los mayores cambios a nivel constitucional y que, por supues-
to, tendrán su reflejo a nivel de leyes secundarias reconfiguran por 
completo la integración de los órganos jurisdiccionales y los pro-
cedimientos de integración, lo que, indudablemente tendrá un im-

175		 Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, LXV Legislatura, Año XX-
VII, núm. 6457-15 del 5 de febrero de 2024.

176		  Para un análisis pormenorizado de dichas reformas, véase López Ayllón, 
Sergio et al., (coords.), Análisis técnico de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y 
legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2024. 

177		 Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, LXV Legislatura, Año XX-
VII, número 6457-15 del 5 de febrero de 2024.
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pacto directo en la producción de jurisprudencia de los órganos 
judiciales federales y locales. En ese sentido, luego de una revisión 
de los principales cambios respecto de los órganos jurisdiccionales 
federales productores de jurisprudencia, puntualizaré brevemente 
los cambios respecto del precedente.

Uno de los cambios de mayor impacto constitucional es la inte-
gración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que pasó de 
11 a 9 ministros que, con el nuevo sistema, serán electos mediante 
voto popular directo, cuyo encargo durará 12 años en lugar de 15; 
además se dispuso que la corte solo funcione en Pleno, con lo cual 
se eliminaron las Salas que se ocupaban de materias especializadas, 
distribuyendo los asuntos entre la Primera Sala que resolvía los de  
materia civil y penal, y la Segunda Sala que se ocupaba de las ma-
terias administrativa y laboral.

Por su parte, las personas magistradas de circuito y las personas 
juezas de distrito serán igualmente elegidas por voto popular di-
recto, en tanto que los tres poderes de la unión participarían en la 
integración de las candidaturas judiciales. La reforma planteó que 
la mitad de los cargos actuales que corresponden a cada circuito 
judicial se elegirían en una elección extraordinaria prevista para el 
1 de junio de 2025, mientras que la mitad restante se llevará a cabo 
en la elección federal ordinaria de 2027.178

Respecto de la administración del Poder Judicial de la Federa-
ción, se dispuso que un nuevo Órgano de Administración Judicial 
reemplace al Consejo de la Judicatura Federal, que tendrá 5 inte-
grantes en lugar de 7 y durarán 6 años improrrogables en el encar-
go con una presidencia rotativa cada 2 años. En la designación de 
los integrantes de este órgano participarán el Ejecutivo, el Senado 
(1) y la Suprema Corte (3).

178		  El procedimiento de referencia se encuentra en los artículos transitorios 
primero y segundo del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 15 de septiembre de 2024.
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Uno de los aspectos más destacados por disruptivo, es la crea-
ción de un nuevo órgano denominado “Tribunal de Disciplina Ju-
dicial” que cuenta con amplísimas atribuciones, el cual se integra 
con 5 magistrados electos por voto popular que durarán seis años 
en el encargo sin posibilidad de reelegirse, cuya presidencia rotará 
cada 2 años. Este órgano será el encargado de investigar y sancio-
nar a los funcionarios judiciales por actos u omisiones contrarios a 
la ley, a la administración de justicia o a los principios de objetivi-
dad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o excelencia, 
pero también podrá evaluar el desempeño de personas magistradas 
y juezas.

De acuerdo con el artículo 140 de la nueva Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, este tribunal tendrá a su cargo la 
investigación de los hechos u omisiones que puedan constituir res-
ponsabilidades administrativas de las personas con funciones juris-
diccionales del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la 
Suprema Corte y el Tribunal Electoral, tarea que podrá realizar de 
oficio o a petición de parte.

Las personas magistradas de este órgano serán directamente 
electas,179 lo cual significa que no será un órgano integrado por las 
mismas personas del resto de órganos jurisdiccionales, sino por per-
sonas externas a la operación de los propios órganos jurisdiccionales. 
El diseño de este órgano podría poner en riesgo la independencia 
judicial, al ser susceptible de convertirse en un mecanismo de in-
fluencia externa y presión hacia las personas impartidoras de justicia. 

En cuanto a las competencias, el Pleno del tribunal será com-
petente para resolver los recursos de revisión que procedan con-
tra resoluciones de procedimiento administrativo emitidas por sus 
propias Comisiones —integradas por 3 personas pero que pueden 
sesionar con 2— que se componen por los mismos integrantes del 
Pleno. Entre sus competencias se encuentran: solicitar a la Cámara 
de Diputados el inicio del juicio político contra personas juzgado-
ras electas; organizar mediante acuerdos el procedimiento para la 

179		  Véase artículo 100 de la Constitución, ya publicada y en vigor.
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reglamentación e impugnación de medidas correctivas y sanciona-
doras en materia de desempeño, y; crear precedentes de sus reso-
luciones.180

El sistema de precedentes de este tribunal sigue, en lo general, 
el diseño del sistema de precedentes del Poder Judicial de la Fede-
ración. En este caso, las razones que justifiquen las resoluciones que 
emita el Pleno del Tribunal de Disciplina por mayoría de cuatro 
votos constituirán precedentes vinculantes para las Comisiones del 
propio Tribunal, en los casos en los que se actualicen hechos rele-
vantes similares y también lo serán para las autoridades análogas 
de las entidades federativas.181

Se precisa que el Pleno y las Comisiones deben seguir sus pro-
pios precedentes o aportar una motivación reforzada para apar-
tarse de su criterio; se articulan también los mecanismos para 
resolver las contradicciones de criterios entre las Comisiones del 
Tribunal, mismas que serán resueltas por el Pleno. Respecto de 
las contradicciones que se susciten entre algún criterio del Pleno 
del Tribunal con algún criterio en materia de procedimiento ad-
ministrativo sancionador emitido por la Suprema Corte, la ley 
dispone que la Suprema Corte será la competente para resolver 
la contradicción.

Asimismo, los precedentes de este órgano serán vinculantes 
desde el momento en que se engrose la resolución que lo conten-
ga, que deberán ser  difundidos en “un plazo razonable” mediante 
algún sistema electrónico de difusión gratuito, público y accesible, 
a través de un formato que debe mostrar los hechos relevantes, el 
criterio jurídico y las razones que lo justifican.

De modo que, a partir de la entrada en funciones del Tribunal 
de Disciplina, se instaurará un sistema de precedentes en materia de 

180		 Artículos 134 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

181		  Artículos 142 a 151 de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 20 de diciembre de 
2024, consultable en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745906&fech
a=20/12/2024#gsc.tab=0.
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responsabilidad administrativa de las personas con funciones juris-
diccionales del Poder Judicial de la Federación, paralelo al sistema 
de precedentes para la impartición de justicia general. Tratándose de 
un tribunal de reciente creación que busca fines legítimos, la aspi-
ración es que dichos fines sean alcanzados, no obstante, no puede 
dejar de observarse que se trata, para decirlo coloquialmente, de un 
arma de doble filo.

El diseño general del tribunal conlleva riesgos y beneficios, lo 
que no queda claro es si los beneficios van a poder compensar los 
altísimos riesgos que representa. Si consideramos que el Tribunal 
de Disciplina se constituye como un órgano revisor del sentido de 
las decisiones y de los criterios interpretativos sostenidos por los 
órganos jurisdiccionales, tenemos un elemento adverso, pero ade-
más sumamos a este diseño la pretensión formalista plasmada en el 
artículo décimo primero transitorio182 de la reforma de 2024 a la 
Constitución, entonces lo que surge es un escenario propicio para 
la vulneración de la independencia judicial. 

Todo dependerá de la forma en  que las personas magistra-
das del tribunal entiendan que algo constituye “actos u omisiones 
contrarios a la ley, a la administración de justicia o a los principios 
de objetividad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o 
excelencia”183 esto es, dependerá de la interpretación (formalista 
por mandato constitucional) que el Tribunal de Disciplina asigne al 
razonamiento de un órgano jurisdiccional en ejercicio de sus fun-
ciones. Por supuesto, habrá casos claros y otros en los que habrán 
de tomar una decisión, en contra de la cual, no procede juicio ni 
recurso alguno.

182		  Que a la letra señala: “Décimo Primero. Para la interpretación y apli-
cación de este Decreto, los órganos del Estado y toda autoridad jurisdiccional 
deberán atenerse a su literalidad y no habrá lugar a interpretaciones análogas o 
extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”.

183		  Artículo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
cuyo texto vigente fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de sep-
tiembre de 2024, disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/cpeum/
documento/CPEUM-100.pdf.
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Consideremos un elemento adicional. Si para la determinación 
de la posible responsabilidad administrativa de una persona con 
funciones jurisdiccionales, es necesario que el Tribunal de Discipli-
na analice el contenido, fundamentos, motivación y justificación de 
la sentencia, esto significa que su interpretación sobre determina-
da cuestión puede superponerse a la interpretación jurisdiccional 
originaria. En otras palabras, estamos hablando de que —fuera de 
los casos evidentes de responsabilidad— la determinación de la 
responsabilidad administrativa podrá estar basada en una posible 
interpretación divergente a la interpretación originaria en la apli-
cación del derecho, que es tanto como habilitar una instancia adi-
cional con el único fin de disentir y sancionar, lo cual es altamente 
controvertido.

Cuando la serie de decisiones que se emitan en la materia cons-
tituyan doctrina jurisprudencial —en materia sancionadora— esta-
remos ante dos posibles escenarios: uno en el que la existencia de 
precedentes brinde certeza a las funcionarias judiciales respecto 
de su propia tarea, la cual  realizan de manera independiente, o bien, 
uno en el que comiencen a mostrarse efectos paradójicos debido a 
que el propio sistema incentivó aquello que se quería combatir. Este 
asunto será algo de lo que habrá que dar cuenta más adelante.

Por su parte, el Capítulo IV de la Constitución vigente regula al 
Poder Judicial. Respecto de la jurisprudencia, dispone la reducción 
de la mayoría calificada requerida para sentar jurisprudencia obli-
gatoria en el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de 
8 a 6 votos, esto en función de su nueva integración y la eliminación 
de las salas.

Respecto de la jurisprudencia, se mantiene el sistema de inte-
gración por precedente en el párrafo decimosegundo del artículo 
94 constitucional, según la cual, “las razones que justifiquen las 
decisiones contenidas en las sentencias dictadas por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de seis votos 
serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la 
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Federación y de las entidades federativas”.184 El sistema de integra-
ción de jurisprudencia por reiteración para los tribunales colegia-
dos de circuito y plenos regionales no se altera en la redacción del 
propio artículo.

Por otra parte, se prohíbe que las sentencias de amparo que 
declaren inconstitucional una norma general tengan efectos gene-
rales. Sin embargo, cuando se establezca jurisprudencia sobre in-
constitucionalidad de normas, el presidente de la Suprema Corte 
lo notificará a la autoridad emisora y si en 90 días no se subsana, la 
Corte podrá emitir una declaratoria general de inconstitucionali-
dad con efectos generales, con la aprobación 6 votos.

Aparentemente y partiendo de la información disponible hasta 
la fecha, no habrá mayores transformaciones a los sistemas de inte-
gración de jurisprudencia tal como se articularon en la reforma de 
2021, salvo por la votación. Sin embargo, es previsible que la juris-
prudencia experimente cambios profundos, no solo porque la posibi-
lidad de deliberación se reduce con el número de personas ministras. 

Otra de las razones apunta a la lógica que subyace a la integra-
ción de jurisprudencia y precedentes, al partir de unos presupuestos 
básicos que —por diseño institucional— buscan asegurar que las 
decisiones jurisdiccionales cumplan con un mínimo de motivación, 
justificación, aseguren igualdad en el tratamiento de problemas se-
mejantes. Lamentablemente para las personas justiciables en Mé-
xico, estos presupuestos básicos de la administración de justicia no 
están garantizados, con lo cual, es incierto que las diversas ventajas 
y beneficios que pueden atribuirse a la jurisprudencia y al prece-
dente, puedan obtenerse, dado el diseño constitucional hoy vigente. 

Finalmente, para efectos de este capítulo, es importante consi-
derar que esta reforma estableció en su artículo octavo transitorio, 
un plazo de 180 días para que las legislaturas locales “adecuaran” 

184		  Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de reforma del Poder Judicial, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
15 de septiembre de 2024, disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php? 
codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0.
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sus constituciones locales en consonancia con la reforma federal, 
de modo que todos los cargos en los poderes judiciales locales se 
elijan por elección popular —proceso que deberá ocurrir en las 
fechas previstas para el caso federal— y repliquen el diseño de los 
órganos de administración judicial y de disciplina. De modo que 
esta reforma constitucional impulsada desde el ámbito federal, en-
tre otros problemas, coloca con mucha fuerza en el centro de la 
discusión, las dificultades del federalismo judicial con sus diversas 
consecuencias.

En suma, se trata de una reforma altamente controvertida que 
ha sido cuestionada desde diferentes frentes —de manera absoluta-
mente justificada, en términos jurídicos— al considerarse regresiva, 
que vulnera la independencia judicial como garantía de acceso a la 
justicia, que viola derechos laborales, así como estándares interna-
cionales acerca de la inamovilidad de jueces y que no salvaguarda 
el acceso a la justicia al no contar con mecanismos suficientes para 
asegurar un mínimo de conocimiento técnico para desempeñar los 
diversos cargos que serán sometidos a una elección popular inédita 
y que sigue articulándose sobre la marcha.

Hasta ahora, el desarrollo histórico de la jurisprudencia en 
México había estado marcado por la búsqueda constante de me-
canismos que permitieran consolidar su carácter vinculante y la 
unificación de criterios en la interpretación constitucional y legal. 
Desde sus orígenes en el siglo XIX, la jurisprudencia ha ido adqui-
riendo paulatinamente mayor relevancia y rango normativo, con-
virtiéndose en una pieza clave para el fortalecimiento del Estado de 
Derecho y la seguridad jurídica en nuestro país. 

Los sucesivos cambios y reformas experimentados a lo largo de 
la historia de la institución, más marcadamente de los años noventa 
en adelante, reflejaban la importancia que el legislador y los ope-
radores jurídicos han otorgado a esta figura, en aras de dotarla de 
mayor solidez y eficacia en el cumplimiento de sus fines. Por ahora, 
el futuro inmediato no ofrece claridad respecto de la ruta que la 
jurisprudencia podría tomar.
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Capítulo tercero

EL TRÁNSITO DE LA JURISPRUDENCIA  
AL PRECEDENTE

I. La incorporación del precedente judicial

Como ha podido constatarse, el razonamiento práctico en el ámbi-
to del derecho ha encontrado una expresión mucho más franca en 
el ámbito judicial, debido precisamente a que su tarea en el ámbito 
de la resolución de disputas que se someten a su consideración está 
sometida a la permanente exigencia de aportar razones que justifi-
quen sus decisiones.

Nuestro interés se ha centrado en el proceso de toma de de-
cisiones judiciales que es el contexto en el que se crea jurispru-
dencia y precedentes. Es la decisión judicial como continente la 
que integra los diferentes elementos de la sentencia entre los cuales 
encontramos los criterios interpretativos que permiten articular las 
premisas que conducen a una decisión particular.

Ciertamente, la jurisprudencia y el precedente tienen caracte-
rísticas semejantes y adoptan un cierto diseño dentro de cada orde-
namiento jurídico, no obstante, es posible y conveniente explicarlos 
como conceptos cercanos que están cada vez más presentes en la 
actividad cotidiana de los órganos jurisdiccionales. Esa es la tarea 
que me propongo en este capítulo, dar cuenta de estos conceptos 
en el contexto del derecho mexicano, considerando la evolución 
que ha tenido la jurisprudencia en el ordenamiento jurídico pero 
tomando en cuenta también la evolución del contexto en el cual se 
ha desarrollado.

Libro completo en https://tinyurl.com/bdfjb2d6
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.9786075879956e.2026
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1. El marco de la reforma judicial en materia de precedente

El punto de partida es el cambio constitucional en materia de 
precedente ocurrido en 2021 aunque iremos bordando sobre di-
versos momentos en el desarrollo de la jurisprudencia hasta llegar 
al precedente.

Cuando se publicó la reforma judicial de 2021, hubo varios 
temas relacionados con la organización y administración del Poder 
Judicial de la Federación que fueron el foco de atención, el prece-
dente no fue uno de esos temas, de hecho, fue uno de los aspectos 
menos discutidos en el proyecto que reformó varios artículos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.185

A pesar de la poca discusión que tuvo en el congreso, la refor-
ma judicial de 2021 marcó un punto de inflexión en la transfor-
mación del sistema de precedentes en México, de la mano de la 
reconfiguración de las tareas jurisdiccionales. Esta reforma no solo 
representó un cambio normativo, sino que colocó un eslabón más 
en el arduo camino  hacia el fortalecimiento de las instituciones del 
Estado en la protección de derechos humanos.

Fueron varios los objetivos de esta reforma,186 sin embargo, para 
efectos del tema que analizamos, hay dos fundamentales que hay 
que  destacar: 1) Fortalecer el rol de la Suprema Corte, dado que los 
diversos cambios en el diseño institucional estaban orientados a per-
mitirle concentrar sus recursos y atención en los asuntos de mayor 
relevancia para el orden jurídico nacional, lo cual permitiría conso-
lidarla como un auténtico tribunal constitucional; 2) Modernizar el 
sistema de jurisprudencia, al incorporar al precedente en el ordena-
miento jurídico, se operó una modificación sustancial al sistema de 

185		  Negrete Cárdenas, Michael Rolla, El precedente judicial en la jurisprudencia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Un estudio crítico con motivo de la reforma judicial 
2021, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2022, p. 89.

186		  Proyecto de reformas con y para el Poder Judicial de la Federación, Po-
der Judicial de la Federación, 2020. Disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/
default/files/carrusel_usos_multiples/documento/2020-02/Proyecto%20de%20Reforma 
%20Judicial_1%20%283%29.pdf.
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creación y aplicación de jurisprudencia, con el objetivo de fortalecer 
el carácter constitucional del máximo tribunal del país. 

Ambos objetivos fundamentales estaban orientados a que la 
doctrina constitucional generada por la Corte como el máximo 
intérprete de la Constitución pudiera servir como un marco efecti-
vo para la toma de decisiones jurisdiccionales en el ámbito federal 
y local de la administración de justicia. Los cambios, se presume, 
fortalecen la posición institucional de la Corte, al tiempo que pro-
mueven mayor coherencia y uniformidad en la interpretación y 
aplicación del derecho en todo el país.

Debido a la profundidad y amplitud de estas modificaciones 
constitucionales, dio inicio la undécima época del Semanario Judicial 
de la Federación, con la emisión del Acuerdo General 1/2021 del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El cambio de 
época del Semanario,187 como es sabido, se ha presentado históri-
camente cuando se presentan momentos de inflexión en la evolu-
ción del sistema judicial y el ordenamiento jurídico mexicano.

El impacto de esta reforma se extiende a todos los actores del 
sistema judicial: desde los justiciables que buscan acceso a una jus-
ticia más eficiente y predecible, hasta los operadores jurídicos que 
requieren marcos interpretativos claros para su labor cotidiana. La 
reforma representa así, para muchos, un paso decisivo hacia la mo-
dernización y fortalecimiento del sistema de justicia mexicano, que 
articula un eslabón más en el fortalecimiento de una impartición de 
justicia más efectiva y coherente en el siglo XXI.

No obstante su importancia, los cambios implementados cau-
saron nuevas y legítimas interrogantes entre las personas operado-

187		  Desde su creación en 1870, como periódico que tuvo por objeto la publi-
cación de las sentencias definitivas de los tribunales federales, su producción com-
prende dos grandes periodos temporales: la jurisprudencia histórica, que comprende las 
primeras cuatro épocas del Semanario hasta la Constitución de 1917, y la jurispru-
dencia aplicable, que inició a partir de esta Constitución hasta la fecha. Guerrero Lara, 
Ezequiel y Guadarrama López, Enrique (comps.), La interpretación constitucional de la 
Suprema Corte de Justicia (1917-1982), México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 1984, Serie A Fuentes, Textos y Estudios Legislativos, núm. 54, t. I, p. 12.
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ras judiciales, del foro y la academia188 respecto de la compatibili-
dad del precedente con un sistema de Civil Law o derecho legislado 
como el nuestro, la forma en la que debía entenderse esta incor-
poración, así como las consecuencias que tendría para la opera-
ción cotidiana del sistema de jurisprudencia y tesis con el que la 
comunidad jurídica había venido trabajando desde mediados del 
siglo XX. 

Un aspecto interesante y no menor, es que la reforma ocurrió a 
nivel constitucional, para después dar paso a reformas legales que 
acompañaron este tránsito. Este aspecto es importante, ya que por 
mandato constitucional se incorporó el recurso a precedentes con 
características muy específicas, a diferencia de otros ordenamientos 
jurídicos en donde ha sido la propia Corte Suprema la que ha de-
sarrollado dicha competencia a través de sus fallos.

2. Apuntes sobre la reforma judicial

Pero vayamos por partes y abordemos la interrogante relacio-
nada con la compatibilidad del precedente con el sistema de juris-
prudencia mexicano, ¿qué cosa puede significar que se incorpore 
el precedente a un ordenamiento jurídico como el mexicano en el 
que ya existía la jurisprudencia? Y en todo caso ¿para qué? Lo 
primero, es recuperar la idea muy extendida entre nosotros según 
la cual existe una completa incompatibilidad entre los sistemas jurí-
dicos189 del Common Law y del Civil Law, por lo cual, hablar de insti-

188		  Además de sortear la dificultad explicativa acerca de si podemos hablar 
o no acerca del precedente, Sánchez Gil se hizo cargo de examinar el estado de 
cosas en relación con la posibilidad de hablar de “una teoría del precedente” 
general, que se encuentra en construcción incipiente, así como de las dificulta-
des conceptuales y regulatorias que enfrentamos en el contexto mexicano. La 
discusión acerca del problema de designación entre precedente, ejecutoria y tesis 
puede verse en Sánchez Gil, Rubén, “El precedente judicial en México. Funda-
mento constitucional y problemas básicos”, Cuestiones Constitucionales, núm. 43, 
2020, pp. 377-432. 

189		  Podemos entender por “sistema jurídico” el conjunto de reglas e insti-
tuciones de derecho positivo por las que se rige una determinada colectividad. 
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tuciones jurídicas como el precedente que es una institución propia 
del Common Law, es inadecuado en un sistema jurídico de Civil Law.

Según esta posición —basada en la idea originaria que guiaba 
el derecho comparado de centrarse en los contrastes y las diferen-
cias entre sistemas jurídicos— no es posible hablar de precedente y 
mucho menos pensar en su utilización en los sistemas jurídicos de 
base legislada debido a los diferentes orígenes históricos, fuentes 
del derecho y procesos de comprensión y aplicación del mismo.190 
La posición opuesta, según la cual es posible hablar de precedente 
en los sistemas jurídicos del Civil Law puede defenderse con por lo 
menos, dos argumentos.

El primero —argumento de derecho comparado— se distancia 
de la idea clásica, originaria en derecho comparado que se basa en 
la identificación de las diferencias entre sistemas, a fin de propor-
cionar una explicación acerca de sus rasgos distintivos, no obstante, 
de la misma forma en la que se identifican diferencias, pueden ha-
llarse también similitudes191 entre los sistemas jurídicos, y son esas 

Castán Tobeñas, José, Los sistemas jurídicos del mundo occidental, 2a. ed., Madrid, 
Editorial Reus. 1957, p. 5.

190		  Una de las posiciones más autorizadas que identificó las diferencias entre 
precedente y jurisprudencia fue Michelle Taruffo, quien por lo demás, reconoció 
la centralidad del precedente para ambos sistemas jurídicos. En cuanto a las dife-
rencias entre precedente y jurisprudencia señaló las siguientes, respectivamente: 
se refiere a una sentencia vs. a varias, experiencia para identificar el criterio de 
la sentencia vs. dificultad para identificarlo; proporciona un criterio implícito 
para aplicarlo en casos semejantes vs. la jurisprudencia o massimas italianas no 
consideran los hechos para ejecutar este juicio de semejanza; el juez posterior 
identifica su aplicación al caso concreto vs. el criterio está previamente determi-
nado; el criterio se extrae directamente de la sentencia vs. el criterio se obtiene de 
una tesis redactada en forma de regla; al extraerse los criterios de las sentencias 
tienen mayor coherencia vs. se generan tantas reglas por sentencia que tienden 
a ser incoherentes. Taruffo, Michelle, “Precedente y jurisprudencia”, Precedente. 
Revista Jurídica, vol. 7, 2007, pp. 87-89.

191		  Van Hoecke, Mark, “Western and Non-Western Legal Cultures”, Re-
chttheorie, Krawietz, W. (ed.), vol. 33, Duncker & Humblot, 2002; Pargendler, 
Mariana, “The Rise and Decline of  Legal Families”, The American Journal of  Com-
parative Law, vol. 60, núm. 4, 2012.
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similitudes las que permiten agruparlos en tradiciones.192 Aún más, 
las semejanzas entre sistemas jurídicos e instituciones, pueden ana-
lizarse de manera productiva, no desde una perspectiva legislativa 
sino desde un enfoque funcional que se centra en los problemas que 
se busca resolver en el interior de los sistemas jurídicos.193 

El segundo es un argumento conceptual.194 De acuerdo con 
uno de los más extendidos conceptos de precedente, tenemos que 
se definen como las decisiones previas que funcionan como mode-
los para decisiones posteriores.195 Si nos atenemos a los elemen-
tos del concepto, podemos dar cuenta de que en el sistema jurí-
dico mexicano (y otros más del Civil Law) tenemos tribunales que 
emiten decisiones que son tomadas en cuenta por otros tribunales 
en ocasiones posteriores. Esto significa que ciertos conceptos dan 
cuenta de instituciones196 —como en el caso del precedente— que 
encuentran un referente en las prácticas de los sistemas jurídicos 
contemporáneos, más allá de aquél en el que tuvieron origen. 

Así, con el respaldo del argumento de derecho comparado jun-
to con el argumento conceptual,197 podemos afirmar con seguridad 

192		  Según Merryman, una tradición jurídica puede definirse como el con-
junto de actitudes profundamente arraigadas, históricamente condicionadas, 
acerca de la naturaleza del derecho, acerca del papel del derecho en la sociedad 
y el cuerpo político, de la organización y la adecuada operación de un sistema 
jurídico y sobre la forma en la que se hace o debe hacerse, aplicarse, estudiarse, 
perfeccionarse y enseñarse el derecho. Merryman, John Henry y Pérez Perdomo, 
Rogelio, La tradición jurídica romano-canónica, trad. de Suárez, Eduardo L., México, 
Fondo de Cultura Económica, 1989, p. 17.

193		  Reimann, Mathias, “The Progress and Failure of  Comparative Law in the 
Second Half  of  the Twentieth Century”, The American Journal of  Comparative Law, 
vol. 50, núm. 4, pp. 676-683.

194		  Con diferentes caracterizaciones e intensidades esta idea ha sido también 
defendida por Gascón, Marina y Núñez, Álvaro.

195		  MacCormick, Neil y Summers, Robert (eds.), “Introduction”, Interpreting 
Precedents, Nueva York, Routlegde, 2016, p. 2.

196		  Gómora-Juárez, Un análisis conceptual del precedente judicial, cit., pp. 31-34.
197		  Para una defensa alternativa de esta postura véase Gómora-Juárez, San-

dra, “La posibilidad conceptual y el argumento histórico en torno al estudio del 
precedente”, Precedente. Revista Jurídica, vol. 11, 2017, pp. 137-185; Núñez Vaque-
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que podemos hablar, discutir y analizar la institución del prece-
dente en los sistemas jurídicos del Civil Law. Esto nos conduce a la 
segunda interrogante que planteó la reforma, que es cómo debía 
entenderse la inserción del precedente en el ordenamiento jurídico 
mexicano.

Si bien podemos discrepar, considero que la mejor forma de en-
tender el precedente es como una decisión jurisdiccional que con-
tiene una (o más) regla autoritativa capaz de hacer una diferencia 
en el razonamiento práctico de las personas decisoras. Esta manera 
de entender el precedente es compatible con la transformación de 
criterios, con la fortaleza argumentativa de las decisiones y con el 
diálogo necesario entre tribunales. Asignar valor autoritativo a los 
precedentes no implica su aplicación irreflexiva sino el empleo de 
sus razones como premisas generalizables en posteriores ejercicios 
de razonamiento práctico para decidir. 

Esta concepción implica, en cambio, partir de la presunción de 
que una persona jueza reflexionó previamente sobre ese criterio y 
efectuó un balance de razones aplicables, con lo cual, a menos de 
que existan nuevas o mejores razones para reabrir el balance, el 
precedente ha de seguirse. El carácter autoritativo del precedente 
implica que se propone hacer una diferencia en el razonamiento 
práctico y proporcionarnos una razón para la acción.

En todo caso consideramos posible, con Gascón y Núñez-Va-
quero  identificar una relación de sinonimia entre “jurispruden-
cia”, “doctrina” y “precedentes” dado que hay similitudes en el 
tratamiento de las decisiones jurisdiccionales en los sistemas jurídi-
cos del Civil Law y del Common Law.198 Para entender las dimensio-
nes de la reforma de 2021 en materia de precedentes he propuesto  

ro, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, cit., pp. 55-74; Martínez Veráste-
gui, Alejandra, El precedente judicial en la tradición continental…, cit., pp. XVII-LVI.

198		  Gascón, Marina, “Precedente y Civil Law: un camino por recorrer. Reflexio-
nes sobre el precedente a partir de los trabajos de Flavia Carbonell y Rodrigo 
Camarena”, Problema, núm. 16, enero-diciembre de 2022, pp. 69-84, disponible 
en: https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/filosofia-derecho/article/view/17031, cit., 
pp. 75 y ss.
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abordarla desde la perspectiva conceptual y teniendo en cuenta 
precisiones concretas relacionadas con nuestro propio ordena-
miento jurídico. 

Una propuesta199 de definición del precedente es entender-
lo como una decisión jurisdiccional que: 1) contiene una regla 
prescriptiva de origen jurisdiccional con calidad autoritativa o, al 
menos, vinculante; 2) tiene la pretensión de regular, mediante el 
ejemplo, la conducta futura de sus destinatarios; 3) Surge necesa-
riamente, como producto de la interpretación novedosa que hace 
un juez de posición jerárquicamente superior del derecho positivo 
vigente de un sistema jurídico, en contextos acotados por reglas 
jurídicas aplicables y hechos particulares; 4) Sirve como un eslabón 
que, a través de la coherencia, armoniza el pasado jurídico existen-
te con el futuro novedoso del derecho.200

Es posible reconocer en el diseño de nuestro sistema jurídico, 
los elementos de referencia en relación con nuestra jurisprudencia 
y ahora, con el precedente, veamos por qué. Cuando abordamos 
esta práctica judicial desde el foco conceptual tenemos más clari-
dad acerca de sus límites, sus elementos, su contenido, para luego 
observar nuestra práctica cotidiana e identificar qué estamos ha-
ciendo o dejando de hacer y evaluar cómo esa práctica responde 
o no a los fines para los que fue creada y cómo podría mejorarse.

De acuerdo con los elementos expuestos, sostengo que la ju-
risprudencia mexicana satisface las condiciones necesarias del 
concepto de precedente propuesto. Las sentencias de los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación contienen re-
glas que pretenden calidad autoritativa y son al menos vinculantes. 
Las reglas técnicas que los regulan201 buscan que los precedentes 

199		  Como se vio en el capítulo 1, hay diferentes definiciones competitivas que 
enfatizan alguno de los diferentes elementos del precedente.

200		  Gómora-Juárez, Un análisis conceptual del precedente judicial, cit., p. 35. El libro 
proporciona una explicación detallada de cada uno de estos elementos desde la 
óptica conceptual.

201		  Las reglas técnicas que regulan el precedente se refieren a qué órganos y 
con qué requisitos pueden sentar precedentes. A esta regulación, otros autores 
se han referido como “la regla de precedente”, atribuyéndole diferentes carac-
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orienten, mediante el ejemplo, las decisiones de los destinatarios 
a quienes se dirigen gracias al sistema de tesis jurisprudenciales y 
aisladas, respectivamente.

Que los precedentes sean vinculantes significa que su segui-
miento no es opcional y el no seguimiento acarrea consecuencias 
de revisión o revocación de la decisión que falló en aplicar el prece-
dente. Este tipo de precedentes suele distinguirse de los precedentes 
persuasivos, que se explican como aquéllos cuyo seguimiento está 
simplemente permitido, por lo que no hay ninguna consecuencia 
que sobrevenga al no seguimiento.202

Los precedentes han surgido en el ejercicio de la interpretación 
de tribunales autorizados para ello, que integran una estructura ju-
dicial y cuyas decisiones afectan el razonamiento práctico de otros 
tribunales inferiores. El ejercicio interpretativo ha buscado mante-
nerse en el espectro de decisión entre coherencia y progresividad, 
aunque no siempre se haya logrado con éxito. En ese sentido, desde 
la óptica conceptual, nuestra jurisprudencia es un precedente rei-
terado en cinco ocasiones consecutivas cuya forma de difusión ha 
adoptado la elaboración de “tesis”, es decir, la redacción de la ratio 
decidendi contenida en la sentencia, en un documento independien-
te, que muestra el criterio para la decisión adoptada. 

En los sistemas jurídicos modernos, la vinculatoriedad del pre-
cedente suele estar asociada a la forma en la que está organizada la 
estructura judicial, de modo que las decisiones de los tribunales de 
vértice vinculan al resto de los tribunales inferiores, por lo cual, los 
precedentes emitidos por tribunales de la estructura judicial auto-
rizados para ello vinculan al resto, de manera descendente. A esta 
forma de articulación del precedente se le conoce como preceden-

terísticas, véase Núñez Vaquero, Álvaro, “¿Son obligatorios los precedentes? La 
regla del precedente como norma(s) constitutiva(s)”, en Núñez Vaquero, Álvaro, 
Arriagada Cáceres, María Beatriz y Hunter, Iván, Teoría y práctica del precedente, 
Valencia, Tirant Lo Blanch, 2020; Pulido Ortiz, Fabio, “¿Es necesaria la regla 
del precedente?”, Problema, núm. 16, enero-diciembre de 2022, pp. 129-154, dis-
ponible en: https://doi.org/10.22201/iij.24487937e.2022.16.17033.

202		  Pulido Ortiz, Fabio, Jueces y reglas…, cit., pp. 325-385. 
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te vertical, en tanto que el seguimiento opcional de precedentes 
emitidos por órganos homólogos, extranjeros o el propio tribunal 
creador de precedente203 se conoce como precedente horizontal. 
Ambas clasificaciones son identificables en la práctica judicial 
mexicana. 

Con la explicación previa que proporciona una cierta estructu-
ra teórica, es posible identificar que algunas de las características 
de nuestro precedente local o jurisprudencia, son contingentes, no 
necesarias.204 Esto significa que además de satisfacer las condicio-
nes necesarias del concepto de precedente expuesto, nuestra juris-
prudencia presenta también condiciones adicionales contingentes 
que le caracterizan, a saber, la reiteración y la elaboración de tesis.  

Desde esta óptica, la reforma judicial que modificó el sistema 
de jurisprudencia es una expresión de esta tesis conceptual, con la 
incorporación de la “jurisprudencia por precedentes” de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación que le habilita para crear prece-
dentes vinculantes sin necesidad de reiteración. Al mismo tiempo, se 
mantiene la creación de precedentes reiterados para otros órganos 
jurisdiccionales (“jurisprudencia por reiteración”). Esto es, ambas 
formas de creación de precedentes son posibles y están operando 
en el sistema jurídico mexicano.

De hecho, Camarena sostiene que el sistema mexicano es mix-
to; pues se compone de un sistema de jurisprudencia y otro de pre-
cedentes que coexisten simultáneamente, en el primer caso, se refie-
re a los criterios reiterados contenidos en las resoluciones de juicio 
de amparo que adquieren carácter de jurisprudencia, mientras que 
en el segundo, se refiere a los criterios contenidos en las sentencias 
de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionali-

203		  Gascón, Marina, “Racionalidad y autoprecedente. Breves consideracio-
nes sobre el fundamento e implicaciones de la regla del autoprecedente”, Teorder, 
núm. 10, 2011, pp. 132-144. 

204		  Mientras que las condiciones necesarias hacen del precedente lo que es, 
las condiciones contingentes son rasgos que pueden o no presentarse en diferen-
tes ejemplares de una clase, o bien, que se presentan solo en algunos ejemplares 
del concepto, como es el caso de la jurisprudencia mexicana.
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dad.205 Cabe pensar que, a partir de la reforma, con mayor razón 
podemos referirnos a la jurisprudencia por precedente, como parte 
del sistema de precedentes aunque la denominación elegida para 
designarla no sea la más clara.

En buena medida, esa confusión que persiste en la comunidad 
jurídica ha sido creada por las diversas denominaciones con las que 
se ha hecho referencia a la jurisprudencia, en la legislación y en 
los diferentes acuerdos que se han emitido al respecto. Desde hace 
tiempo, tenemos en circulación denominaciones como: jurispru-
dencia, doctrina, criterio, tesis, tesis aislada, tesis jurisprudencial, 
precedente y no siempre se han usado de manera uniforme en las 
propias disposiciones normativas, con lo cual, los cambios introdu-
cidos con la reforma han acrecentado el enredo que puede repre-
sentar tener tantas denominaciones en circulación.

Siguiendo la línea trazada hasta aquí, me parece importan-
te reconocer —habida cuenta de las muchas y variadas acepcio-
nes— que, en nuestro contexto, el vocablo jurisprudencia se ha 
empleado durante mucho tiempo para referirse a los criterios 
interpretativos (y algo más) que se extraen de las sentencias y se 
colocan en un documento independiente. En ese sentido, cuando 
en alguna resolución se hacía referencia a doctrina, criterio o 
tesis en cualquiera de sus modalidades, podemos asumir que se 
hablaba de jurisprudencia; mientras que el vocablo precedente 
se reservaba  a las sentencias reiteradas, que debían acumularse 
para lograr sentar jurisprudencia por reiteración. No obstante, 
nuestras muy arraigadas prácticas, la reforma de 2021 aconseja 
tener un poco más de cuidado y usar con mayor precisión las 
categorías conceptuales que moldean nuestras instituciones en 
aras de la claridad, la facilidad y una mejor comunicación, esto 
sin tomar en cuenta que cuanto  mejor sea nuestra comprensión  

205		  Camarena González, Rodrigo, “La creación del precedente en la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación”, en Bernal Pulido, Carlos, Camarena Gonzá-
lez, Rodrigo y Martínez Verástegui, Alejandra (coords.), El precedente en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
2018.
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de las formas de denominar a nuestras instituciones, mayor será 
también el éxito con el que se usen.

Así las cosas, en el contexto mexicano conviene diferenciar la 
sentencia del precedente, dado que no todas las sentencias que se 
dictan constituyen precedente; por otra parte, la distinción entre la 
jurisprudencia y el precedente está vinculada con la reiteración del 
criterio interpretativo en el primer caso, que no lo es en el segundo 
caso. En los términos de la reforma, la jurisprudencia por reitera-
ción se dirige a uno de los sistemas por los que puede crearse con la 
repetición de criterios, mientras que, en la jurisprudencia por pre-
cedente basta con la generación del criterio en una sola resolución, 
que reúna la votación necesaria para integrarla.

En ese sentido, las tesis no son un rasgo diferenciador entre 
sistemas de creación de jurisprudencia. Las tesis son un documento 
independiente de la sentencia precedente que contiene un criterio 
interpretativo (o varios) que en nuestro ordenamiento jurídico pue-
den ser tesis aisladas —cuando se trata del criterio extraído de una 
sola sentencia— o tesis de jurisprudencia, que se constituye cuando 
el criterio extraído se ha reiterado en cinco sentencias consecutivas. 
Sin embargo, el uso de tesis o institucionalización de rationes deci-
dendi206 no es exclusivo de nuestro sistema de jurisprudencia, sino 
también del sistema de precedentes producidos vía amparo, no así 
con los precedentes producidos en controversias y acciones.

Estas distinciones son útiles en un sentido adicional. A par-
tir de la reforma, se busca que operadores judiciales y usuarios 
de precedente nos aproximemos a las diferentes categorías y ele-
mentos que lo integran, con mayor precisión, con el objetivo de 
aprovechar al máximo sus beneficios y depurar nuestra técnica 

206		  Dentro de las técnicas para la identificación de la ratio decidendi de un pre-
cedente, tan inacabada y controvertida como se vio en el capítulo primero, está 
aquélla de elaborar tesis, máximas o súmulas, también denominada por Álvaro 
Núñez como “tesificación” o “maximización de rationes decidendi”. Núñez Va-
quero, Álvaro, “Sobre la maximización de la jurisprudencia y los precedentes”, 
Discusiones, vol. 2, núm. 29, 2022, pp. 31-75. Una discusión extendida sobre este 
problema se encuentra en los diversos artículos que integran el propio número 
de la revista.
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para identificar y justificar de manera más adecuada demandas 
y sentencias.

Ahora bien, además de la incorporación del precedente y de 
la forma de entender sus elementos en el entramado del ordena-
miento jurídico mexicano, la reforma de 2021 incluyó a nivel legal 
un formato delimitado acerca de los elementos que debe contener 
la tesis. El artículo 218 de la Ley de Amparo dispuso que el nuevo 
formato de tesis debía contener: rubro, hechos, criterio jurídico, 
justificación y datos de identificación del asunto.

Las modificaciones al formato de tesis207 abrieron el debate 
acerca de la pertinencia de pedir a los redactores de tesis diferen-
ciar sus elementos, en contraste con la práctica tradicional en la 
que cada órgano tenía cierta libertad de redacción. La pérdida de 
dicha libertad no fue bien recibida en varios sectores de la judica-
tura y el gremio que cuestionaban su idoneidad,208 sin embargo, es 
razonable admitir que las tesis tal como se venían redactando, po-
dían contener bastantes más cosas que solo la ratio decidendi, o lo que 
es peor, podían contener otras cosas como la narración de hechos 
particulares, disposiciones normativas, obiter dicta, la decisión, pero 
no una ratio decidendi.209

El cambio en el formato de tesis encuentra un argumento adi-
cional para su defensa y es que la práctica de elaborar tesis, se ins-

207		  Sobre el origen de las tesis mexicanas, véase Sánchez Gil, Rubén, “Prece-
dente judicial, ejecutoria y tesis: notas a efectos prácticos”, en Carbonell, Miguel 
(coord.), El precedente judicial, Centro Carbonell, México, 2022, pp. 87-128.

208		 La persona lectora podrá tener en cuenta que la discusión y evaluación 
en torno al papel e importancia de la jurisprudencia en México era más bien 
escasa antes de la reforma. Muy pocos textos se habían destinado a examinar de 
una manera crítica su articulación y operación, entre ellos, Gómora Colín, José 
Noé, Jurisprudencia en México, México, Porrúa, 2006; Palomo Carrasco, Óscar, 
La observancia obligatoria de la jurisprudencia emanada de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito en los actos administrativos, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas.

209		  Para una revisión y discusión detallada sobre los vicios y deformaciones 
que ha experimentado el sistema de tesis mexicano, véase Gómora-Juárez, San-
dra, “Sobre la maximización de la jurisprudencia y los precedentes: casos de la 
vida real”, Discusiones, vol. 2, núm. 29, 2022, pp. 95-117.
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titucionalizó por primera vez en nuestra práctica jurídica, según 
sabemos, en 1957.210 Conviene recordar que desde el plano con-
ceptual, la elaboración de tesis es un rasgo contingente del prece-
dente, tan es así que, antes de la institucionalización de las “tesis”, se 
publicaban las sentencias y, por lo tanto, se consultaban los criterios 
contenidos en las sentencias de manera directa, esto quiere decir 
que nuestra práctica del precedente pudo haber sido y de hecho fue 
distinta durante algún tiempo.211 

Esta constatación conceptual no se contrapone al reconoci-
miento de la utilidad que tienen las tesis para el conocimiento y 
difusión de los precedentes,212 así como los diversos fines pedagó-
gicos que se pueden atribuir a su elaboración, no obstante, es útil 
para esta reflexión identificar que nuestra práctica de precedentes, 
alguna vez fue de otro modo.

Así las cosas, el debate mexicano al respecto plantea al menos 
dos vertientes:213 1) la discusión acerca del diseño de las tesis con 

210		  Algunos acontecimientos relevantes contextualizan dicha institucionaliza-
ción, relacionados principalmente, con el desfase de la publicación de sentencias, la 
organización de la publicación de los criterios jurisprudenciales y su difusión, dado 
que el sistema de tesis se consolidó con posterioridad a 1951, de la mano de la com-
plejidad en la operación de la jurisprudencia, el incremento de órganos de justicia 
federal y sus atribuciones. Saavedra, Camilo, “El poder de la jurisprudencia. Un 
análisis sobre el desarrollo y funcionamiento del precedente judicial en México”, 
en Bernal Pulido, Carlos y Martínez Verástegui, Alejandra, op. cit., p. 312.

211		  Ibidem, pp. 296 y 302. 
212		  La comunicación de los precedentes constitucionales a los órganos infe-

riores del Poder Judicial de la Federación, así como a los tribunales locales es una 
tarea necesaria para el conocimiento, socialización y aplicación de éstos . Para 
un estudio acerca de los mecanismos formales e informales de comunicación de 
los precedentes de la Suprema Corte y cómo influyen en su posterior aplicación, 
véase Morales Ramírez, Gladys F., “La comunicación de los precedentes consti-
tucionales y su difusión en las jerarquías judiciales: un análisis del caso mexica-
no”, Revista Derecho del Estado, núm. 59, 2024, pp. 125-158.

213		  Varios de los problemas aquí discutidos fueron analizados en una serie de 
Mesas de análisis organizadas por el Centro de Estudios Constitucionales de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación durante 2023, las cuales están disponi-
bles en: https://www.youtube.com/watch?v=d6TFzcpbjhE en https://www.youtube.com/
watch?v=jXN1Xc0Lgas, así como en https://www.youtube.com/watch?v=3kADNKWibmc.
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los elementos referidos, y 2) la discusión acerca de la conveniencia, 
idoneidad y/o necesidad de seguir usando tesis —entendidas como 
el documento, diverso a la resolución judicial, que contiene las ra-
tiones decidendi que se extraen de ésta en primer lugar. 

La primera vertiente de la discusión acerca del diseño de las 
tesis con los elementos referidos exige recordar los diferentes vicios 
y deformaciones que con el tiempo se han ido arraigado en la prác-
tica mexicana, esto es, invita a desmitificar la figura de la tesis juris-
prudencial como el documento perfecto, infalible e incuestionable 
en  que llegó a convertirse, por lo menos discursivamente.

En ese orden de ideas, conviene traer a la memoria que, según 
el Acuerdo General número 20/2013 del Pleno de la Corte,214 en-
tendíamos la tesis como la “expresión por escrito, en forma abstrac-
ta, de un criterio jurídico establecido al resolver un caso concreto. 
En consecuencia, la tesis no es un extracto, una síntesis o un resu-
men de la sentencia”, con la que se trataba de transmitir un criterio 
con claridad tal que no hubiera necesidad de recurrir a la resolu-
ción correspondiente. Aquella definición que parecía clara  generó 
productos muy diversos a lo largo del tiempo.

El AG 17/2019 del Pleno de la Corte215 fue el primer docu-
mento normativo que planteó en su artículo 39, una modificación 
en la forma de entender las tesis, haciendo referencia no solo al 
criterio jurídico para un caso concreto sino también a su redacción 
en forma de regla, compuesta por un supuesto de hecho, descrip-
tivo de las circunstancias fácticas constituyentes del campo de apli-
cación de la regla, y de la consecuencia jurídica  al  establecer la 
solución normativa.

214		  Acuerdo general número 20/2013, de veinticinco de noviembre de dos mil trece, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a las reglas para la elaboración, envío y pu-
blicación en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de las tesis que emiten la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito y los Tribunales Colegiados de Circuito.

215		  Acuerdo general número 17/2019, de veintiocho de noviembre de dos mil diecinueve, 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a las reglas para la elabora-
ción, envío y publicación en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta, de las tesis 
que emiten la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito y los Tribunales 
Colegiados de Circuito.
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El cambio de diseño de la tesis me parece un acierto en la ruta 
hacia el mejoramiento de nuestras prácticas, con el objetivo de 
brindar elementos más claros y mejor reflexionados para la justi-
ficación de las decisiones, dentro y fuera de la judicatura. En ese 
sentido, la estructura enriquecida de las tesis216 conduce a un modo 
más completo de aproximarnos a los criterios interpretativos con-
tenidos en los precedentes, gracias a que incluye el supuesto jurídi-
co que da lugar al ejercicio interpretativo, la consecuencia jurídica 
que se sigue, así como su justificación. Esta estructura enriquecida 
de tesis promueve un acercamiento más franco y un conocimiento 
más completo y directo de los precedentes.

La segunda vertiente de la discusión se refiere a la convenien-
cia, idoneidad y/o necesidad de seguir usando las tesis. Esta dis-
cusión se puede reconstruir desde dos posiciones principales: la 
que llamaré radical, que cuestiona la pertinencia de usar la maxi-
mización de rationes decidendi como se ha venido haciendo en los 
últimos setenta años pero, en cambio, sugiere la posibilidad de 
pasar a un sistema de consulta directa de los precedentes que se 
ha habilitado con la introducción del precedente a nuestro orde-
namiento jurídico. 

La posición moderada se pronuncia por mantener las tesis de 
nuevo formato, debido a dos razones: la primera, porque hoy por 
hoy, las tesis son un instrumento con el que la comunidad jurídica 
está muy familiarizada217 y su eliminación abrupta del sistema po-

216		  Se retoma en el considerando octavo del AG 1/2021. Acuerdo general número 
1/2021, de ocho de abril de dos mil veintiuno, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, por el que se determina el inicio de la undécima época del Semanario Judicial de la 
Federación, y se establecen sus bases.

217		  Sobre esta cuestión, María Amparo Hernández advierte que, al ser in-
formación de fácil consumo, las tesis desincentivaron la lectura, comprensión 
y análisis de sentencias, por lo que, en lugar de formar competencias analíticas y 
argumentativas, se solían citar trozos de información, no pocas veces inconexos. 
Hernández Chong Cuy, María Amparo, “Jurisprudencia y sistema de preceden-
tes: escenarios a partir de la reforma judicial”, en López Noriega, Saúl y Martín 
Reyes, Javier (coords.), La tormenta judicial. Implicaciones de la reforma de 2024 en 
México, México, Nexos, 2025, p. 119.



93EL TRÁNSITO DE LA JURISPRUDENCIA AL PRECEDENTE

dría tener peores consecuencias que los potenciales beneficios en los 
que pudiera pensarse; la segunda razón atiende a la constatación 
fáctica de que la abogacía en México no ha estado y no está siendo 
formada en las herramientas de análisis de casos y de razonamien-
to jurídico a partir de precedentes. Las escuelas de derecho del país, 
hasta el día de hoy, no incluyen materias en su currículo destinadas 
a la jurisprudencia, el precedente o las herramientas analíticas que 
permitan, al estudiantado y al gremio, identificar los elementos del 
precedente, necesarios para una argumentación dentro y fuera de 
la judicatura. 

Al respecto, no hay elementos que permitan suponer que po-
dríamos operar en un sistema de precedentes —que exigiera acu-
dir directamente a la sentencia sin intermediación de la tesis— de 
manera medianamente satisfactoria sin una formación mínima, la 
cual, a su vez, requiere de cierto tiempo. Por lo demás, la posición 
moderada admite la posibilidad futura de transitar de forma gradual 
a un sistema de consulta directa de precedentes.

II. Precedente judicial y derechos humanos:  
conexiones y reflexiones

Corresponde ahora abordar la interrogante respecto de las conse-
cuencias que la reforma constitucional en materia de precedentes 
tendría en la operación cotidiana del sistema de jurisprudencia y 
tesis que ha sido una constante desde mediados del siglo XX en el 
sistema jurídico mexicano.

Para efectos de este abordaje, dividiré la explicación en dos 
bloques: en el primero argumentaré que la mejor forma de en-
tender el tránsito de la jurisprudencia al precedente en el con-
texto del derecho en México requiere ampliar la perspectiva de 
los elementos de análisis a considerar para comprender las con-
secuencias de esta última reforma, así como su prospectiva. En 
el segundo bloque sostendré que la incorporación del precedente 
es producto del momento constitucional que vivimos y, por lo 
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tanto, necesaria y congruente con el desarrollo del propio sistema 
jurídico.

1. Ampliando la perspectiva

Para responder al cuestionamiento  de las posibles consecuen-
cias  de la reforma en materia de precedentes en el sistema jurídico 
mexicano, es necesario dar un paso atrás y lograr una perspectiva 
más amplia y abarcadora de diferentes fenómenos jurídicos, para 
dar cuenta de este cambio, que ha tenido lugar en el contexto de 
muchos otros.

En otras palabras, es necesario observar la reforma judicial de 
2021 y la incorporación del sistema de precedentes desde una pers-
pectiva más amplia que considere la trayectoria constitucional en 
México. 

Al hablar de trayectoria constitucional quiero referirme a la 
serie de reformas que ha experimentado la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en las últimas tres décadas y que, 
desde mi perspectiva, han transformado, de manera indirecta y 
gradual, varias de las prácticas jurídicas en el interior del propio 
sistema. Además, dichas reformas constitucionales se han acom-
pañado de otros cambios normativos que han redireccionado las 
prácticas jurídicas.

En esta perspectiva ampliada que integra la trayectoria consti-
tucional, hemos de incluir diversos documentos normativos con las 
consecuencias que han traído consigo. Esta breve reconstrucción de 
la trayectoria constitucional es necesariamente incompleta, puesto 
que solo recupera aquellos acontecimientos jurídico-normativos que 
han tenido alguna repercusión en cuanto a la jurisprudencia y el 
precedente en México. Ciertamente, se podría dar cuenta de mu-
chos otros eventos relevantes en su conjunto, pero el objetivo que se 
persigue aquí es más modesto y acotado a este tema.

Es preciso fijar el inicio de este recorrido en la reforma consti-
tucional de 1994, ya que parece haber consenso en la comunidad 
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académica en que este punto fue el de mayor y mejor consolida-
ción del Poder Judicial de la Federación como poder autónomo 
institucionalmente hablando, no solo en términos de gestión y 
prestigio social, sino también en términos de recursos económi-
cos. Hasta 1987, explica Fix-Fierro, el Poder Judicial en México 
era considerado un poder de tercera, más que tercer poder en la 
medida en que no tenía poder de acción en términos paritarios 
frente al Ejecutivo y Legislativo.218 A partir de ese momento, el 
rediseño constitucional operó para conferirle mayores facultades 
y presupuesto, al tiempo que se les confirieron también a los Po-
deres Judiciales de las entidades federativas. La combinación de 
acontecimientos referidos permitió que el Poder Judicial saliera 
del abandono y comenzara un proceso de modernización en el 
que los tribunales estaban “destinados a convertirse en actores 
centrales de la vida pública”.219

Es tal la importancia de la reforma de 1994 que se ha entendi-
do como el punto inicial de un ciclo de construcción del tribunal 
constitucional.220Dado el contexto referido,221 es razonable afirmar 
que los cambios experimentados  fueron el detonante más contun-
dente de fortalecimiento del Poder Judicial de la Federación con 
modificaciones en la competencia de la Corte para que transitara 
de la legalidad a la constitucionalidad, la creación del Consejo de 

218		  Debe tenerse en consideración que los cambios referidos ocurrieron en 
un contexto en el que México venía de vivir décadas de gobierno autoritario de 
partido hegemónico. Fix-Fierro, Héctor, El poder del Poder Judicial y la modernización 
jurídica en el México contemporáneo, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2020, p. 317.

219		  Ibidem, p. 318.
220		  Astudillo, César, El funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

como tribunal constitucional. El dilema de decidir sobre qué y cómo decidir, México, Tirant 
Lo Blanch, 2019, p. 23.

221		  El Poder Judicial comenzó a operar como verdadero tribunal constitucio-
nal, alejándola de una comprensión meramente política de la Constitución para 
permitirle asumir el sentido normativo de la misma. Astudillo, César, “El futuro 
de la Constitución”, en Valadés, Diego y Carbonell, Miguel (coords.), El proceso 
constituyente mexicano. A 150 años de la Constitución de 1857 y a 90 de la Constitución de 
1917, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2007 pp. 14 y ss.
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la Judicatura Federal,222 la acción de inconstitucionalidad y la for-
malización de la carrera judicial.223 

Ahora bien, tales cambios rendirían frutos gradualmente, de 
modo que en consonancia con el desarrollo y práctica de las atri-
buciones señaladas, el Poder Judicial de la Federación transitó a 
una etapa de consolidación y profesionalización decisiva. Incluso 
antes de 2011, la Suprema Corte de Justicia de la Nación comen-
zó a efectuar lecturas progresistas y protectoras de derechos.224 
Cuando llegó la reforma de 2011 a México, el mundo había ex-
perimentado transformaciones normativas profundas y gradua-
les, que eventualmente incidieron también a nivel interno. Ha de 
considerarse que el decálogo de los derechos y las garantías pre-
vistas en las Constituciones nacionales fueron insuficientes para la 
protección efectiva de los derechos, como se constató al término 
de la Segunda Guerra Mundial. A partir de ese momento, co-
menzó un proceso de internacionalización del derecho constitucional de 
los derechos humanos en el que se prioriza la protección de los dere-
chos de las personas, con lo cual, surgen los sistemas universal y 
regionales de protección de derecho humanos.225

Con el tiempo se produjo el proceso inverso de constitucionali-
zación del derecho internacional de los derechos humanos con la aplicación 
progresiva del derecho internacional de los derechos humanos en 
el ámbito interno de los Estados, a través de cláusulas constitucio-
nales o de la jurisprudencia constitucional, que fue definiendo cuál 

222		  Para un estudio acerca de los diseños de los órganos de administración de 
los poderes judiciales a nivel mundial, véase Fix-Fierro, Héctor, Cuadernos para 
la reforma de la justicia 3. El Consejo de la Judicatura, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 1996.

223		  Fix-Fierro, Héctor, El poder del Poder Judicial y la modernización jurídica…, cit., 
p. 324.

224		  Véase por ejemplo el Amparo Directo Civil 6 de 2008, relativo a la recti-
ficación de acta de nacimiento por cambio de sexo. Gómora-Juárez, Sandra, Un 
análisis conceptual del precedente judicial, cit., pp. 208 y 209.

225		  Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Panorámica del derecho procesal constitucional y 
convencional, México, Marcial Pons-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2017, p. 664.
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sería la jerarquía constitucional a los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos en el ámbito interno.226

Ese contexto prevalecía cuando México recibió la sentencia con-
denatoria del caso Radilla Pacheco227 que impuso al Estado mexica-
no diversas reparaciones por su responsabilidad en la violación de 
derechos humanos, entre otras, adoptar en un plazo razonable, las 
reformas legislativas pertinentes para hacer compatibles diversas le-
yes internas con los estándares internacionales en la materia y con la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como asignar 
presupuesto para  programas o cursos permanentes para las autori-
dades, relativos al análisis de la jurisprudencia del Sistema Interame-
ricano de Protección de los Derechos Humanos.

Al conocerse la sentencia en la Corte, el entonces ministro 
presidente Guillermo Ortiz Mayagoitia formuló una consulta al 
tribunal pleno con el fin de dilucidar cuáles son las obligaciones 
concretas, establecidas en la sentencia, que correspondían al Poder 
Judicial de la Federación y la forma de instrumentarlas. La recep-
ción del Caso Radilla Pacheco en la Corte se dio mediante el Expe-
diente Varios 912/2010.228

Sin embargo, ocurrió que mientras estaba el asunto en la Cor-
te, los días 6 y 10 de junio del 2011 se publicaron en el Diario Oficial 

226		  Ibidem, pp. 665-671.
227		 Se trata de la detención arbitraria y posterior desaparición forzada, a 

manos del ejército mexicano, del señor Rosendo Radilla Pacheco. El caso fue 
llevado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en noviembre de 
2001 y posteriormente en marzo de 2008 a la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, que resolvió en una emblemática sentencia del 23 de noviembre 
de 2009 que el Estado mexicano es responsable por múltiples violaciones a los 
derechos humanos previstos en la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos. Sentencia disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/ 
seriec_209_esp.pdf.

228		  Esta evolución orgánica demuestra cómo la práctica judicial mexicana 
había comenzado a reconocer, aun antes de su mandato constitucional, la ne-
cesidad de armonizar el derecho interno con los estándares internacionales, a 
través de la interpretación y aplicación de los tratados internacionales, aunque 
la reforma de 2011 fue la cristalización formal de una práctica que ya había 
demostrado su valor en la protección de los derechos fundamentales.
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de la Federación diversas reformas a numerales de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos229 que resultaban signi-
ficativas para la resolución del asunto. Tales reformas recordemos, 
relativas al reconocimiento de los derechos humanos de todas las 
personas, previstos en la Constitución y en los tratados internacio-
nales, así como su protección frente a actos violatorios  u omisiones 
por parte de las autoridades. 

La combinación del Caso Radilla Pacheco y la reforma de 2011, 
condujo a la posición adoptada por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación al respecto. En el expediente Varios 912/2010 el 14 de 
julio de 2011el Pleno resolvió230 que el control de convencionalidad 
debía ser ejercido por todos los órganos con funciones material-
mente jurisdiccionales, esto es, cualquier tribunal de toda índole, 
ya que se tiene la obligación constitucional de interpretar los tra-
tados de manera más beneficiosa para la persona. Se destacó que 
el control de convencionalidad es acorde con el espíritu y la letra 
del artículo 1o. constitucional y en consecuencia dicho control se 
debe realizar por todos los jueces del Estado Mexicano de acuerdo 
con la propia Constitución —no declarando de manera general la 
inconstitucionalidad de leyes— sino inaplicando al caso concreto 
aquella norma que es contraria a nuestra Constitución Política o a 
los tratados internacionales de derechos humanos.

En el marco de la discusión, el entonces ministro Cossío indicó 
que se debía encontrar un modo de incorporar de manera concreta 
las obligaciones derivadas de la sentencia interamericana al contex-
to constitucional, sus alcances y efectos ante la falta de una ley de 
recepción emitida por el Congreso de la Unión. La solución a la 
que se arribó implicaba lo siguiente:

229		  Como resultado de este profundo cambio constitucional, se presentó el 
inicio de la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, AG 9/2011. 

230		  La discusión del asunto es rica y profunda, al mostrar las diversas po-
siciones que las personas ministras adoptaron en su momento, respecto de las 
muchas dificultades enfrentadas y las posibles lecturas interpretativas al respec-
to. Expediente 912/2010 disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/
estrado_electronico_notificaciones/documento/2018-08/SENTENCIA-EXP-VARIOS-
912-2010-PLENO.pdf.
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•	 El Poder Judicial de la Federación debía ejercer un control 
de convencionalidad;

•	 Todos los tribunales del Estado Mexicano deberían ejercer el 
control de convencionalidad;

•	 Deber de aplicar la interpretación más favorable bajo el 
principio pro homine. Todos los órganos del Estado Mexicano 
en términos del artículo 1o.  tienen que encontrar la interpre-
tación más favorable.

En suma, se estableció un nuevo tipo de control de la regulari-
dad de los actos de autoridad (control difuso) y se precisó el nuevo 
parámetro para ejercer dicho control, que ahora incluye también 
las normas de derechos humanos previstas en tratados internacio-
nales. En este caso se explica cómo los jueces deben actualizar el 
principio de supremacía constitucional. Para lograr este efecto, re-
sultó necesario que el Pleno, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley Orgánica modificara las jurisprudencias P/J 73/1999 y  P/J 
74/1999 —en las que se interpretó el artículo 133 de la Consti-
tución Federal— que sostenían el criterio de que el control difuso 
de la constitucionalidad de normas generales no estaba autorizado 
para todos los jueces del Estado Mexicano.

La gran relevancia de este asunto radica en la transformación 
de la discusión acerca del control constitucional, ya que anterior-
mente ante esta discusión y decisión constitucional que sentó un 
precedente fundamental, únicamente se tenía una posibilidad: la 
del control concentrado de carácter constitucional. De modo que 
el control de regularidad constitucional o superior solo podía con-
ducirse a través  de procesos de control constitucional concentrados 
—amparo, controversias constitucionales y acciones de constitucio-
nalidad— cuyo parámetro único era la Constitución.231 

231		  Cossío D., José Ramón, “Primeras implicaciones del caso Radilla”, Cues-
tiones Constitucionales, núm. 26, 2012, pp. 35 y ss.
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El caso Radilla colocó en la discusión la posibilidad de contar 
con otro tipo de control constitucional (difuso)232 y otro paráme-
tro233 para efectuar ese control (convencionalidad),234 con lo cual 
amplió considerablemente las posibilidades del control de regula-
ridad. Desde entonces, la evolución jurisprudencial del control de 
constitucionalidad-convencionalidad difuso continuó su curso.235

232		  El efecto de este ejercicio es que la persona juzgadora ordinaria, es decir, 
que no tiene como competencia directa el control (concentrado) de constitucio-
nalidad, puede encontrar —por iniciativa propia o a instancia de parte— que 
una de las normas mediante las cuales debe resolver el litigio es (evidentemente a 
su juicio) contraria a la Constitución. Por lo mismo, lo que procede es inaplicarla 
al caso concreto, es decir, hacer como si la misma no formara parte del ordena-
miento y, con base en ello, resolver lo que corresponda. Como lo evidencia la 
resolución, la Suprema Corte dispuso que entre los preceptos constitucionales y 
los convencionales no existen relaciones jerárquicas a efecto de llevar a cabo las 
tres operaciones señaladas, sino que unos y otros deben entenderse y aplicarse de 
manera coordinada como un bloque. Ibidem, pp. 58 y ss. 

233		  Para una revisión de la línea jurisprudencial que ha establecido la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación sobre el control de convencionalidad, véase 
Martínez Verástegui, Alejandra, Barreto Nova, Óscar Guillermo y Hernández, 
Porfirio Andrés, Cuadernos de jurisprudencia núm. 10. Control de convencionalidad, Mé-
xico, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Centro de Estudios Constitucio-
nales, 2021.

234		 Se emitieron diversas tesis que delinearon las bases del ejercicio del ci-
tado control difuso de convencionalidad, tales como: “P. LXVII/2011(9a.) CON-
TROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 
CONSTITUCIONALIDAD”, “P. LXIX/2011(9a.) PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL 
DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DE-
RECHOS HUMANOS”; y “P. LXVIII/2011 (9a.) PARÁMETRO PARA EL CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”.

235		  Si bien, no ahondaré más en este tema, es de central importancia ob-
servar que esa evolución (con sus claroscuros) ha sido producida mediante la 
interpretación constitucional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Para 
un recuento, véase Samaniego Santamaría, Luis Gerardo, “Control difuso de 
constitucionalidad-convencionalidad. Evolución jurisprudencial a cien años de la 
Constitución mexicana de 1917”, en Flores Pantoja, Rogelio, La Constitución y sus 
garantías. A 100 años de la Constitución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuen-
tro Iberoamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, 
Centro de Estudios Constitucionales de Querétaro-UNAM, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, 2017.
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Así, siguiendo a Astudillo, el parámetro de control de regulari-
dad que deberán ejercer todos los jueces del país se integró236 de la 
siguiente manera:

• 	 Todos los derechos humanos contenidos en la Constitución 
Federal (con fundamento en los artículos 1o. y 133), así como 
la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la Federa-
ción;

• 	 Todos los derechos humanos contenidos en los Tratados In-
ternacionales  de los que el Estado Mexicano sea parte;

• 	 Todas las sentencias de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos establecidas en las sentencias en las que el 
Estado Mexicano haya sido parte, y criterios orientadores de 
la jurisprudencia y precedentes de la citada Corte, cuando el 
Estado Mexicano no haya sido parte.

Ahora bien, desde mi perspectiva, la reforma judicial de 2021 
en materia de precedente constituye un eslabón fundamental en la 
trayectoria constitucional que se ha venido escribiendo en México 
y se comprende mejor desde la perspectiva ampliada que hemos 
trazado.237

La conciencia acerca de dónde venimos, en dónde estamos 
y hacia dónde vamos en materia de jurisprudencia y preceden-
te, nos permite tener mayor claridad del papel que han jugado 
estas instituciones en el desarrollo del sistema jurídico y en la 
protección progresiva de los derechos. Asimismo, el paso hacia 
la adopción de precedentes por parte de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación acompañó el tránsito del máximo tribunal 

236		  Astudillo, César, “El bloque y el parámetro de constitucionalidad”, en 
Carbonell Sánchez, Miguel, Fix-Fierro, Héctor, Valadés, Diego (coords.), Estado 
constitucional, derechos humanos, justicia y vida universitaria. Estudios en homenaje a Jorge 
Carpizo. Estado constitucional, t. IV, vol. 1, UNAM, Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas, pp. 134 y 135.

237		  Para una lectura política de la reforma judicial de 2021, diversa de la que 
aquí se expone véase Hernández Chong Cuy, María Amparo, op. cit.
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hacia su consolidación como tribunal constitucional, el cual tiene 
la enorme responsabilidad de interpretar la Constitución a fin 
de delinear los contornos de los derechos ahí contenidos y cuya 
redacción es abstracta.

2. Momentos constitucionales

En esta sección me propongo explorar la función de los tribu-
nales constitucionales en el marco del constitucionalismo de dere-
chos en el que se colocaba México en 2021238 con la reforma cons-
titucional. Sostengo que el paso de la jurisprudencia al precedente 
era necesario en el proceso evolutivo de la construcción interpreta-
tiva del Poder Judicial de la Federación, que se explica  por la tarea 
asignada  a los tribunales en las democracias constitucionales. 

La afirmación previa requiere ser respalda por razones adicio-
nales, por lo que hemos de explorar ¿qué puede significar el que la 
Suprema Corte de Justicia funcione realmente como tribunal cons-
titucional, por una parte y, por otra, ¿qué implicaciones tiene que la 
doctrina constitucional239 que genere enmarque la labor de los órga-
nos jurisdiccionales del país según lo propuso la reforma de 2021?240

Vayamos por partes, el tránsito y la transformación de los que 
se ha hablado tienen lugar en el escenario del constitucionalismo 
contemporáneo, aquél que surge como resultado del abandono del 
legalismo cuyas expresiones jurídico-políticas se desbordaron de 

238		   Al menos todavía hasta la fecha en que esta contribución terminó de 
escribirse.

239		  Refiriéndose a los criterios interpretativos con valor de precedente que 
van moldeando la postura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

240		  Según lo dispuso el artículo sexto transitorio de la reforma constitucional 
de 2021, el sistema de creación de jurisprudencia por precedentes entró en vigor 
con la emisión del Acuerdo General número 1/2021 de ocho de abril de dos mil 
veintiuno, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se 
determina el inicio de la undécima época del Semanario Judicial de la Federa-
ción, y se establecen sus bases. Disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5615937&fecha=15/04/2021#gsc.tab=0. 
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una manera trágica en el pasado; junto con la inclusión de valores 
y principios en las Constituciones, lo que llevó a sustituir al “Estado 
de derecho” por el “Estado constitucional de derecho”.241 

El que el Estado se haya sujetado al constitucionalismo tiene 
como consecuencia, una cierta forma de entendimiento. Vivir en 
el marco del constitucionalismo podría caracterizarse, según Agui-
ló, como una ideología que muestra dos notas distintivas, a saber, el 
reconocimiento de los derechos como fuente de legitimidad política  
—cuyo respeto es central para la acción jurídico-política y se mani-
fiesta en una forma constitucional— en oposición a una forma legal 
ordinaria, con el objeto de garantizar el papel central de los dere-
chos.242 

Esta ideología tiene la característica de transformar las rela-
ciones que pasaron de soberano/súbdito/sujeto ciudadano que 
tiene una esfera de inmunidad que se manifiesta en los derechos de  
libertad.243 En ese sentido, el reconocimiento de los derechos 
marca los límites y proporciona el marco de justificación del po-
der político. A decir de Aguiló, la “forma” constitucional entraña 
dos ideas: que las normas fundamentales están codificadas y que 
lo constitucional presenta una oposición a lo legal. Así, la deci-
sión constitucional contiene aquello que es “fundamental” para 
la vida jurídico-política de esa comunidad.244

Las democracias constitucionales contemporáneas se caracte-
rizan por mantener dos principios fundamentales, a saber, el go-
bierno democrático245 y el constitucionalismo; la consecuencia de 

241		  Del Real refiere las ideologías como el nacional socialismo, como expre-
sión de dicho legalismo. Del Real Alcalá, J. Alberto, “Un sistema jurídico más so-
fisticado en el neoconstitucionalismo”, Derecho y realidad, núm. 20, 2012, UPTC, 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, p. 321.

242		  Aguiló Regla, Josep, “Sobre el constitucionalismo y la resistencia constitu-
cional”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 26, 2003, pp. 290.

243		  Ibidem, p. 291.
244		  Ibidem, pp. 293-297.
245		  Sobre las formas en las que una democracia puede volcarse hacia su con-

trario, la autocracia, véase Salmorán Villar, María de Guadalupe (coord.), “De-
mocracia y los rostros de la autocracia”, Poder, democracia y derechos. Una discusión 
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este diseño es que todos los poderes públicos están sujetos a normas 
constitucionales jerárquicamente superiores.246 

Con la inclusión en la Constitución de un catálogo de derechos 
humanos y principios, se hizo evidente muy pronto que su aplica-
ción requeriría un tipo de aproximación diverso al que se pedía a 
las personas juezas en el Estado de derecho; ese rasgo que caracte-
riza a las Constituciones actuales es la “ductilidad”, que les permite 
mantener cierta integridad, al tiempo que incorpora la pluralidad 
de visiones que caracterizan a las sociedades democráticas median-
te su aplicación en sede jurisdiccional.247  

Ahora bien, la coexistencia de esos rasgos es posible gracias 
a la generalidad y hasta cierto punto, la vaguedad que presentan 
las normas jurídicas constitucionales,248 al ser la herramienta que 
permite los ejercicios necesarios de compatibilización de valores 
plurales en sociedades diversas, por parte de los tribunales. 

La integración de los derechos humanos y principios en la 
Constitución, con su papel central para las actividades del Estado, 
condujo a lo que se ha llamado el constitucionalismo de los derechos. Este 
constitucionalismo implica que los derechos cumplen un papel de 
fundamentación en el sistema jurídico, tanto para los ciudadanos 
como para las autoridades. Precisamente, la regulación abierta de 
los derechos abona a la práctica deliberativa e interpretativa que se 
genera en torno a ellos, y esto es una virtud.249 

con Michelangelo Bovero, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2019, pp. 65-81. 

246		  Ferrajoli, L., Principia Iuris: teoría del derecho y de la democracia, Madrid, Trotta, 
2011, pp. 45-47.

247		  Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil, 4a. ed., trad. de Gascón, Marina, 
Madrid, Trotta, 2002, p. 14.

248		  Del Real, J. Alberto, op. cit., p. 324.
249		  En contra de otras opiniones que verían este cambio como un traslado 

de poder del legislativo al judicial, caracterizado por el decisionismo, Aguiló de-
fiende una lectura alternativa que valora el cambio como una evolución de los 
órdenes jurídicos que representan una oportunidad para mejorar nuestras prác-
ticas jurídicas. Esta  posición me parece la más adecuada. Aguiló Regla, Josep, 
“En defensa del Estado constitucional de derecho”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del 
Derecho, vol. 42, 2019, p. 90.
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El constitucionalismo de los derechos, que produjo Constituciones 
materiales y garantizadas, significa dos cosas: por una parte, que 
la Constitución Política presenta normas de contenido sustantivo 
(llámense principios, valores, derechos o directrices) que orientan la 
acción del poder y, por otra, que ofrece garantías para la protección 
de dichas normas que se encomienda a las personas juezas.250 

Este estado de cosas es el que se viene gestando hace tiempo 
y que requiere de tribunales que apliquen, lean e interpreten la 
Constitución y demás legislación secundaria del sistema jurídico, a 
fin de que puedan expresar qué significa cada uno de los derechos 
en el contexto de una disputa específica, y cuyas respuestas irán for-
mando una línea de soluciones que se integrarán al ordenamiento 
jurídico vigente, creando una línea jurisprudencial de respuestas. 
Estas respuestas marcan rutas y moldean nuestras prácticas jurídi-
cas, van definiendo nuestros propósitos como sociedad ahí donde 
no estaban definidos.

En el contexto latinoamericano, la evolución del constitucio-
nalismo presenta una interesante superposición de capas históricas 
o momentos, cada una con su propia identidad y contribución al 
desarrollo constitucional de la región. Siguiendo a Gargarella,251 
podemos identificar cuatro momentos cruciales en este proceso 
evolutivo: el periodo de experimentación constitucional (1810-
1850), caracterizado por la búsqueda de modelos propios tras la 
independencia; la etapa fundacional (1850-1917), que estableció 
las bases de los estados modernos; la etapa del constitucionalismo 
social (1917-1980), que incorporó derechos colectivos y laborales; 
y finalmente, el constitucionalismo de derechos humanos (1980-
2000), que emergió, en muchos casos, tras las dictaduras militares.

Este recorrido histórico ha moldeado las constituciones contem-
poráneas de América Latina, incluida la mexicana. Sin embargo, más 

250		  Prieto Sanchís, Luis, “El constitucionalismo de los derechos”, Revista Espa-
ñola de Derecho Constitucional, año 24, núm. 71, 2024, p. 48.

251		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, en Bogdandy Von, Armin et al. (eds.), Transformative 
Constitutionalism in Latin America, Oxford University Press, 2017.
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allá de las múltiples capas o momentos de innovación constitucional 
acumulados a lo largo de estos periodos, las constituciones actuales 
de la región pueden comprenderse esencialmente a través de dos di-
mensiones fundamentales que las definen y articulan: por un lado, la 
forma en que organizan y distribuyen el poder político, y por otro, 
el catálogo de derechos que reconocen y protegen. Estos dos pilares 
persisten como los ejes fundamentales que dan forma y sentido a los 
textos constitucionales latinoamericanos contemporáneos.252 En ese 
sentido, la Constitución y el resto de las disposiciones jurídicas del 
sistema nos proporcionan acuerdos fundacionales generales que nos 
permiten la coordinación, sin embargo, a medida que las interaccio-
nes se vuelven más específicas, surgirán desacuerdos como es natural 
en sociedades plurales. Los desacuerdos morales pueden surgir acer-
ca de qué significan determinados principios, cómo se aplican en un 
caso determinado, cuál es el alcance de una lectura o qué hechos 
han de ser considerados para aplicar alguna disposición, entre otras. 
Así, es necesario y de gran importancia que las sociedades cuenten 
con un método para resolver de manera autoritativa las controversias 
morales que surjan en su interior.253

Los tribunales constitucionales tienen encomendada esa tarea, 
como órganos cúspide del sistema jurídico. De acuerdo con Cap-
pelletti, se trata del 

…órgano jurisdiccional de carácter independiente y especializado, 
que tiene el monopolio del control de constitucionalidad y cuya fun-
ción esencial es garantizar la supremacía de la Constitución, actuan-
do como intérprete supremo de la misma y desarrollando criterios 
jurisprudenciales vinculantes para todos los poderes públicos.254

252		  Ibidem, 2017, pp. 216 y 217.
253		  Gómora-Juárez, Sandra, “Reglas, autoridad y aplicación del derecho. Un 

estudio introductorio”, en Gómora-Juárez, Sandra y Dávalos Torres, Susana 
(coords.), Elementos del precedente, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas, en prensa.

254		  Cappelletti, Mauro, “Necesidad y legitimidad de la justicia constitucio-
nal”, en Favoreu, Louis (coord.), Tribunales Constitucionales europeos y derechos funda-
mentales, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1984, p. 614.
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La serie de elementos que hemos venido integrando, articulan 
una concepción del constitucionalismo de derechos y de las con-
secuencias que se siguen de su aplicación cotidiana. La dificul-
tad que hemos enfrentado en México tiene que ver con la resistencia 
que prevalece respecto a la comprensión e interiorización de ese 
constitucionalismo, a la que denominaré el imaginario jurídico-
constitucional dominante. Este imaginario jurídico-constitucional 
dominante en México se refiere a la forma que tenemos de conce-
bir integralmente, el origen, las funciones, la estructura y la justifi-
cación misma del Estado y del derecho.255 

Este imaginario se compone de diferentes elementos, entre los 
que se encuentra una concepción de la jurisdicción que se sustenta 
en presupuestos de la Ilustración y el movimiento codificador que 
se traducen en asunciones como: 1) La racionalización del derecho se 
efectuó a través de los Códigos que se aceptan como la forma úni-
ca de regulación social, dado que sus disposiciones son generales, 
abstractas, uniformes, precisas, coherentes y completas; 2) Dado el 
punto 1, entonces la tarea de las personas juezas radica en la exac-
ta aplicación de la ley como un ejercicio estrictamente cognitivo y 
racional.256

Se trata de una concepción cognitivista o racionalista de la 
jurisdicción. Desde esta concepción aprendida en las escuelas de 
derecho, seguimos reforzando la idea de que las personas juezas 
solo aplican la ley; si se crea jurisprudencia excepcionalmente, 
es solo para aclarar algún punto que ya estaba ahí; resolver confor-
me a derecho significa obedecer alguna regla clara, con lo cual, la  
 

255		  Serna de la Garza, José María, Impacto e implicaciones constitucionales de la 
globalización en el sistema jurídico mexicano, México, UNAM, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas, 2012, pp. 9 y 10.

256		  En la medida en la que se encuentras espacios irreductibles de discrecio-
nalidad en la aplicación de la ley, se comienza a hablar del déficit de legitimidad 
de la judicatura. Prieto Sanchís, Luis, “La teoría de la interpretación en el 
origen de la justicia constitucional y en el desarrollo de la teoría de la argu-
mentación jurídica”, en Gascón Abellán, Marina (coord.), Argumentación jurídica, 
Valencia, Tirant Lo Blanch, 2014, pp. 43 y ss.  
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jurisprudencia ha sido considerada como una fuente secundaria, au-
xiliar o irrelevante.257

El problema es que ese imaginario jurídico-constitucional, 
que persiste y pervive tan arraigado en nuestras prácticas, es in-
compatible con los presupuestos que fundamentan y articulan el 
constitucionalismo de derechos humanos. El constitucionalismo 
que formalmente hemos asumido en México —a la luz del derecho 
positivo tal y como existe actualmente— requiere de unas convic-
ciones y presupuestos muy distintos a los recién referidos. 

El constitucionalismo de derechos humanos, en cambio, se sus-
tenta en asunciones como: 1) El derecho es imperfecto e incomple-
to, presenta lagunas, contradicciones internas, vaguedad y una in-
clinación permanente a la zona de penumbra, así como principios 
que son contenidos abiertos e indeterminados; 2) Dado el punto 
1, entonces el derecho requiere interpretación para su aplicación 
en los casos concretos, la cual es entendida como un acto creativo 
y constructivo de asignación de significados y no solo de conoci-
miento. Se trata de una concepción no cognitivista o realista de la 
jurisdicción.258

La idea de derechos humanos como centro de las funciones 
de las autoridades, de los tribunales como órganos productores de 
reglas, de que la jurisprudencia es la versión más acabada del dere-
cho en general y los derechos en particular, son elementos que no 
han formado parte de ese imaginario jurídico-constitucional domi-
nante en México.

Siguiendo la línea de análisis trazada, la transición que vivimos 
en materia de precedente es una expresión del panorama ampliado 
que hemos esbozado, pero también una manifestación de la coe-

257		  López Medina, Diego, “La transformación de la «jurisprudencia» tradi-
cional en el «precedente» contemporáneo: hacia una historia regional entrela-
zada de las fuentes del derecho en América Latina”, en Martínez Verástegui, 
Alejandra, (coord.), El precedente judicial en la tradición continental. Teoría y práctica del 
precedente judicial en Iberoamérica, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Centro de Estudios Constitucionales, 2022, p. 183.

258		  Prieto Sanchís, Luis, “La teoría de la interpretación en el origen de la 
justicia constitucional…”, cit. pp. 57-59.
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xistencia de instituciones que pertenecen a diferentes momentos 
constitucionales en esta superposición de capas referida. Esta tesis 
nos permite advertir que el sistema de jurisprudencia y la incor-
poración del sistema de precedentes se enmarcan en procesos más 
profundos, en los que no hemos reparado suficientemente.

La evolución constitucional mexicana presenta un interesante 
fenómeno de estratificación normativa e institucional, en los tér-
minos de las etapas del constitucionalismo en Latinoamérica. La 
Constitución de 1857 estableció los cimientos del orden jurídico 
nacional, mientras que la Carta Magna de 1917 expandió signi-
ficativamente el horizonte de los derechos, de manera particular 
en su dimensión social, aunque mantuvo prácticamente inalterada 
la arquitectura institucional preexistente. El periodo constitucional 
de mediados del siglo XIX resulta especialmente significativo en 
la historia jurídica mexicana, pues  fue cuando se configuraron los 
rasgos esenciales de numerosas instituciones jurídicas que mantie-
nen su vigencia hasta la actualidad. Un ejemplo paradigmático de 
este legado es la institución de la jurisprudencia mexicana, que en-
contró su primera formalización en la Ley de Amparo de 1882.

Este proceso histórico desde esta tesis revela una problemática 
estructural más profunda: la superposición y frecuente colisión en-
tre instituciones jurídicas provenientes de distintas épocas del cons-
titucionalismo latinoamericano, cada una respondiendo a lógicas y 
necesidades históricas diferentes. Como señala Gargarella,259 esta 
yuxtaposición ha generado un efecto paradójico; que  las estructu-
ras institucionales más antiguas no solo fallen en complementar las 
innovaciones constitucionales más recientes, sino que en ocasiones 
actúen como obstáculos para su efectiva implementación, creando 
una tensión entre el marco institucional heredado y las aspiraciones 
constitucionales contemporáneas.

De esta manera, afianzamos en el centro del ordenamiento 
jurídico mexicano la tensión e incluso obstaculización entre ins-
tituciones y afirmaciones que pertenecen a distintas etapas cons

259		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, cit., pp. 228-231.
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titucionales,260 todas las cuales responden a necesidades e intereses 
distintos entre sí. Cada institución jurídica, como es el caso de la 
jurisprudencia y el precedente surgió como producto de su entorno 
social y contexto histórico, por lo que es preciso recordar que per-
seguían y asumían ciertas ideas prevalecientes en la época.261 

Por una parte, la concepción cognitivista de la jurisdicción ali-
menta el imaginario jurídico-constitucional, que diseñó la concep-
ción de “jurisprudencia” originada en el constitucionalismo fundacio-
nal, en tanto que la ola de transformación comprometida con los 
derechos humanos es producto del constitucionalismo de derechos hu-
manos, que requieren de una concepción realista de la jurisdicción. 

Esta reflexión es aplicable directamente a nuestra jurispruden-
cia en general; sugiere repensar nuestras instituciones, y reconocer 
las modificaciones a la estructura institucional que dificultan, impi-
den o entorpecen el pleno desarrollo del constitucionalismo de derechos 
humanos. 

La tensión constitucional planteada parece subsistir, no solo 
debido al imaginario jurídico-constitucional que seguimos repli-
cando, sino también a la falta de actualización en la formación del 
gremio jurídico que incorpore y materialice, en sus programas de 
estudio, los presupuestos del constitucionalismo de derechos. 

En ese sentido, la transformación constitucional enfrenta un 
desafío fundamental: la efectividad de las reformas constituciona-
les está intrínsecamente ligada a la modernización de su estruc-
tura orgánico-institucional. La mera incorporación de nuevos 
derechos o principios, sin una correspondiente actualización del 
aparato institucional que debe implementarlos, resulta insuficien-

260		  Al respecto, considérese que la Constitución mexicana de 1917, producto 
del constitucionalismo social buscó reflejar las conquistas sociales de la Revolu-
ción Mexicana, defendibles con las herramientas del Estado liberal, a través del 
juicio de amparo; una preocupación central en  los debates del poder Constitu-
yente era poner límites a los sujetos de derecho privado frente a las garantías indi-
viduales de contenido social. Cossío, José Ramón, Dogmática constitucional y régimen 
autoritario, México, Distribuciones Fontamara, 1998, pp. 28 y 29.

261		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, cit., pp. 213 y 223.
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te para lograr una verdadera transformación constitucional. Esta 
desconexión entre las nuevas aspiraciones constitucionales y las 
estructuras institucionales tradicionales constituye un obstáculo 
significativo para la materialización efectiva de las disposiciones 
constitucionales.

Si bien la armonización entre el marco institucional y las nue-
vas disposiciones constitucionales sobre derechos humanos repre-
senta solo un elemento dentro del conjunto de transformaciones 
estructurales necesarias, su importancia es vital para lograr una 
verdadera síntesis constitucional. De modo que la modernización 
del aparato institucional no es meramente deseable, sino impres-
cindible para garantizar la operatividad y eficacia del nuevo orden 
constitucional.262

Con estos elementos sobre la mesa, consideremos que nues-
tra jurisprudencia —y su diseño— fue producto del constitucio-
nalismo fundacional (1850-1917), en cambio, la incorporación del 
precedente judicial en el ordenamiento jurídico mexicano ha sido 
producto del constitucionalismo de derechos humanos. 

En ese sentido, podemos advertir que la reforma judicial en ma-
teria de precedente judicial no se trata solamente de nuevas reglas o 
más procedimientos, sino de una forma de entender la jurisdicción 
y su papel en el desarrollo y protección de los derechos humanos 
—en su lectura constitucional y convencional—. Reconocer que un 
criterio interpretativo de la Suprema Corte con la votación indica-
da constituya un precedente vinculante y generar jurisprudencias y 
precedentes que reflejen con claridad el criterio sustentado, en las 
razones que llevaron a su adopción son acciones concretas que inci-
den directamente en la protección de los derechos de las personas, 
así como en el fortalecimiento del papel de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación como tribunal constitucional.

Se trata de la toma de conciencia acerca de que las modifica-
ciones a la parte dogmática de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos serán realizables, si y solo si se acompañan 

262		  Ibidem, p. 231.
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con instituciones actualizadas y coherentes con los presupuestos 
fundamentales del tipo de constitucionalismo que nos hemos dado.

Adicionalmente, los criterios interpretativos derivados del Ex-
pediente Varios 912/2010, establecieron un nuevo tipo de control 
de la regularidad de los actos de autoridad (control difuso) y precisa-
ron el nuevo parámetro para dicho control, que incluye las normas 
de derechos humanos previstas en tratados internacionales. Estas 
transformaciones son profundas, en tanto nos exigen una forma 
distinta de razonar, exigir, pensar y vivir el derecho, que coloque 
en el centro a la Constitución y a los derechos humanos, elementos 
ausentes en el constitucionalismo fundacional.

La reforma en materia de derechos humanos de 2011 trazó 
la ruta, y la reforma de 2021 en materia de precedente judicial 
puede leerse como una de las modificaciones necesarias a la par-
te orgánica de la Constitución que articula un eslabón más en el 
camino al cumplimiento del mandato contenido en el artículo 1o. 
constitucional, según el cual, todas las autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. 

El constitucionalismo de derechos humanos requiere ciertas 
instituciones y acciones para su concreción; el precedente es una 
de esas instituciones. Así pues, esta reflexión nos permite identificar 
que la transformación de instituciones como aquella de la juris-
prudencia tradicional y la incorporación del precedente son parte 
de esta evolución constitucional. No es factible seguir operando de 
manera acrítica con insumos diseñados en otras etapas constitu-
cionales para producir los resultados que demanda hoy el consti-
tucionalismo de derechos que vivimos, y que los Poderes Judiciales 
locales están llamados también a impulsar.
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Concluyo este trabajo con algunas reflexiones que integran los 
aprendizajes que este estudio nos aporta, que abren nuevas ru-
tas, problemas y discusiones, que habrían de considerarse en la 
agenda a trabajar en los días por venir en materia de precedente 
judicial.

Las personas juezas —como depositarias de las tareas de razo-
namiento práctico institucional— llevan a cabo tareas de aplica-
ción del derecho, pero también de interpretación, cuya compren-
sión más acabada implica mucho más que solo conocimiento del 
derecho. Es por esto que, la forma en la que hemos entendido la 
tarea de los tribunales dentro del sistema jurídico ha tenido un efec-
to en instituciones cruciales como la jurisprudencia.

El inevitable ejercicio de interpretación judicial del derecho 
va generando una línea de respuestas institucionales, debido a las 
disputas que las personas someten a su consideración. Consecuen-
temente, las respuestas creativas que se aporten, en el contexto de 
disputas entre particulares, están llamadas a ser generalizadas y ser-
vir para la solución de casos semejantes posteriores. 

En el Civil Law, la jurisprudencia ha estado presente con dife-
rentes significaciones a lo largo del tiempo, y se integró al ordena-
miento jurídico mexicano en donde fue adquiriendo los contornos 
que le caracterizan. La trayectoria de la jurisprudencia mexicana 
ha mostrado un proceso evolutivo, que refleja sus transformaciones 
en sintonía con las necesidades del momento histórico que las intro-
dujo. Entendida como producto de la interpretación de las personas 
juezas, la noción tradicional de jurisprudencia ha estado atada a 
ciertos presupuestos conceptuales vinculados fuertemente a un Es-
tado legal de derecho.
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Es importante considerar que los sistemas jurídicos contempo-
ráneos han transitado a un estado de cosas distinto a aquél en el 
que surgieron algunas instituciones que hoy están llamadas a cum-
plir otros fines más allá de los que se concibieron en su origen, tal 
es el caso del precedente. Por ello, es preciso asimilar que el prece-
dente es una institución que llega a atender nuevas necesidades del 
sistema jurídico en el contexto del constitucionalismo de derechos.

La reforma constitucional en materia de precedente de 2021 
es un eslabón más en la cadena de modificaciones que buscan ha-
bilitar en México una mayor y mejor protección de derechos. En 
la medida en que esos derechos se van especificando y moldeando, 
permiten hacer explícitos los fines que la sociedad busca respecto 
de sus interacciones concretas. El precedente junto con sus elemen-
tos constitutivos y las herramientas para su análisis, ayudan a com-
prender mejor el proceso de razonamiento práctico que tiene lugar 
en sede judicial con la emisión de sentencias.

Por otra parte, el estado de cosas generado por  ese tránsito ha 
colocado en el debate nacional viejas discusiones acerca del papel 
de los tribunales productores de precedentes, al tiempo que ha ge-
nerado nuevas discusiones en torno al precedente judicial. Algunas 
de esas discusiones son de larga data en la teoría constitucional, 
otras se han reconfigurado para recoger nuevos rasgos del proble-
ma que habían estado invisibilizados, mientras que otros más son 
auténticos nuevos problemas.Una de esas discusiones de larga data 
es el debate contramayoritario que ha permanecido en el deba-
te jurídico con mayor o menor intensidad a lo largo del tiempo. 
A grandes rasgos, el debate actual cuestiona la legitimidad de las 
personas juezas en materia constitucional como las encargadas de 
aplicar los mecanismos de control y revisión constitucional, tarea 
que acusan de antidemocrática y elitista. 

De acuerdo con Rivera, el argumento contramayoritario es en-
tonces aquella imputación dirigida inicialmente al Judicial Review 
—diseñado como mecanismo para la protección de derechos sus-
tantivos frente a las mayorías, así como tutelar la fuerza normativa 
de la Constitución— y actualmente a la jurisdicción constitucional 
acerca del carácter antidemocrático de sus decisiones. Es una críti-
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ca planteada en términos de principios mayoritarios, democracia, 
legitimidad y carencia de representatividad.263

La cuestión, sin embargo, es más compleja de lo que puede 
expresarse en algunas líneas y parece estar configurada actual-
mente, en las líneas que apuntaba Vázquez, en los extremos de 
las posiciones infructuosas para el debate público. En un extremo, la 
posición según la cual la rama judicial debe imponerse una auto-
rrestricción salvaguardando el principio de división de poderes, 
basada en una concepción formalista de la democracia en la que 
los jueces que carecen de legitimidad democrática son los menos 
autorizados para controlar la legalidad y constitucionalidad de las 
normas. En el extremo opuesto, está la posición del activismo ju-
dicial o decisionismo sin contrapesos democráticos que, con todo 
y sus riesgos, haría posible la protección efectiva de los derechos 
—y de manera relevante de el de las minorías— consagrados en 
la Constitución.264 

Desafortunadamente, una versión de la primera posición for-
malista es la que parece enarbolar la reforma constitucional de 
2024 respecto del Poder Judicial de la Federación, la cual alcan-
za también a los Poderes Judiciales de las entidades federativas. 
Tanto el diseño como la manera en que se ejecutó esta reforma 
son poco alentadores, dada la posición extrema de la cual parte 
y que se alinea con una concepción cognitivista de la judicatura, 
claramente contrapuesta al constitucionalismo de derechos hu-
manos que protege la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Preocupan no solo las remociones masivas de personas juzga-
doras —tanto a nivel federal como local—, el proceso de elección 
de las nuevas personas que ocuparán esos cargos, la falta de meca-

263		  Rivera León, Mauro Arturo, “Esbozo de la teoría contramayoritaria: con-
sideraciones de la countermajoritarian difficulty”, UNED. Teoría y Realidad Constitucio-
nal, núm. 28, 2011, pp. 407-428.

264		  Vázquez, Rodolfo, “Justicia constitucional, derechos humanos y argu-
mento contramayoritario”, Anales de la Cátedra Francisco Suárez, vol. 44, 2010, pp. 
249-264. 
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nismos de seguimiento puntuales, transparentes y eficientes sobre 
el trabajo de las comisiones encargadas de depurar las listas de per-
sonas candidatas, y la premura  en la organización de las elecciones 
especiales e inéditas, sino también la creación de un Tribunal de 
Disciplina con amplios poderes para revisar y sancionar a las per-
sonas decisoras, lo que incorpora un factor de altísimo riesgo para 
la independencia judicial.265 

Preocupa también que el resultado de ese proceso de integración 
de personas juzgadoras —por elección popular— reconfigurará la 
operación, operatividad y sustancia de las decisiones jurisdiccionales 
que comiencen a generarse a partir de que las nuevas juzgadoras 
asuman sus cargos en junio de 2025. En el deseo de todas las perso-
nas interesadas en estos temas está el que esos cargos sean ocupados  
por personas  serias con perfiles profesionales que cuenten con las 
competencias, conocimiento, capacitación, ética profesional y crite-
rio jurídico para asumir esta crucial labor, sin embargo, los cuestio-
namientos y problemas advertidos en la presentación e implementa-
ción de la reforma266 no ofrecen certeza alguna. 

Ahora bien, dado que en la reforma judicial de 2024 no se 
advierten cambios significativos en materia de precedentes, dado 
que en su mayoría se mantiene el diseño delineado por la reforma 
de 2021, podrían parecer infundadas las reflexiones críticas que 
ofrezco, pero no es el caso. Aunque sea poco evidente, existen dos  
 

265		  Esta reforma parece una manifestación de lo que Gargarella alertaba 
acerca del sistema democrático capturado, en el que las autoridades usando una 
retórica de derechos humanos y enmarcando sus acciones con frases jurídicas 
disfrazadas de “constitucionales” actúan realmente como les viene en gana, ig-
norando simplemente las reglas básicas que las limitan y haciendo como si los 
controles al ejercicio de ese poder no existieran. Aunque plantea la advertencia 
de que los problemas de las democracias no son los mismos que los del cons-
titucionalismo. Gargarella, Roberto, El derecho como una conversación entre iguales, 
Buenos Aires, Siglo XXI Editores, 2021, pp. 12 y 13.

266		  Para un recuento detallado de tales problemas, véase Salmorán Villar, 
Guadalupe, “Las elecciones judiciales en México: los riesgos de captura”, en Ló-
pez Noriega, Saúl y Martín Reyes, Javier (coords.), La tormenta judicial. Implicaciones 
de la reforma de 2024 en México, México, Nexos, 2025, pp. 42-50.



117EPÍLOGO

importantes tensiones constitucionales generadas por la reforma de 
2024 en relación con el precedente.

La primera tensión tiene que ver con la pretensión general de la 
reforma, según la cual se busca poner límites a los órganos jurisdic-
cionales para proteger la adecuada impartición de justicia. Esto se 
advierte literalmente, en el artículo transitorio décimo primero del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado el 15 de 
septiembre de 2025 que a la letra dice: “Décimo Primero.- Para la 
interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del Estado 
y toda autoridad jurisdiccional deberán atenerse a su literalidad y 
no habrá lugar a interpretaciones análogas o extensivas que preten-
dan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos 
o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”. 

Como puede observarse, el decreto adopta una posición for-
malista respecto de la lectura y aplicación de los artículos refor-
mados, lo cual está en franca contradicción con el diseño de la 
Constitución y el artículo primero constitucional. La reforma de 
2024 suscribe una noción cognitivista de la aplicación del derecho, 
presuponiendo que se trata de una tarea meramente cognitiva y 
que las normas jurídicas son precisas y completas, con lo cual no se 
requiere más que seguirla “literalmente”.

En contraposición, el artículo primero constitucional señala la 
obligación de interpretar los derechos humanos de acuerdo con  
la Constitución y con los tratados de derechos humanos, procuran-
do siempre la protección más amplia. Dado que la manera de apli-
car los derechos humanos, en estos términos, requiere un tipo de 
ejercicio analítico-interpretativo no-cognitivista, es preciso partir 
de la premisa  según la cual el derecho es imperfecto e incompleto, 
y  otorgar la protección más amplia a los derechos exige en muchas 
ocasiones un ejercicio interpretativo constructivo.

Esta contradicción entre la aspiración que guía la reforma ju-
dicial de 2024 y el diseño constitucional en materia de derechos 
humanos, desde la reforma constitucional de 2011 genera una ten-
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sión de fondo, a nivel del imaginario jurídico constitucional, que 
trastoca los fundamentos mismos del sistema acerca de cómo ha 
de entenderse el trabajo de las personas juzgadoras en el consti-
tucionalismo de derechos humanos. Esta tensión podría producir 
efectos paradójicos respecto de la protección de derechos en sede 
jurisdiccional.

A lo largo de este trabajo he argumentado acerca del tránsito 
de la jurisprudencia al precedente en  el contexto del constitucio-
nalismo, y cabe hacer notar que el sistema mismo de precedentes 
tal como hoy está configurado —que fue intocado en la reforma 
de 2024— es consistente con una interpretación en sede judicial 
que sea capaz de brindar la mayor protección a las personas jus-
ticiables. Si se observa la evolución del sistema, es evidente que 
está encaminado a acompañar la reforma de derechos humanos 
de 2011, por lo que el propio sistema de precedentes está en franca 
oposición a la aspiración que expresa el décimo primero transitorio 
de la reforma constitucional de 2024.

Como puede verse, coexisten dos discursos contradictorios en 
la Constitución: uno que pretende la aplicación estricta de la ley y 
otro que ordena la máxima protección en la aplicación de derechos 
humanos según la propia Constitución y los tratados internacio-
nales, que por definición requiere una aplicación del derecho que 
incluya el ejercicio interpretativo constructivo. 

Parece que nos enfrentamos nuevamente a un problema de 
traslape de instituciones que se han agregado a la Constitución 
—cuya regulación se extiende a leyes secundarias— y que pugnan 
por promover fines diversos, de manera simultánea.267 No solo el 
artículo décimo transitorio tira en una dirección contraria al con-
tenido esencial del artículo primero constitucional, sino también 
la incorporación del Tribunal de Disciplina con las capacidades 
de sentar sus propios precedentes sobre el desempeño de personas 
magistradas y juezas en la administración de justicia.

267		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, op. cit., pp. 228-231.



119EPÍLOGO

A diferencia del proceso evolutivo que atravesamos en etapas 
constitucionales previas en el que las instituciones antiguas repre-
sentaban un obstáculo para las nuevas; ahora ocurre el proceso 
inverso: que el nuevo diseño constitucional y la adición de insti-
tuciones de la reciente reforma de 2024 pueden generar nuevos 
obstáculos para las instituciones previas que buscaban la protec-
ción efectiva de los derechos. En suma, con esta reforma sobre el 
poder judicial federal y local existe el riesgo de que se genere un 
efecto paradójico en el que las recién incorporadas estructuras 
institucionales no solo fallen en complementar las innovaciones 
constitucionales más recientes, sino que actúen como obstáculos 
para la adecuada aplicación y consolidación del constitucionalismo 
de derechos humanos. 

La segunda tensión identificada es relativa al Tribunal de Disci-
plina Judicial, toda vez que se trata de un órgano de nueva creación, 
encargado de investigar, substanciar y resolver los procedimientos 
de responsabilidad administrativa de los servidores públicos que 
realizan funciones jurisdiccionales en el Poder Judicial de la Fede-
ración, así como evaluar el desempeño de las personas magistradas 
y juezas, de acuerdo con la ley orgánica vigente.

En principio, el seguimiento del desempeño de las tareas judi-
ciales no es en sí mismo un problema, el problema se genera cuan-
do cinco personas electas por voto popular tienen a su cargo la 
evaluación y la posibilidad de sancionar a las personas que realizan 
tareas sustantivas relacionadas con la toma de decisiones judiciales. 
La existencia del Tribunal de Disciplina es problemática, incluso 
concediendo su legitimidad en una democracia constitucional, la 
primera cuestión compleja y respecto de la cual habría que man-
tener vigilancia y máxima transparencia, es sobre su propia inde-
pendencia. Al tratarse de un órgano electo por voto popular, en las 
condiciones de poca participación ciudadana y la alta politización 
del proceso electoral de 2025,268 es razonable cuestionarse acerca  
 

268		 Para un recuento pormenorizado de los problemas que plantea la elec-
ción judicial de 2025 en México, véase Salmorán, Guadalupe, cit., pp. 42-50.
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de si su autonomía podría estar comprometida de origen o si puede 
hablarse de legitimidad democrática, dado el nivel de abstencionis-
mo en las elecciones del 1 de junio de 2025.269

Una persona jueza independiente, lo es respecto de los otros 
poderes del Estado, pero también respecto de la toma de sus deci-
siones en el ejercicio de su deber institucional que —a diferencia de 
las autoridades políticas, que pueden promover programas sociales 
o intereses de otra índole— debe aplicar y ceñirse únicamente al 
derecho. No obstante, el hecho que el Tribunal de Disciplina Ju-
dicial goce de amplios poderes para la revisión de oficio sobre el 
trabajo decisorio en sede judicial, coloca a la independencia judi-
cial del resto de los órganos jurisdiccionales en una posición muy 
vulnerable. Si a esto se agrega que sus decisiones son inapelables, 
obtenemos un diseño institucional que genera incentivos para la 
injerencia de otros poderes públicos o agentes vía la “disciplina”.270

En ese sentido, el problema no es la democratización de la jus-
ticia —como se le ha llamado a la elección de personas juzgadoras 
mediante voto popular— sino el deficiente proceso de articulación 
e implementación de la reforma, que propicia que a través de ins-
trumentos democráticos se incremente el control político sobre las 
personas decisoras, con el riesgo de deslizarse hacia la conversión de 
los órganos judiciales en instrumentos de las mayorías políticas. Lo 

269		  De acuerdo con los resultados obtenidos por los especialistas, a partir 
de una muestra de casillas seleccionadas aleatoriamente frente a notarios públi-
cos, al 2 de junio de 2025, se estimaba una  participación ciudadana de entre  
12.57 % y 13.32 % en la elección judicial del 1o. de junio. Véase la “Versión es-
tenográfica del segundo mensaje en cadena nacional de la Consejera Presidenta, 
Guadalupe Taddei, con motivo de la jornada electoral de la primera elección del 
Poder Judicial”, disponible en: https://centralelectoral.ine.mx/2025/06/02/version-es 
tenografica-del-segundo-mensaje-en-cadena-nacional-de-la-consejera-presidenta-guadalupe-
taddei-con-motivo-de-la-jornada-electoral-de-la-primera-eleccion-del-poder-judicial/.

270		  Javier Couso recuerda que la experiencia histórica indica que cuando no 
existe una tradición robusta de respeto al estado de derecho, la judicialización 
de la política puede acabar con la independencia de la judicatura o peor aun, se 
puede producir una politización de la justicia. Couso, Javier, “Consolidación de-
mocrática y Poder Judicial: los riesgos de la judicialización de la política”, Revista 
de Ciencia Política, vol. XXIV, núm. 2, 2004, pp. 45 y 46.
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más desafortunado de este escenario es, precisamente, que se estaría 
promoviendo aquello que se buscaba combatir con la reforma.

En ese estado de cosas, el deber de independencia de los ór-
ganos judiciales puede verse afectado, y por lo tanto, los derechos 
de los ciudadanos, en la medida en que las decisiones que los ór-
ganos judiciales tomen en el ejercicio de sus funciones, sean obje-
to de revisión y/o sanción al adoptar ciertas interpretaciones.271 
Adicionalmente, dado que el Tribunal de Disciplina puede crear 
precedentes, podría ocurrir que se restrinjan algunas interpretacio-
nes o decisiones que desde su óptica merecen ser objetadas, lo que 
constituiría una violación a la independencia judicial pero también 
podría convertirse en un mecanismo indirecto de condicionamien-
to de los órganos jurisdiccionales.

Ante el escenario recién referido, es posible que asistamos a un 
retroceso en las instituciones jurídicas que hasta ahora han sido 
centrales y que se encontraban en proceso de consolidación como 
la jurisprudencia y el precedente. Con la reconfiguración descri-
ta, es deseable aunque incierto que las decisiones del futuro Poder 
Judicial puedan proporcionar las interpretaciones protectoras que 
se requieren en el constitucionalismo de derechos, sin embargo, es 
probable que dadas las claves restrictivas en las que se ha redactado 
la reforma, tales lecturas interpretativas sean desincentivadas. 

Espero que los años por venir refuten esta reflexión, pero en un 
contexto cuyas principales notas características he anticipado, me 
parece improbable que la jurisprudencia y el precedente puedan 
operar de manera adecuada, pues como se ha venido argumenta-
do, son productos del constitucionalismo de derechos y por lo tan-
to, requieren de ciertos presupuestos institucionales para su diseño, 
construcción y fortalecimiento. En ausencia de esos presupuestos, 
me temo que la jurisprudencia y el precedente corren el riesgo de 
convertirse en instituciones meramente ornamentales o, en el peor 
de los casos, de ser empleados de manera instrumental para perse-
guir propósitos ajenos a su función.

271		  Aguiló, Josep, “Independencia e imparcialidad de los jueces y argumenta-
ción jurídica”, Isonomía, núm. 6, 1997, pp. 74 y 75.
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Por otra parte, la reforma sujetó a las legislaturas locales a im-
plementar la elección judicial también en sus Poderes Judiciales, lo 
cual sucedió casi sin debate en la mayoría de los Congresos locales. 
Este ajuste “en automático” del rediseño judicial supone una im-
portante restricción a la autonomía interna de las entidades fede-
rativas y plantea un nuevo debate para el federalismo judicial, que 
implica una coexistencia entre órganos y poderes del ámbito fede-
ral y local, junto con la distribución de competencias entre ámbitos 
y órganos de carácter legislativo, ejecutivo y judicial. 

En ese sentido, las entidades conservan la capacidad de auto-
normarse creando sus propias leyes y su propia Constitución, den-
tro del marco establecido por la Constitución general, lo que no ha 
sucedido con la reforma de 2024. La clave del federalismo está en 
la distribución de poder y competencias entre la federación y las 
entidades y es en esa distribución donde radica la autonomía, pero 
también en la forma en la que se presentan las interacciones, rela-
ciones y diálogos entre estos órganos,272 sin embargo, esta reforma 
se presentó como una iniciativa del Congreso Federal, que luego se 
fue validando por las legislaturas locales sin mayor discusión.

Es en el marco del federalismo judicial mexicano que debemos 
entender las funciones de los órganos jurisdiccionales e integrar en-
tre las principales discusiones que recoge, aquella de la creación 
de jurisprudencia y precedentes por parte de los Tribunales de las 
entidades federativas. Asistimos a un dinamismo que ha incorpo-
rado diversas transformaciones constitucionales en nuestro sistema 
jurídico que nos obligan a una re-lectura permanente de las inte-
racciones entre la Federación y las entidades federativas, y es en esa  
 

272		  Dienheim de Barriguete, Cuauhtémoc Manuel, “El federalismo judicial y 
el control de la constitucionalidad en México”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo 
y Flores Pantoja, Rogelio (coords.), La Constitución y sus garantías. A 100 años de 
la Constitución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuentro Iberoamericano y VIII 
Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, Instituto de Estudios 
Constitucionales del Estado de Querétaro-UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2017, pp. 227-241.
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re-lectura que debemos entender la producción jurisprudencial de 
los tribunales locales. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos per-
mitió implementar un sistema de control constitucional local, que 
se fue implementado gradualmente. Si bien la CPEUM regula el 
Poder Judicial de las entidades Federativas en el artículo 116, frac-
ción III, fue gracias a reformas posteriores de finales del siglo XX 
que se incorporaron pasos hacia el fortalecimiento de la indepen-
dencia judicial. La reforma constitucional —publicada el martes 
17 de marzo de 1987— incorporó definiciones acerca de los po-
deres estatales, concretamente, sobre el Poder Judicial local. Por su 
parte —la reforma constitucional publicada el 31 de diciembre de 
1994— incorporó los requisitos y las prohibiciones para ocupar el 
cargo de magistrado local.273

Estas reformas constitucionales representaron un cambio sig-
nificativo en el fortalecimiento de la independencia judicial local, 
con el desarrollo a nivel local de capacidades jurisdiccionales que 
permitieron dar un paso más en la consolidación del federalismo 
judicial. Adicionalmente, desde que los órganos jurisdiccionales lo-
cales fueron llamados a asumir la tarea del control de constitucio-
nalidad-convencional ex officio, se ha dado un cambio monumental 
en el diseño de su operatividad (no sin dificultades). 

Este proceso abrió otra línea de investigación referente a la pro-
ducción, regulación, seguimiento y difusión de la jurisprudencia y 
precedentes emitidos por los órganos jurisdiccionales locales, así 
como los mecanismos de diálogo, seguimiento, integración y ajuste a 
los precedentes y jurisprudencias del Poder Judicial de la Federación.

En los años por venir observaremos la integración y desem-
peño de los nuevos órganos jurisdiccionales federales y locales, re-
sultado de la elección del 1 de junio de 2025. Pero observaremos  
 

273		  Collí Ek, Víctor Manuel, “Lo que es el federalismo judicial. Análisis y 
prospección”, Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, vol. 1, núm. 12, 
2008, pp. 140-143, 158, disponible en: https://doi.org/10.22201/iij.24487929e. 
2008.12.8730.
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también cómo operan los Tribunales de Disciplina a nivel local, así 
como la forma en la que interactúen los precedentes del Tribunal 
de Disciplina del Poder Judicial de la Federación con aquellos cri-
terios generados localmente; se trata de nuevas líneas de análisis.

Finalmente, no hay que olvidar la situación respecto de la for-
mación jurídica sobre jurisprudencia y precedente judicial que 
subsiste en México. Los planes de estudio de las universidades 
mexicanas no han sido diseñados para brindar la formación, cono-
cimientos o las herramientas analíticas necesarias para desempe-
ñarse en el constitucionalismo de derechos humanos. Lo anterior 
es una muestra ostensible de la escasa atención que históricamente 
ha tenido la enseñanza de la jurisprudencia en México,274 y más 
recientemente, la enseñanza del precedente judicial. 

Se requiere entonces, un proceso de rediseño y actualización de 
los planes de estudio que son uno de los elementos que integrarán 
la reconstrucción del imaginario jurídico-constitucional de la plan-
ta docente, directamente involucrada en su reproducción y even-
tualmente, en su erradicación. Parece que la distancia que existe 
entre la realidad constitucional que vivimos con sus requerimientos 
y la enseñanza de los contenidos curriculares de la carrera de dere-
cho puede salvarse si colocamos la discusión de estas instituciones 
como herramientas fundamentales del constitucionalismo de dere-
chos humanos.

En todo caso, estará en manos de las nuevas personas juzgado-
ras e integrantes de los diferentes órganos referidos, tomar como 
propia la tarea de consolidar la transición de la que vengo ha-
blando. Asumir de manera comprometida y responsable tanto la 

274		  Basta con revisar someramente alguno de los planes de estudio de las 
universidades que imparten derecho en el país para constatarlo. Se trata de una 
preocupación compartida respecto de la que se ha advertido el potencial obs-
táculo que la forma tradicional de enseñanza puede constituir para la imple-
mentación eficaz de la reforma en materia de precedentes de 2021. Pozas Loyo, 
Andrea y Negrete Cárdenas, Michael Rolla, “La nueva jurisprudencia por pre-
cedentes: ¿un reto para la enseñanza jurídica en México?”, Revista del Posgrado en 
Derecho de la UNAM, (e2), pp. 109 y 110, disponible en: https://doi.org/10.22201/
ppd.26831783e.2022.e.214.
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protección de derechos como la independencia judicial, así como 
seguir trabajando para impulsar el fortalecimiento del sistema de 
precedentes como pilar de la impartición de justicia. Por su par-
te, las universidades habrán de constituirse en factor de cambio y 
acompañamiento para la consolidación del sistema de precedentes.



127

BIBLIOGRAFÍA

Acosta Romero, Miguel y Alfonso Pérez Fonseca, Derecho Ju-
risprudencial Mexicano, México, Porrúa, 1998. 

Aguiló Regla, Josep, “Sobre el constitucionalismo y la resisten-
cia constitucional”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 
26, 2003. 

Aguiló Regla, Josep, “En defensa del Estado constitucional de 
Derecho”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 42, 2019.

Aguiló Regla, Josep, “Independencia e imparcialidad de los jue-
ces y argumentación jurídica”, Isonomía, núm. 6, abril de 1997.

Alvarado Esquivel, Miguel de Jesús, “La jurisprudencia en la nue-
va Ley de Amparo”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, vol. 11.

Astudillo, César, “El futuro de la Constitución”, en Valadés, 
Diego y Carbonell, Miguel (coords.), El proceso constituyente 
mexicano. A 150 años de la Constitución de 1857 y a 90 de la Constitución 
de 1917, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2007.

Astudillo, César, “El bloque y el parámetro de constitucionali-
dad”, en Carbonell, Miguel, Fix-Fierro, Héctor, Valadés, 
Diego (coords.), Estado constitucional, derechos humanos, justicia y vida 
universitaria. Estudios en homenaje a Jorge Carpizo. Estado constitucio-
nal, t. IV, vol. 1, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2015.

Astudillo, César, El funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación como tribunal constitucional. El dilema de decidir sobre qué y cómo 
decidir, México, Tirant Lo Blanch, 2019.

Bix, Brian, “H. L. A. Hart and the «Open Texture» of  Language”, 
Law and Philosophy, vol. 10, 1991.

Libro completo en https://tinyurl.com/bdfjb2d6
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.9786075879956e.2026



128 BIBLIOGRAFÍA

Bravo González, Agustín y Bialostosky, Sara, Compendio de 
Derecho Romano, 8a. ed., México, Pax, 1976.

Burgoa Orihuela, Ignacio, El juicio de amparo, 40a. ed., México, 
Porrúa, 2004.

Bustamante, Thomas da Rosa de, Teoría del precedente judicial. La 
justificación y la aplicación de reglas jurisprudenciales, Lima, Ediciones 
Legales, 2016.

Caballero Juárez, José Antonio, La reforma judicial de 2021. ¿Ha-
cia dónde va la justicia?, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas, 2021.

Cabrera Acevedo, Lucio, “La jurisprudencia”, en Díaz In-
fante Aranda, Ernesto (comp.), La Suprema Corte de Justicia y 
el Pensamiento Jurídico, México, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación,1985.

Cámara de Diputados, Gaceta Parlamentaria, LXV Legislatura, 
Año XXVII, núm. 6457-15 del 5 de febrero de 2024.

Camarena González, Rodrigo, “La creación del precedente en 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación”, en Bernal Pu-
lido, Carlos, Camarena González, Rodrigo y Martínez 
Verástegui, Alejandra (coords.), El precedente en la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, México, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 2018.

Camarena González, Rodrigo, “Tesis o razones”, en Gómo-
ra-Juárez, Sandra y Núñez Vaquero, Álvaro (coords.), El 
precedente a debate: perspectivas teóricas y horizontes críticos, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, en prensa.

Cappelletti, Mauro, “Necesidad y legitimidad de la justicia cons-
titucional”, en Favoreu, Louis (coord.), Tribunales Constitu-
cionales Europeos y Derechos Fundamentales, Madrid, Centro 
de Estudios Constitucionales, 1984.

Carbonell, Miguel y Salazar, Pedro (coords.), La reforma constitucio-
nal de derechos humanos: un nuevo paradigma, México, 2011.



129BIBLIOGRAFÍA

Carmona Tinoco, Jorge Ulises, “La jurisprudencia obligatoria 
de los tribunales del Poder Judicial de la Federación”, Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, vol.1, núm. 83, 1995. 

Carmona Tinoco, Jorge Ulises, “La jurisprudencia obligatoria de 
los Tribunales del Poder Judicial de la Federación”, Boletín Mexi-
cano de Derecho Comparado, vol. 1, núm. 83, mayo-agosto de 1995.

Carpintero, Francisco, “En torno al método de los juristas me-
dievales”, Anuario de historia del derecho español, Madrid, 1982.

Castán Tobeñas, José, Los sistemas jurídicos del mundo occidental, 2a. 
ed., Madrid, Editorial Reus, 1957.

Castro Zavaleta, Salvador, Práctica del juicio de amparo; doctrina, formu-
larios y jurisprudencia, México, Cárdenas, Editor y Distribuidor, 1971.

Chiassoni, Pierluigi, “La filosofía del precedente: análisis concep-
tual y reconstrucción racional”, en Bernal Pulido, Carlos y 
Bustamante, Thomas da Rosa de (eds.), Fundamentos filosóficos 
de la teoría del precedente judicial, trad. de Rodrigo Camarena Gon-
zález, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2015.

Coaña Be, Luis David, El juicio de amparo, México, Tirant Lo 
Blanch, 2020.

Couso, Javier, “Consolidación democrática y poder judicial: los 
riesgos de la judicialización de la política”, Revista de Ciencia Polí-
tica, vol. XXIV, núm. 2, 2004.

Collí Ek, Víctor Manuel, “Lo que es el federalismo judicial. Aná-
lisis y prospección”, Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, 
vol. 1, núm. 12, 2008, disponible en: https://doi.org/10.22201/
iij.24487929e.2008.12.8730.

Cossío D., José Ramón, Dogmática constitucional y régimen autoritario, 
México, Distribuciones Fontamara, 1998.

Cossío D., José Ramón, “Primeras implicaciones del caso Radi-
lla”, Cuestiones Constitucionales, núm. 26, junio-diciembre de 2012.

Cross, Rupert, Precedent in English Law, 3a. ed., Inglaterra, Claren-
don Press, 1977.



130 BIBLIOGRAFÍA

Cruz Barney, Oscar, Historia del derecho en México, México, 
Oxford, 1999.

David, René, Los grandes sistemas jurídicos contemporáneos, trad. de Pe-
dro Bravo Gala, Madrid, Aguilar Ediciones, 1973.

Dickson, Julie, “Interpretation and Coherence in Legal Reaso-
ning”, Stanford Encyclopedia of  Philosophy, 2010, disponible en: 
http://plato.stanford.edu/entries/legal-reas-interpret/.

Del Real Alcalá, J. Alberto, “Un sistema jurídico más sofisti-
cado en el neoconstitucionalismo”, Derecho y realidad, Colombia, 
UPTC, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales,. núm. 20, II 
semestre de 2012.

Dienheim de Barriguete, Cuauhtémoc Manuel, “El federalis-
mo judicial y el control de la constitucionalidad en México”, 
en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Flores Pantoja, Ro-
gelio (eds.), La Constitución y sus garantías. A 100 años de la Consti-
tución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuentro Iberoamericano 
y VIII Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro-
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2017.

D᾽Ors, Álvaro, Derecho privado romano, 8a. ed., Pamplona, Ediciones 
Universidad de Navarra, 1991.

Duxbury, Neil,  The Nature and Authority of  Precedent, Cambridge 
University Press, 2008.

Ferrajoli, Luigi, Principia Iuris: teoría del derecho y de la democracia, 
Madrid, Trotta, 2011.

Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Panorámica del derecho procesal 
constitucional y convencional, México, Marcial Pons-UNAM, Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas, 2017.

Fix-Fierro, Héctor, Cuadernos para la reforma de la justicia 3. El Con-
sejo de la Judicatura, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 1996.

Fix-Fierro, Héctor, El poder del Poder Judicial y la modernización jurídi-
ca en el México contemporáneo, México, UNAM, Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, 2020.



131BIBLIOGRAFÍA

Fix-Zamudio, Héctor y Cossío D., José Ramón, El Poder Judicial 
en el ordenamiento mexicano, México, Fondo de Cultura Económica, 
2003.

Floris Margadant, Guillermo, Derecho privado romano como introduc-
ción a la cultura jurídica contemporánea, México, 2a. ed., Esfinge, 1965.

Francisci De, Pietro, “Síntesis histórica del derecho romano”, Re-
vista de Derecho Privado, Madrid,1954.

García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio de am-
paro mexicano”, Revista Derecho del Estado, núm. 34, enero-junio 
de 2015.

García Belaunde, Domingo, “El precedente constitucional: ex-
tensión y límites”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Flo-
res Pantoja, Rogelio, La Constitución y sus garantías. A 100 años de 
la Constitución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuentro Ibroa-
mericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, 
México, Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de 
Querétaro-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2017.

Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutio-
nalism. Old Wine in New Skins”, en Bogdandy von, Armin 
et al. (eds.), Transformative Constitutionalism in Latin America, Nueva 
York, Oxford University, 2017.

Gargarella, Roberto, El derecho como una conversación entre iguales, 
Buenos Aires, Siglo XXI Editores, 2021.

Gascón Abellán, Marina, La técnica del precedente y la argumentación 
racional, Madrid, Tecnos, 1993.

Gascón Abellán, Marina, “Racionalidad y autoprecedente. Bre-
ves consideraciones sobre el fundamento e implicaciones de la 
regla del autoprecedente”, Teorder, núm. 10, 2011.

Gascón Abellán, Marina, “Motivación de las sentencias y ju-
risprudencia. ¿Cumple nuestra jurisprudencia su función?”, 
en Gascón Abellán, Marina y Núñez Vaquero, Álvaro 
(coords.), La construcción del precedente en el Civil Law, Barcelona, 
Atelier, 2020.



132 BIBLIOGRAFÍA

Gascón Abellán, Marina, “Precedente y Civil Law: un cami-
no por recorrer. Reflexiones sobre el precedente a partir de 
los trabajos de Flavia Carbonell y Rodrigo Camarena”. Proble-
ma. Anuario de Filosofía y Teoría del Derecho, vol. 1, núm. 16, junio  
de 2022, pp. 69-84, disponible en: https://revistas.juridicas.unam.
mx/index.php/filosofia-derecho/article/view/17031.

Geldart, W. Elements of  English Law, 7a. ed., Oxford University 
Press, 1966.

Gómez Marinero, Carlos Martín, “La reforma judicial de 2021 
y la declaratoria general de inconstitucionalidad”, Derecho Global. 
Estudios sobre Derecho y Justicia, vol. X, número 29, marzo-junio de 
2025.

Gómez Martínez, Diego León, El sentido del “precedente judicial obli-
gatorio”, Lima, Palestra, 2022.

Gómora Colín, José Noé, Jurisprudencia en México, México, Po-
rrúa, 2006.

Gómora-Juárez, Sandra, “La posibilidad conceptual y el argu-
mento histórico en torno al estudio del precedente”, Precedente. 
Revista Jurídica, vol. 11, julio-diciembre de 2017. 

Gómora-Juárez, Sandra, Un análisis conceptual del precedente judicial, 
México, UNAM, 2018.

Gómora-Juárez, Sandra, “Sobre la maximización de la jurispru-
dencia y los precedentes: casos de la vida real”, Discusiones, vol. 
2, núm. 29, 2022.

Gómora-Juárez, Sandra, “Reglas, autoridad y aplicación del de-
recho. Un estudio introductorio”, en Gómora-Juárez, Sandra 
y Dávalos Torres, Susana (coords.), Elementos del precedente, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, en prensa.

González Oropeza, Manuel, La Jurisprudencia: su conocimien-
to y forma de reportarla, México, Poder Judicial de la Federación, 
SCJN, 2006.

Goodhart, Arthur L., “Determining the Ratio Decidiendi of  a 
Case”, Yale Law Journal, vol. 40, núm. 2, diciembre de 1930.

Vanesa Rocha
Tachado



133BIBLIOGRAFÍA

Guastini, Riccardo, “Interpretación y construcción jurídica”, Iso-
nomía, núm. 43, octubre de 2015.

Guerrero Lara, Ezequiel y Guadarrama López, Enrique 
(comps.), La interpretación constitucional de la Suprema Corte de Justicia 
(1917-1982), México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas, t. I., 1984.

Guest, A. G. (ed.), Oxford Essays in Jurisprudence, Oxford, Clarendon 
Press, 1961.

Hart, H. L. A., El concepto de derecho, trad. de Genaro Rubén Ca-
rrió, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1961.

Hernández Chong Cuy, María Amparo, “Jurisprudencia y sis-
tema de precedentes: escenarios a partir de la reforma judicial”, 
en López Noriega, Saúl y Martín Reyes, Javier (coords.), La 
tormenta judicial. Implicaciones de la reforma de 2024 en México, Méxi-
co, Nexos, 2025.

Horty, John F., “Rules and Reasons in the Theory of  Precedent”, 
Legal Theory, núm. 17, 2011.

Hood Phillips, O. y Hudson, A. H., A First Book of  English Law, 
7th edition, London, Sweet & Maxwell, 1977.

Huber Olea, Francisco José, Diccionario de Derecho Romano, México, 
Porrúa, 2000.

Jaffe, Louis L., English and American Judges as Lawmakers, Inglaterra, 
Clarendon Press, 1969.

Jolowicz, J. A., Derecho inglés, trad., A. R. Brewer Carías y L. C. 
Leiva, Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 1992.

Kelsen, Hans, Teoría General del Derecho y del Estado, trad. de Eduar-
do García Máynez, México, UNAM, 1988.

Kreller, Hans, Historia del derecho romano, trad. de Fernando Hi-
nestrosa, Bogotá, Publicaciones de la Universidad Externado de 
Colombia, 1966.

Kuhn, Thomas, La estructura de las revoluciones científicas, trad. de 
Agustín Contín, México, Fondo de Cultura Económica, 1971.



134 BIBLIOGRAFÍA

Kunkel, Wolfgang, Historia del derecho romano, 9a. ed., trad. de  Juan 
Miquel, Barcelona, 1999.

La Jurisprudencia en México, 2a. ed., Suprema Corte de Justicia de la 
Nación,  México,  2005.

Lamond, Grant, “The Doctrine of  Precedent and the Rule of  Re-
cognition”, Philosophical Foundations of  Precedent, Oxford University 
Press, 2023.

Lanz Duret, Miguel, Derecho constitucional mexicano y consideraciones 
sobre la realidad política de nuestro régimen, 2a. ed., México, 1933.

López Ayllón, Sergio et al., (coords.), Análisis técnico de las 20 inicia-
tivas de reformas constitucionales y legales presentadas por el presidente de la 
República (febrero 5, 2024), México, UNAM, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, 2024.

López Benítez, Lilia Mónica, “Sistemas de jurisprudencia en el jui-
cio de amparo”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Herrera 
García, Alfonso (coords.), El juicio de amparo en el centenario de la Cons-
titción mexicana de 1917. Pasado, presente y futuro, t. II, México, 2017. 

López Medina, Diego, “La transformación de la «jurisprudencia» 
tradicional en el «precedente» contemporáneo: hacia una histo-
ria regional entrelazada de las fuentes del derecho en América 
Latina”, en Martínez Verástegui, Alejandra (coord.), El pre-
cedente judicial en la tradición continental. Teoría y práctica del precedente 
judicial en Iberoamérica, México, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Centro de Estudios Constitucionales, 2022.

Losano, Mario G., Los grandes sistemas jurídicos, trad. de Alfonso 
Ruiz Miguel, Madrid, Debate, 1982.

MacCormick, Neil, “Interpretation and Justification”, en Mac 
Cormick, Neil y Summers, Robert (eds.), Interpreting Statutes, 
Nueva York, Ashgate Publishing, 1991.

MacCormick, Neil, Legal Reasoning and Legal Theory, Oxford, Cla-
rendon Press, 1978.

MacCormick, Neil y Summers, Robert (eds.), “Introduction”, 
Interpreting Precedents, Nueva York, Routlegde, 2016.



135BIBLIOGRAFÍA

Magallón Ibarra, Jorge Mario, La senda de la jurisprudencia romana, 
México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2000.

Magaloni Kerpel, Ana Laura, Derecho constitucional en movimiento. 
El precedente judicial norteamericano, México, Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, Centro de Estudios Constitucionales, 2021.

Marroquín Zavaleta, Jaime Manuel, Técnica para la elaboración 
de una sentencia de amparo directo, 15a. ed., México, Porrúa, 2005.

Marshall, Geoffrey, “What is a Binding Precedent?”, en Mac 
Cormick, Neil y Summers, Robert (eds.), Interpreting Precedents, 
Nueva York, Routlegde, 2016.

Martí Capitanachi, Luz del Carmen, “La Fórmula Otero”, Re-
vista Letras Jurídicas, núm. 2, julio-diciembre de 2000. 

Martínez Verástegui, Alejandra, Barreto Nova, Óscar Gui-
llermo y Hernández, Porfirio Andrés, Cuadernos de jurispruden-
cia núm. 10. Control de convencionalidad, México, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, Centro de Estudios Constitucionales, 
2021.

Martínez Verástegui, Alejandra (coord.), El precedente judicial en 
la tradición continental. Teoría y práctica del precedente judicial en Ibe-
roamérica, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Cen-
tro de Estudios Constitucionales, 2022.

Martínez Verástegui, Alejandra, “El cambio del preceden-
te en la Suprema Corte de Justicia de la Nación”, en Bernal 
Pulido, Carlos, Camarena González, Rodrigo y Martínez 
Verástegui, Alejandra (coords.), El precedente en la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, México, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 2018.

Merryman, John Henry y Pérez Perdomo, Rogelio, La tradición 
jurídica romano-canónica, trad. de Eduardo Suárez, México, Fondo 
de Cultura Económica, 1989.

Mesas de análisis organizadas por el Centro de Estudios Cons-
titucionales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2023, 
disponibles en: https://www.youtube.com/watch?v=d6TFzcpbjhE;  
 



136 BIBLIOGRAFÍA

https://www.youtube.com/watch?v=jXN1Xc0Lgas, y https://www.you 
tube.com/watch?v=3kADNKWibmc.

Morales Ramírez, Gladys F., “La comunicación de los prece-
dentes constitucionales y su difusión en las jerarquías judiciales: 
un análisis del caso mexicano”, Revista Derecho del Estado, núm. 
59, mayo-agosto de 2024.

Moreno, Daniel, Panorama del derecho mexicano; síntesis del derecho 
constitucional, México, UNAM, Instituto de Derecho Compara-
do, 1965.

Morineau Iduarte, Martha e Iglesias González, Román, De-
recho romano, México, Harla, 1987.

Murray, Michael D. y DeSanctis, Christy Hallam, The Life of  a 
Case, State and Federal Court Systems, and Jurisdiction, 15 de enero de 
2015, disponible en: https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_
id=2550246.

Mykkeltvedt, Roald, “Ratio Decidendi or Obiter Dicta?: The Su-
preme Court and Modes of  Precedent Transformation”, Georgia 
Law Review, vol. 15, 1981.

Negrete Cárdenas, Michael Rolla, El precedente judicial en la juris-
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Un estudio crítico 
con motivo de la reforma judicial 2021, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2022. 

Núñez Vaquero, Álvaro, “¿Son obligatorios los precedentes? La 
regla del precedente como norma(s) constitutiva(s)”, en Núñez 
Vaquero, Álvaro, Arriagada Cáceres, María Beatriz y 
Hunter Ampuero, Iván, Teoría y práctica del precedente, Valencia, 
Tirant Lo Blanch, 2020. 

Núñez Vaquero, Álvaro, “Sobre la maximización de la jurispru-
dencia y los precedentes”, Discusiones, vol. 2, núm. 29, 2022. 

Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, Ma-
drid, Marcial Pons, 2022.

Palomo Carrasco, Óscar, La observancia obligatoria de la jurispru-
dencia emanada de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los  
 



137BIBLIOGRAFÍA

Tribunales Colegiados de Circuito en los actos administrativos, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2018.

Pargendler, Mariana, “The Rise and Decline of  Legal Families”, 
The American Journal of  Comparative Law, vol. 60, núm. 4, 2012.

Pozas Loyo, Andrea y Negrete Cárdenas, Michael Rolla, “La 
nueva jurisprudencia por precedentes: ¿un reto para la ense-
ñanza jurídica en México?”, Revista del Posgrado en Derecho de la 
UNAM, núm. 115, 2022, disponible en: https://doi.org/10.22201/
ppd.26831783e.2022.e.214.

Prieto Sanchís, Luis, “La teoría de la interpretación en el ori-
gen de la justicia constitucional y en el desarrollo de la teoría 
de la argumentación jurídica”, en Gascón Abellán, Mari-
na (coord.), Argumentación jurídica, Valencia, Tirant Lo Blanch, 
2014.

Prieto Sanchís, Luis, “El constitucionalismo de los derechos”, 
Revista Española de Derecho Constitucional, año 24, núm. 71, 2024.

Pulido Ortiz, Fabio, Jueces y reglas. La autoridad del del precedente 
judicial, Bogotá, Universidad de la Sabana, 2018.

Pulido Ortiz, Fabio, “¿Es necesaria la regla del precedente?”, 
Problema, núm. 16, 2022, disponible en: https://www.scielo.org.
mx/pdf/paftd/n16/2448-7937-paftd-16-129.pdf.

Pulido Ortiz, Fabio, El derecho y sus normas. Estudios de teoría jurídica, 
Bogotá, Universidad de la Sabana, 2022.

Ramos Sobarzo, Arturo, “Bases para una teoría del precedente 
judicial”, en Carbonell, Miguel (coord.), El precedente judicial, 
México, Centro Carbonell, 2022.

Ratti Mendaña, Florencia S., “¿A qué nos referimos cuando ha-
blamos de precedente?”, Prudentia Iuris, vol. 89, núm. 149, 2020.

Ratti Mendaña, Florencia S., “Dimensiones del precedente judi-
cial: una metodología de estudio de la doctrina del precedente”, 
Revista Perspectivas de las Ciencias Económicas y Jurídicas, 2021.

Raz, Joseph, “Normativity: The Place of  Reasoning”, Philosophical 
Issues, vol. 25, 2015.



138 BIBLIOGRAFÍA

Raz, Joseph, Practical Reasoning, Oxford, 1978.
Raz, Joseph, The authority of  law: Essays on Law and Morality, Oxford, 

1979.
Reimann, Mathias, “The Progress and Failure of  Comparative 

Law in the Second Half  of  the Twentieth Century”, The Ameri-
can Journal of  Comparative Law, vol. 50, núm. 4.

Rivera León, Mauro Arturo, “Esbozo de la teoría contramayo-
ritaria: consideraciones de la countermajoritarian difficulty”, 
UNED. Teoría y Realidad Constitucional, núm. 28, 2011.

Rodriguez Blanco, Verónica, Law and Authority under the Guise of  
the Good, Oxford, Hard Publisging, 2014.

Rosales Guerrero, Emmanuel Guadalupe, Estudio sistemático de 
la jurisprudencia, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
2005.

Saavedra, Camilo, “El poder de la jurisprudencia. Un análisis 
sobre el desarrollo y funcionamiento del precedente judicial en 
México”, en Bernal Pulido, Carlos, Camarena González, 
Rodrigo y Martínez Verástegui, Alejandra (coords.), El pre-
cedente en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Centro de Estudios Constitucio-
nales, 2018. 

Salazar Ugarte, Pedro (coord.), La reforma constitucional sobre dere-
chos humanos. Una guía conceptual, México, Senado de la República, 
Instituto Belisario Domínguez, 2014. 

Salmorán Villar, Guadalupe, “Las elecciones judiciales en Mé-
xico: los riesgos de captura”, en López Noriega, Saúl y Mar-
tín Reyes, Javier (coords.), La tormenta judicial. Implicaciones de la 
reforma de 2024 en México, México, Nexos, 2025.

Salmorán Villar, María de Guadalupe (coord.), “Democracia 
y los rostros de la autocracia”, Poder, democracia y derechos. Una dis-
cusión con Michelangelo Bovero, México, UNAM, Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, 2019.

Samaniego Santamaría, Luis Gerardo, “Control difuso de 
constitucionalidad-convencionalidad. Evolución jurisprudencial 



139BIBLIOGRAFÍA

a cien años de la Constitución mexicana de 1917”, en Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo y Flores Pantoja, Rogelio (eds.), La 
Constitución y Sus Garantías. A 100 Años de La Constitución de Querétaro 
de 1917. Memoria Del XI Encuentro Iberoamericano y VIII Congreso 
Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, Instituto de Es-
tudios Constitucionales de Querétaro-UNAM, Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, 2017.

Sánchez Gil, Rubén, “El precedente judicial en México. Funda-
mento constitucional y problemas básicos”, Cuestiones Constitucio-
nales, núm. 43, julio-diciembre de 2020. 

Sánchez Gil, Rubén, “Precedente judicial, ejecutoria y tesis: no-
tas a efectos prácticos”, en Carbonell, Miguel (coord.), El pre-
cedente judicial, Centro Carbonell, México, 2022.

Serna de la Garza, José María, Impacto e implicaciones constituciona-
les de la globalización en el sistema jurídico mexicano, México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2012.

Schauer, Frederick, “Precedent”, Stanford Law Review, vol. 39, 
núm. 3, 1987.

Simpson, A. W. B., “The Ratio Decidendi of  a Case”, The Modern 
Law Review, vol. 20, núm. 4, julio de 1957.

Soberanes, Fernández, “El Acta de Reformas Constitucionales 
de 1847 (también llamada Acta Constitutiva y de Reformas”, 
Revista Mexicana de Historia del Derecho, vol. 28.

Soto Flores, Armando Guadalupe (coord.), “La controversia 
constitucional y la acción de inconstitucionalidad como medios 
de control de la Constitución”, en Derecho procesal constitucional, 
México, Secretaría de Cultura-Instituto Nacional de Estudios 
Históricos de las Revoluciones de México-UNAM, 2016.

Stone, Julius, “The Ratio of  the Ratio Decidendi”, The Modern Law 
Review, vol. 22, núm. 6, 1959.

Summers, Robert S. y Eng, Svein, “Departures from Precedent”, 
en MacCormick, Neil y Summers, Robert (eds.),  Interpreting 
Precedents, Nueva York, Routlegde, 2016.



140 BIBLIOGRAFÍA

Tamayo y Salmorán, Rolando, “Jurisprudencia y formula-
ción judicial del derecho (principium)”, Isonomía. Revista de 
Teoría y Filosofía del Derecho, México, núm. 21, 2004, disponi-
ble en: https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid
=S1405-02182004000200007.

Tamayo y Salmorán, Rolando, Los publicistas medievales y la forma-
ción de la tradición política de Occidente. Estudio histórico sobre la recepción 
de la ciencia jurídica y su impacto en las ideas políticas, México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2016.

Taruffo, Michelle, “Institutional Factors Influencing Precedents”, 
en MacCormick, Neil y Summers, Robert (eds.), Interpreting 
Precedents, Nueva York, Routlegde, 2016. 

Taruffo, Michelle, “Precedente y jurisprudencia”, Precedente. Re-
vista Jurídica, vol. 7, 2007.

Van Hoecke, Mark, “Western and Non-Western Legal Cultu-
res”, en Rechttheorie, Krawietz, W. (ed.), vol. 33, Duncker 
& Humblot, 2002.

Vázquez, Rodolfo, “Justicia constitucional, derechos humanos y 
argumento contramayoritario”, Anales de la Cátedra Francisco Suá-
rez, vol. 44, 2010.

Wallace, R. Jay, “Practical Reason”, en Zalta, Edward N., The 
Stanford Encyclopedia of  Philosophy, Spring 2020, Stanford Uni-
versity, disponible en: https://plato.stanford.edu/archives/spr2020/ 
entries/practical-reason/.

Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil, 4a. ed., trad. de Marina 
Gascón, Madrid, Trotta, 2002.



De la jurisprudencia al precedente, editado por el Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la UNAM, se publicó en ver-
sión digital el 4 de junio de 2026. Se utilizó tipo Baskerville 

en 11/13 puntos.






